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S U M A K I O  
Se abre la sesión a las once y diez minutos 

de la mañana. 
Efectuada la votación indicativa para compra- 

bar la existencia de quórum, se registra la 
presencia de 161 Diputados. No existiendo 
quórum, se repite la votación indicativa. Es. 
ta vez se  registra la presencia de 196 Dipu- 
tados. Por tanto, existe quórum para iniciar 
la sesión. 

Se entra en el 'orden del día: 
Designación de los miembros del Congreso 

que han de integrar las Comisiones Mixtas 
Congreso-Senado para el estudio de los si- 
guientes proyectos de ley: 

Modificación de la Ley de 5 de abril de 1968 
sobre secretos oficiales. Se propone la de- 
signación de los Diputados don José Luis 
Moreno García, don E,milio Muñoz lbáñez, 
don José Solé Barberá y don Luis Fajartio 
Spínola. 

Crédito extraordinario de 1.537.669.544 pece- 

tas, al Ministerio de Comercio, pura abono 
a la Compañía Transmediterránea, S .  A., por 
el año 1976. Se propone la designación de 
los Diputados don Enrique Sapena Granell, 
don Félix Pons lrazazcibal, don Juan Rovi- 
ra Tarazona y don Santiago Rodríguez-Mi- 
randa Gómez. 

Derogación de la Ley 41/1975, de 19 de ;ir)- 
viembre, de Bases del Estatuto de Régimen 
Local. Se propone la designación de los Di- 
putados don Cipriano García Rollán, don 
Ignacio Javier Huelín Vallejo, don Luis Fa- 
jardo Spínola y don Baudilio Tomé Robla. 

Modificación de determinados artículos de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal (asistencia 
de Letrado). Se propone la designación de 
los Diputados don Joaquín Ruiz Mendoza, 
don José Antonio Cuerda Montoya, don Az- 
tonio Díaz Fuentes y don Pedro de  Mentli- 
zábal Uriarte. 

Modificación de los artículos 416 y 343 bis del 
Código Penal y se  adiciona el artículo 342 
bis (anticonceptivos). Se propone la desig- 
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nación de los Diputados don Virgilio Zapa- 
tero Gómez, don Rodolfo Guerra Fontanu, 
don Antonio Vázquez Guillén y don Car- 
melo Casaño Salido. 

Modificación de las edades en los delitos d e  
estupro y rapto. Se propone la designación 
de los Diputados don Pablo Castellano Car- 
dalliaguet, don José Verde i Aldea, don 
Agustín Siménez Puente y don Luis Vega 
Escandón, 

Todas estas propuestas son aprobadas por 
unanimidad. 

Debate y votación de los siguientes dictáme- 
nes de Comisiones: 

Crédito extraordinario d0 854.792.000 pesetas 
para cubrir la insuficiencia de los produc- 
tos de las líneas a cargo de Ferrocarriles de  
Vía Estrecha (FEVE) durante el ejercicio de 
1977.-Leído por el señor Secretario el tlic- 
tamen de la Comisión de Presupuestos y 
sametido a votación, fue aprobado por 201 
votos a favor y uno en contra, con una abs- 
tención. 

Crédito extraordinario de 1.21 7.161.545 pese- 
tas, al Ministerio de Agricultura, para abo- 
no al FORPPA en compensación de pérdi- 
das experimentadas en sus operaciones.- 
Leído por el señor Secretario el dictamen 
de la Comisión y sometido a votación, fue 
aprobado por 116 votos a favor y uno en 
contra, con 94 abstenciones. 

Ampliación de la plantilla del Cuerpo Nacio- 
nal de Astrónomos.-Leído por el señor SLI- 
cretario el dictamen de la Comisión y so- 
metido a votación, fue aprobado por 211 
votos a favor y uno en contra. Explica el 
voto el señor Payo Subiza. 

Ampliación de la plantilla del Cuerpo Técnico 
de Inspección de Seguros y Ahorros.-El se- 
ñor Secretario da lectura al dictamen de la 
Comisión. Fue aprobado por 219 votos a 
favor. 

Crédito extraordinario de 23.404.062.957 pe- 
setas, al Ministerio de Agricultura, para 
abono al FORPPA en compensación de pér- 
didas experimentadas en sus operaciones 
correspondientes a años anteriores.-Leído 
el dictamen por el señor Secretario y some- 
tido a votación, fue aprobado por 125 votos 
a favor y ninguno en contra, con 98 abs- 
tenciones. 

Crédito extraordinario de 44.848.000 pesetas 

para satisfacer obligaciones correspondien- 
tes a contratos de conducciones y servicios 
extraordinarios de transporte de correspon- 
dencia.-Por el señor Secretario se lee el 
dictamen de la Comisión, que, smnetido a 
votación, fue aprobado por 224 votos a fc-  
vor y ninguno en contra, con dos abstcn- 
ciones. 

Crédito extraordinario de 340.862.838 pesetas, 
al Ministerio de Sanidad y Seguridad So- 
cial, para abonar las pensiones de la Segu- 
ridad Social a los trabajadores de empresas 
concesionarias de servicios públicos como 
consecuencia de la rehabilitación estableci- 
da por el Real Decreto 840/1976.-Por el se- 
ñor Secretario se lee el dictamen de la Co- 
misión, que, sometido a votación, fue  npro- 
bado por 227 votos a favor. 

Crédito extraordinario de 8.000 millones de 
pesetas con destino a satisfacer a los tra- 
bajadores en paro el derecho de subsidio de 
desempleo de la Seguridad Social.-Se lee 
por el señor Secretario el dictamen de la 
Comisión. Se vota y f ue  aprobado por 232 
votos a favor. 

Medidas en relación con los delitos cometidos 
por grupos armados.-Por el señor Secreta- 
rio se lee el dictamen de la Comisión. El 
señor Ministro del Interior (Martín Villa) 
presenta el proyecto de ley. 

Artículos ].O, 2.", 3 . O ,  4 . O ,  5." y 6.0-Sometidos 
a votación, fueron aprobados. 

Disposiciones transitoria y finales.-Someti. 
das a votación, fueron aprobadas. 

intervienen para explicar el voto lo's señores 
Peces-Barba Martínez, Cuerda Montoya, So- 
lé Barberá, Tierno Galván y Alzaga Villaa- 
mil. 

Se suspende la sesión a la una y treinta y cin- 
co minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cinco y veinte mi. 
nutos de la tarde. 

El señor Presidente, antes de continuar con 
el orden del día, dedica palabras de elogio, 
saludo y felicitación al Diputado don Juan 
Manuel Reo1 Tejada, por haber sido nom- 
brado recientemente Presidente del Consejo 
de Castilla y León. Las palabras del señor 
Presidente fueron subrayadas por aplausos 
de los señores Diputados. 

Proyecto de ley de la Policía. 
Título de la ley.-El señor Busquets BraguIat 
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defiende su enmienda. Turno en contra del 
señor Alava Aguirre, por el Grupo de Unidn 
de Centro Democrático. Se vota la enmien- 
da, que fue rechazada por 137 votos en COR- 

tra y 106 a favor, con 12 abstenciones. 
Artículo 1 .*-El señor Alavedra Moner defien- 

de la enmienda de la Minoría Catalana. Tur- 
no en contra del señor Sanjuán de la Rocha, 
por el Grupo Socialistas del Congreso. Se  
vota el texto del dictanien para eZ aparta- 
do 1 ,  que f u e  aprobado por 253 votos u /a- 
vor y cuatro en contra. Se  vota la enmien- 
da de la Minoría Catalana al apartacEo 2, que 
fue rechazada por 231 votos en contra y 24 
a favor, con tres abstenciones. Se vota el 
texto del dictamen, que f u e  aprobado por 
254 votos a favor y dos en contra, con dos 
abstenciones. 

Artículo 2."-El señor Alavedra Moner dejieii- 
de su enmienda a la letra c). Turno en ~ o n -  
tra del señor Sancho Rof.  Se vota la el?- 
mienda de la Minoría Catalana, que fue re- 
chazada por 138 votos en contra y 32 a fa- 
vor, con 80 abstenciones. Se vota el texto 
del dictamen, que f u e  aprobado por 252 VI ) -  

tos a favor y uno en contra. 
Artículo 3.*-Fue aprobado por 250 votos a 

favor y uno en contra, con una abstención. 
Artículo 3." bis (nuevo).-El señor Sánchez 

Montero defiende su enmienda. Turno en 
contra del señor Sancho Rof.  Se vota esta 
nmienda, que fue rechazada por 221 votos 

en contra y 24 a favor, con una abstención 
Artículo 4.*-El señor A lavedra Moner defien- 

de su enmienda al apartado 1,  letra d), pi- 
diendo su supresión. Turno en contra d t 7 i  
señor Sancho Rof. Se vota la enmienda de 
la Minoría CataZana, que f u e  rechazada por 
219 votos en contra y 25 a favor, con ires 
abstenciones. Se vota el texto del dictamen, 
que fue  aprobado por 243 votos a favor y 
cinco en contra, con tres abstenciones. El 
señor Solé Barberá defiende su enmienda 
pidiendo la adición de un apartado nuevo. 
Turno en contra del señor Sancho Rof.  Se 
vota la enmienda dicha, que fue rechazada 
por 1 4 6  votos en contra y 104 a favor, con 
una abstención. 

Artículo 5."-El señor Solé Barberá defiende 
la enmienda del Grupo Comunista a la tola- 
lidad del artículo. Turno en contra del se- 
ñor Sancho Rof. El  señor Fajardo Spínola 

defiende su enmienda al apartado 3. Turno 
en contra del señor Núñez Pérez. Se  vota la 
enmienda a la totalidad formulada por el 
Grupo Comunista, que fue rechazada por 
151 votos en contra y 14 a favor, con 90 
abstenciones. Se votan a continuación las 
dos enmiendas del Grupo Socialistas dcl 
Congreso, que fueron rechazadas por 143 
votos en contra y 107 a favor, con una (Ibs- 
tención. Se vota el texto del dictamen para 
el apartado 1,  que f u e  aprobado por 249 vo- 
tos a favor y uno en contra, con tres abs- 
tenciones. El apartado 2 f u e  aprobado por 
238 votos a favor y 12 en contra, con dos 
abstenciones. Seguidamente se vota el pri-  
mer párrafo del apartado 3, que fue apro- 
bado por 253 votos a favor y ninguno en 
contra, con dos abstenciones. Se vota el 
texto del párrafo segundo del apartado 2, 
que f u e  aprobado por 145 votos a favor y 
105 en contra, con seis abstenciones. El  
texto del párrafo tercero de dicho apartado 
f u e  aprobado por 146 votos a favor y !O6 
en contra, con seis abstenciones. Se  vota a 
continuación el texto del apartado 4, que 
f u e  aprobado por 143 votos a favor y 108 
en contra, con cinco abstenciones. El texto 
del apartado 5 fue aprobado por 239 votlis 
a favor y 14 en contra, con tres absten- 
ciones. 

Artículos 6 . O  al 13.-Fueron aprobados por 
242 votos a favor y uno en contra, con dos 
abstenciones. 

Artículo 14.-El señor Sol4 Barberá defiende 
su enmienda al apartado 3. Turno en C O K -  

tra del señor Sancho Rof. Se vota dicha en- 
mienda, que f u e  rechazada por 199 votos en 
contra y 18 a favor, con dos abstencioncs. 
Se vota el texto de este artículo y los de los 

Artículos 15, 16 y 17 y la Disposición adicio- 
nal primera.-Se votan los textos de estos 
preceptos, que fueron avrobados por 221 
votos a favor y dos en contra. 

Disposición adicional segunda.-El señor Sán- 
chez Montero defiende su enmienda. Turno 
en contra del señor Sancho Rof. Se vota la 
enmienda, que fue rechazada por 207 votos 
en contra y 16 a favor, con una abstención. 
Se vota el texto de esta Disposición y los 
de las 

Disposiciones adicionales restantes, transito- 
rias y finales-Fueron aprobados por 221 
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votos a favor. Queda así aprobado ei dic- 
tamen del proyecto de ley. 

Se pasa al último punto del orden del día: Pro- 
posición no de ley sodre la situación dé los 
marinos mercantes.-El señor González Vi- 
la defiende dicha proposición. Contestacidn 
del señor Ministro de Transportes y Comu- 
nicaciones (Sánchez Terán). En turno de r4- 
plica interviene de nuevo el señor González 
Vila. A continuación se vota el texto de ia 
proposición con la modificación introducida 
en la misma. Fue aprobado por 189 votos a 
favor y uno en contra, con una abstención. 

El señor Presidente pide al señor Secretario 
que dé lectura a determinadas observacio- 
nes relacionadas con la suspensión d e  las 
tareas parlamentarias. Así lo hace ei señor 
Secretario (Ruiz-Navarro y Gimeno). Entre 
dichas observaciones da lectura a los miern- 
bros que componen la Diputación Perma- 
nente del Congreso. 

Se levanta la sesión a las ocho y treinta y cin- 
co minutos de la noche. 

Se abrs la siass'ón Q las once y di& minutos 
de ta mañana. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores 
Diputados, acupen sus escaños, por favor. Va- 
mos a efectuar la votación indicativa a efectos 
de comprobar si existe quórum. 

'Comienza la votación. (Pausa.) 

EfWuada la votación, se registra !a presen- 
cia d e  161 sleñures Diputados. 

El señor PRESIDENTE: Los votos emitidos 
hasta el momento no alcanzan el quórum, no 
sé si porque los señores Diputados no han t e  
nido la bondad de sentarse en sus escaños y 
votar, o porque, realmente, no hay número su- 
ficiente de Diputados en el hemiciolo. 
Vamos a realizar otra votación. Por favor, 

ruego a Sus Señorías que ocupen sus escaños 
y vaten, a efectos de determinar si existe o 
no quórum. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada b votación, se ragbtru la priasen- 
cia de 196 señores Diputados. 

El señor PRESIDENTE : 'Existiendo quó- 
rum, va a dar comienzo la sesión. 

DESIGMACION DE LOS MIEMBROS DEL 
CONGRESO QUE HAN DE INTEGRAR 

SENADO PARA EL ESTUDIO DE LOS 
PROYECTOS DE LEY QUE SE INDICAN 

LAS COMISZONES MIXTAS CONGRESO- 

El señor PRIESIDENTE : Como primer pun- 
to del día, vmos a someter a la Cámara lo 
relativo a la designación de los Diputados que 
deben formar parte de lams Comisiones Mixtas 
Congresu4enado que prevé el artículo 4." de 
la Ley para la Reforma Política, en relación 
con distintos proyectos de 19. 

Si a Sus Señorías les parece, en vez dme pro- 
ceder a la votación individualizada para cada 
proyecto de ley, haremos una ratificación glo- 
bal de todas las propuestas de las Comisiones. 
(Aseintimimto.) 

Ruego al señor Secretario de la Cámara dé 
lectura de las propuestas que, en relación con 
este tema, se ha recibido de las distintas Co- 
misiones qmra su ratificación por el P h o .  

El señor SECRETARIO (Ruiz-Navarro y 
Gimeno) : Estas propuestas son las siguientes : 

Comisión de Presidencia.-Proyecto de ley 
por el que se modifica la Ley de 5 de abril de 
1968 sobre Secretos Oficiales: don José Luis 
MOWQ García, don Emilio Muñoz Ibáñez, 
don J o s ~ p  Solé Barberá y don Luis Fajardo 
Spínala. 

Comisión de Presupuestos.-Proyecto de 
ley para la, ~o~ncesión de un crédito extraordi- 
nario al Ministerio de Comercio: don Enrique 
Sapena GraneP1, dcn Félix Pons Irazaztlbal, 
don Juan Rovira Tarazona y don Santiago Ro- 
dríguez-Miranda Gómez. 

 comisión de Interior.-Proyecto de ley para 
derogacitm de la Ley 41/75, de 19 de noviem- 
bre, de Bases del Estatuto de Régimen Local: 
don Cipriano García Rollán, don Ignacio Ja- 
vier H u d h  Vallejo, don Luis Fajardo Spínola 
y don Baudilio Tomé Robla. 

Comisidn de Justicia-Proyecto de ley de 
modificación de determinados artículos de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal : don Joaquín 
Ruiz Mmdoza, dan José Antonio Cuerda Mon- 
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toya, don Antonio Díaz Fuentes y don 
de Mendizábal Uriarte. 

Comisión de Justicia.-Proyetco de iey por 
el que se modifican los artículos 412 y 343 bis 
del Código Penal y se adiciow. el artículo 342 
bis: don Virgilio zapater'() Gdmez, don Ro- 
dolfo Guerra 'Fontana., don h t o n i o  Vázquez 
Guillén Y don Carr,elo Casaño Salido. 

 omisión de ?usticia.-Proyecto de ley de 
modificación de las edaldes en los delitos de 
estupro y *rapto: don Pablo Casteliano Car- 
dalliaguet , don Josep Verde i Aldea, dan Agus- 
tín Ji-knez IPuente y don Luis Vega Es- 
cand(iá. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votacián de las propuestas que han sido 
formuladas por las distiatas Cmiisiones, a las 
que se acaba de dair 'recturh, a efectos de su 
ratificación. 

Los señores Diputa&s que estén de acuer- 
do con h s  propueWts, teagan la bondtad de  le- 
vantarse. (Pausa) Los señores Diputados gue 
cS@m en contra., tengan la bondad de levantar- 
se. (Pausa.) Los señores Diputados que se 
abstengan, tengan la bondatd de levantarse, 

Quedan aprobadas, por unanimidad, haas pro- 
jpuestas formuladas por las !distintas Comisio- 
nes designando los miembros que han de for- 
mar parte de las Comisiones Mixtas Congreso- 
Senado. 

A efectus de simple advertencia, quiero re- 
cordar a los s e ñ e s  Diputados que han sido 
tdesi-gnados para estas Comisicnes Mixtas, que 
6l próximo dla 4 celebraremos, en principio, 
según eStá 'en el proyecto del Presidente de 
las Cortes, la reunión lde coastitución .de estas 
Comisinnes Mixtas para trabajar sobre los 
proyectos de ley correspondientes. 

'DDICTAMENmES DE COMISIONES : 
CXEDl"0 EXTRAORDINARIO DE PESETAS 
.854.792.0oU PARA CUBRIR LA INSUFICIEN- 
CIA DE LOS PRODUCTOS DE LAS LINEAS 
A CARGO DE FERROCARRILES DE VIA 

ESTRECHA (FEVE), DURANTE EL 
EJERCICIO DE 1977 

IEl señor PRESIDENTE: El segundo puntc 
del orden del día es el que corresponde al de- 
bate #e varios dictámenes. El primero que so. 

rietemols a la comsideración de la Cámara es 
A que corresponde a un proyecto de ley sobre 
:oncesibtl (de un credito extmordinario para 
Terrocarnles de Vía Estrecha. 

Ruego al señor Secretario de la Cámara dé 
ectura al dictamen. 

EI señor Secre'turio (Ccrstallarvo Cardallia- 
Zuet) da lectura al didtamdn dei 'la Comisión 
de PreNupueistos, 

El sefior PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a (la votación del dictamen al que se acaba de 
iar  lectura. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efeictuadce la votación, dio e2 siguiente rid- 
sultado: votos amitidos, 203; a favor, 201; en 
contra, uno; abstenciones, una 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el proyecto de ley de cancesión de un crédito 
extraordinario para cubrir la insuficiencia de 
los proyectos de las lhms a cargo de los fe- 
rrocarriles de vía estrecha. 

CREDITO EXTRAORDINARIO bE PESETAS 

CULTUiRA PARA ABONO AL FORPPA EN 

MENTADAS EN SUS OPERACIONES 

1.217.161.545 AL MINISTERIO DE AGRI- 

COMPENSACION DE PERDIDAS EXPERI- 

El señor PRESIDENTE: A continuación, 
corresponde #el examen del proyecto de ley 
sobre concesión de un credito extraordinario 
al Presupuesto de? Ministerio de Agricultura. 
Ruego al señor Secretario de  ,la Cámara dé 
lectura del correspondient'e dictamen. 

E I  señor Secretario (Soler Vaiero) Cla lectu- 
ra al texto dlal dictamen. 

!El señor PRElSIDENTE: Valmos a proceder 
a la vo tac ih  del dictamen al qoe se acaba de 
dar lectura. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

EfPjctuada la votación, dio al siguiente re- 
sultado: votos emitidos: 21 1 ;  a favor, 116; eln 
contra, uno; ablstenciones, 94. 
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El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
proyecto de ley sobre concesión a1 Presupues- 
to del Ministerio de Agricultura de un crédito 
extraordinario para abono al FORPPA. 

AMPLIACION DE LA PLANTIiLLA DEL 
CUERPO NACIONAL DE ASTRONOMOS 

El señor PRESIDENTE: Vamos a pasar al 
dictamen correspondiente a l  proyecto de ley 
de iampliacióri de la plantilla del Cuerpo Na- 
cional de  Astrónomos. Ruego al señor Secre- 
tario de $la Cámara de lectura del texto del 
dictamen. 

El señor Secretario (Escurado Rodrígwz)  
da lectura al texto del dictamen. 

El seiior PRE,SIDENTE : ,Comienza 113 vota- 
ci6n sobre el proyecto de ampliación de plan- 
tilllas del Cuerpo Nacional de AWrónomos. 
(Pausa.) 

Efectuada la. votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 212; a favor, 211; en 
contra, uno. 

,El señor PRESIDENTE : Queda laprobado 
el proyecto de ley de ampliación de plantillas 
del Cuerpo Nacional de Astrónomos. 

El señor PAYO SUBIZA: ,Pi,do la palabra 
para explicación brevísima de voto. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabm el 
señor Payo Subiza, para explicación de voto, 
en nomlbre del Grupo Parlamentario al que 
pertenece. 

El señor PAYO SUBIZA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, voy a expli- 
car brevemente el voto de nuestro Grupo Par- 
lamentario, y yo diría casi 'que el voto de 11a 
Cámara, porque este voto mayoritario a un 
proyecto que roza con el tema científico in- 
dica la gran sensibilidad que tiene esta Cámara 
hacia estas cuestiones. Por lo tanto, en cual- 
quier caso, es una manifestación, simplemente 
de un toque de atención hacia los temas cien- 
tíficos, que yo diría que por primera vez se 
abordan en esta Cámara, 

Hace sólo unos pocos años, en este Obser- 
votorio que todas Sus Señorías conocen, del 
Retiro, naturalmente lleno )de poluci&n, un pe- 
riodista, con la agudeza que tienen los perio- 
distas para hacer las preguntas oportunas, 'le 
preguntaba al Director del Observatorio As- 
trcnómico )del Retiro. Este Director, jugándose 
en aquel entonces casi su puesto, dijo que el 
aparato más moderno que tenía el Observato- 
rio Astmómico de Madrid era el teléfono. 
Evidentemente, ya pueden imaginarse el re- 
vuelo que esto produjo en la Prensa y en todo 
el país, porque en esos años de triunfalismo 
una salida d e  este tipo era realmente compro- 
metida. 

No voy a analizar aquí ningún tema cientí- 
fico en profundidad, pues no es éste el mo- 
mento, porque la Cámara está sensibilizada 
ante el mismo, como se ve por la votación que 
se ha efectuado. Pero sí quiero hacer notar, en 
cualquier mso, la importancia que tiene que 
se proteja a la Ciencia en nuestro país. Coma 
todos ustedes saben, es el capital más impor- 
tante que un país puede ofrecer para su pro- 
graso, y realmente nuestros cerebros, nuestras 
inteligencias, no están 110 suficientemente pro- 
tegidos, no solamente en el pasado reciente, 
sino a lo largo de toda nuestra historia cien- 
tífica. 

Me decía hace unos años un científico ex- 
tranjero que en España se padecía de  lo que 
ellos llamablm ((Scientific starvationn, una es- 
pecie de inanición científica. Esta inanición 
científica es necesario alimentarla y, por su- 
puesto, de  cana al futuro es absolutamente in- 
dispensable. 

Es midiente que el aumento de las plazas de 
astrónomos es absolutamente necesario. En el 
momento actual sólo hay seis astrónomos del 
h3tituto Geográfico Nacional. En 1928 había 
14 astrónomos y nuestro panorama científico 
en el campo de la Astronomía era uno de los 
más prominemtes de Europa. Desde el año 
1928 hasta ahom se ha reducido la plantilla de 
un Cuerpo tan importante como éste. Ha sido 
por una especie de consuncih, por nuestro 
prGpi0 Idesinteres respecto de la ciencia. Sin 
embargo, Son muy importantes estos campos 
científicos. Tengan Sus Señorías em cuenta 
que nuestro país, tanto en su área continental 
como insular, es uno de los países más solea- 
;los y que para el futuro tienen mucha impor- 
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tancia los estudios relacionados con el sol plara 
su utilización desde el punto de vista energé- 
tico, aparte de que los estudios a través de 
la radio Astronomía y de la Astronomía pro- 
piamente dicha a tmvés de telescopios estám 
buscando en las moléculas espaciales algo tan 
importante como es el origen de la vida en 
nuestro planeta, este planeta al que dimos 
tanta importancia los que vivimos en él y que, 
desde luego, visto desde el punto de vista del 
universo es un pequeño planeta perdido en el 
espacio, perdido en el vacío. 

Esta reducción de plantillas afectó también 
al Cuerpo Nacional de Ingenieros Geógrafos 
donde Se dio la peregrina circunstancia hace 
muy pocos años de que se redujo la plantilla 
en treinta plnzas por e1 mero hecho d t  subir 
cinco mil pesetas a los Ingenieros Geógrafos 
que quedaiban en el Cuerpo. Como comprende- 
rán, las motivaciones de este tipo de cosas son 
ridículas y deben acabar de unta vez em nuestro 
país. 

Actualmente, el panorama de la Astronomía 
en el país es prometedor. Al observatorio de 
Yebes se han trasladado las instalaciones y 
se están poniendo unas nuevas del Instituto 
Geográfico Nacional, por supuesto instalacio- 
nes esplañollas. #Pero, a pesar de este panorama, 
el observatorio de Yebes, que va a tener un 
nivel europeo bastante bueno y va a ser un 
centro de  alto rango, no es un sitio excesiva- 
mente adecuado para los observatorios astro- 
nómico~, porque hay que buscar lugares más 
altos, y en este sentido se tiene el observatorio 
de Calar Alto, el de Pico Veleta, en Sierra 
Nevada, y en ,la Isla de la Palma el del (Pico 
de los Muchlachos. Todos estos observatorios 
están hechos, naturalmente, con colaboración 
clcntífica extranjera, algunos de ellos con con- 
tratos de condiciones draconianas, como es, 
por ejemplo, el estupendo obsermtorio de Ca- 
lar Alto, en Almería, donde a los científicos 
españoles, en este contrato, repito, leonino, 
se les deja solamente un 20 por ciento de 
horas de observación y naturalmente la Max 
Plank se lleva en cualquier caso el pedazo del 
león. 

Quiero decir com esto que en el futuro hay 
que tener en cuenta esta política científicn, 
de tal forma que proteja más a nuestros cie.1- 
tíficos y a nuestros hombres, ya que por lo 
menos en la rama que yo conozco, el estudio 

de las ciencias de la tierra, como ciencia es 
muy importante porque todos los recursos na- 
turales salen Q través del estudio de estas ra- 
mas científicas. Y o  les puedo asegurar que len- 
ta, pero progresivamente, se está producien- 
do una colonización científica en estas áreas 
de nuestro país por parte de científicos ex- 
tranjeros que, agoltadas sus fuentes de estu- 
dios en sus propios países vienen aquí a hacer 
los estudios que deberían realizar muestros 
universitarios, nuestros hombres de cisencia. 

Hlay 'que interesar de alguna manera a la 
sociedad en los temas ,científicos ; hay que in- 
teresar a los órganos del Gobierno ; hay que 
interesar a esta Cámara, y hay que interesar 
a la industria en la Cimcia. Hay que convem- 
cerles de que el progreso de un país se genera 
a través del desarrollo de ,las inteligencilas, del 
desarrollo de nuestros mejores hombres en 
este campo de la Ciencia. 
Y termino en este sentido de concienciación 

hacia la Ciencia comtando una anécdota de un 
matemático francés que en una reunión in- 
formisl, naturalmente, donde había personas 
profanas en ida Ciencia, una señora le pregun- 
tó mientras tomaba café que para qué servían 
las lucubraciones de los matemáticos, y le 
dijo: «Señora, amiga mía, entre el cálculo in- 
finitesimial y SU cafetera Nexprds hay menos dis- 
tancia de la que usted cree». 

El señor PRESIDENTE: El siguiente pro- 
yecto #de ley es el de iampliación de la plan- 
tilla del Cuerpo Témico de Inspectores de Se- 
guros y Ahorro. 

Ruego al señor Secretario de la Cámara que 
dé lectura al dictamen correspondiente. 

El señor Secretairio (Ruiz-Navarro y Gime- 
no) da lectura al dictamen de la Comisión & 
Prgsup u es tos. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proce- 
der a la votación. GomieIiza la votación. 
(Pausa.) 

Ef@ctucr$a la votación, dio el siguiente rei- 
sultado: votos emitidas, 219; a favor, 219. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
por unanimimdad el proyecto de 1 9  de amplia- 
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ción de la plantilla del Cuerpo Técnico de 
Inspección de Seguros y Ahorro. 

CREDITO EXTRAORDINARíO DE PESETAS 

CULTURA, PARA ARONQ AL FORPPA EN 
COMPENSAGION DE {PERDIDAS EN SUS 
OPERACIONES DE AROS ANTERIORES 

23.404.062.957, AL MINISTERIO DE AGRI- 

El señor PRESI'DENTE : A ccntinuación, 
pasamos al examen del proyecto de ley sobre 
concesión atl Presupuesto en vigor de la Sec- 
ción 21, ((Ministerio de Agricultura)), de un 
c r a i t o  extraordinario de 23.404.062.957 pese- 
tas para abono a.1 FORPPA, en compensación 
d e  pérdidas experimentadas en sus operacio- 
nes correspondientes a años anteriores. 

Ruego al señor Secretario de la Cámara que 
dé lectura al dictamen correspondiente. 

El Wior Secretario (Cac2tellano Cardaliia- 
guat) da lectura al dictamen de la ComGsión 
de Prmupuestos. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación del proyecto a que emba de dar- 
se lectura. Comienza la votacibn. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el isiguiente re- 
sultado: votos emitidm, 233; p favor, 125; en 
contra, ninguno; absteinciones, 98. 

El señor 'PRESIDENTE : Queda aprobado 
el proyecto de 1 9  sobre cmc&ibn de un cré- 
dito extraordinario para el FORPPA. 

CREDITO EXTRAORDINARIO DE PESETAS 
44.848.000 al MINISTERIO DE TRANSPOR- 
TES Y COlMUNICACIONES PARA SATIS- 
FACER OBLIGACIONES CORRES'PONDIEN- 
TES A CONTRATOS DE €ONDUCCIONES 
Y SERVICIOS EXTRAORDINARIOS DE 

TRANSPORTE DE CORRESPONDENCIA 

El señor PRESIDENTE: El siguiente pro- 
yecto de +ley que se somete a la corisiderrici6m 
de ,la Cámara es el correspondiente a un cré- 
dito extraordinario al ((Ministerio dre Trms- 

portes y Comunicaciones)), de 44.848.000 pe- 
setas con destino a satisfwer obligaciones co- 
rrepndientes  a (Contratos d'e conducciones 
y servicios extraordinarios de transportes de 
correspmdancian. 

Ruego al señor Secretario de la !Cámara que 
dé lectura al dictamen correspondiente. 

El señor Secretario (Soler Valero) da Zectu- 
m al dictamen de la Comisión de Presu- 
puestoa. 

El señor PRESIDENTE : Señores Diputados, 
comienza la votacih.  (Pausa.) 

Efectuada Aa votación, dio el siguiente1 re- 
sultado: 226 V Q ~ O S  emitidos; a favor, 224; abs- 
tenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda zprobado el 
proyecto de ley sobre concesión de un crédito 
extraordinario al  Ministerio dse Transportes y 
Comunicaciones. 

CRiEDITO EXTRAORDINARIO DE PESETAS 
340.862.838, AL MINISTERIO DE GANIDAD 
Y SEGUIRIDAD SOCIAL, PARA ABONAR 
LAS PENSIONES DE LA SEGURDAD SO- 
CIAL A LOS TRABAJADORES DE EM'PRE- 
SAS CONCESIONARIAS DE SERVICIOS IPU- 
BLICOS COMO CONSECUENCIA DE LA 
REHABILITACION ESTABLECIDA W R  EL 

REAL DECRETO 8401 1976 

El señor PRESIDENTE: El siguiente pro- 
yecto de slcey se refiere también a la concesión 
al presupuesto en vigor de la Sección 25, ((Mi- 
nisterio dme Sanidad y Segurildad Social)), de 
un crédito extmordinario d e  340.862.838 pe- 
setas para albonar las pensiones de la Seguri- 
dad Social a los trabajadores de empresas ccn- 
cesionarias de servicios públicos c m o  cmse- 
cuencia de la rehabilitacidn mestablecidci por el 
R-1 Decreto 840/1976. 

Ruego al señor Secretario de la Cámara dé 
lectura dsel dictamen correspondiente. 

Por cil Secretario (Escuredo Rodríguez) da 
lectura al dictamen de la Comisión de Prddu- 
pue%&. 
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El señor #PRESIDENTE : Señores Diputados, 
comienm la votación. (PaW.) 

Efectuada la votación, dio al siguiente1 re- 
sultado: voltos emitidos, 227; a favor, 227. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
proyecto de ley del que se acaba de dar lec- 
tura. 

CR'EDITO EXTRAORDINARIO DE 8.000 MI- 
LLONES DE PESETAS, CON DESTINO A 
SATISFACER A LOS TRABAJAD'ORES EN 
PARO EL DERECHO DE SUBSIDIO DE 
DEiSEMiPLEO DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

El señor !PRESIDENTE : Corresponde a 
continuación el examen y votación de un pro- 
yecto de ley sobre concesib de un crédito 
extmordinario de 8.000.000.000 pesetas al Pre- 
supulesto en vigor de la Seccibn 07, «Fondos 
Nacional@», con destino a satisfacer a los tra- 
bajadores en 'paro el derecho de subsidio de 
desempleo de la Seguridad Social. 

Ruego al señor Secretario dé (lectura al dic- 
tamen correspondiente. 

El señor Secretclrio (Ruiz-Navarro y Gime- 
no} da kktura al dictamen de la Colmisión de 
Presupuestos. 

El señor PRESIDENTE : 'Comienza la vota- 
ción. (Pausa.) 

EfectuadQ la votación, dio el siguiente re- 
iaultado: votos e'mitidos, 232; votos a favor, 
232. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
proyecto de lmey de ,que acaba de darse lectura. 

MEDIDAS EN RELACION CON LOS 
DELITOS COMETIDOS POR GRUPOS 

ARMADOS 

E1 señor !PRESIDENTE : El proyecto de ,ley 
siguiente, que debe ser sometido a la Cámara, 
es el de medidas en relación con los delitos 
cometidos por grupos armados. 

Ruego al señor Secretario dé 1,ectura al dic- 
amen correspondiente. 

El señor Secretario (Ruiz-Navarro y Gime- 
1 0 )  da k t u r a  al dictamen de la Comisión de 
lusticia. 

El señor PRESIDENTE: El señor Ministro 
le1 Interior tiene la palabra. 

El señor MINISTRO DEL INTERIOR (Mar- 
ín Villa): Señor Presidente, señoras y seño- 
'es Diputados: En nombre del Gobierno 
engo la posibilidad de presentar a la aproba- 
:ión del Pleno de esta Cámara el proyecto 
le ley de Medidas en relación con los de- 
itos cometidos por grupos armados. 

El reconocimiento de la gravedad que en- 
:ierran los actos terroristas es algo que ac- 
:ualmente está fuera de toda duda yrebasa, 
:on mucho, las fronteras nacionales de los 
iistintos países para inscribirse en una pre- 
>cupación a nivel mundial. 

La prevención y represión del terrorismo 
2 escala internacional se inicia hace más de 
xarenta años con la Convención de Gine- 
x a  de 16 de noviembre de 1937, pero es a 
partir de 1970 cuando se desencadena, en 
la mayoría de los Estados, una corriente de 
repulsa y defensa hacia los actos terroristas 
que da lugar a la Resolución de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas de diciem- 
bre de 1972 y la Convención Europea para 
la represión del Terrorismo de 27 de enero 
de 1977 en Estrasburgo, firmada por España 
el 27 de abril de este año. 

Por lo que se refiere a España, el fenó- 
meno del terrorismo no es nuevo, ni siquie- 
ra reciente, y repasando la cronología de 
los años, de nuestra más reciente historia, 
se comprueba que sólo durante el período 
comprendido entre los años 1953 y 1962, dis- 
minuye, casi desaparece, la actividad terro- 
rista. 

En agosto de 1975 el Gobierno aprueba un 
Decreto-ley sobre prevención del terrorismo 
con un notable endurecimiento de las penas 
para los delitos de terrorismo, previsto y ti- 
pificados en la legislación penal y estable- 
ciendose por el plazo de dos años diversas 
medidas de carácter excepcional. Este De- 
creto-ley fue revisado por el primer Gobier- 
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no de la Monarquía, por la norma de igual 
rango de 18 de febrero de 1976 que derogó 
totalmente 14 de sus 21 artículos y mantu- 
vo la vigencia durante el plazo de un año 
de otros preceptos. 

E1 recrudecimiento ininterrumpido del te- 
rrorismo justifica la necesidad de un instru- 
mento jurídico que facilite en todo momento 
y en todo el territorio nacional la actuación 
policial en el campo de la prevención e in- 
vestigación de los delitos y conductas pre- 
vistas en el artículo 1.0 del proyecto de ley 
que nos ocupa cuyas medidas se comple- 
tan con otras de carácter procesal que tien- 
den a hacer más rápida, expedita y ejemplar 
la acción de la justicia -a veces, cuando la 
justicia no es rápida, no es justicia-, todo 
ello con las debidas garantías para que su 
aplicación no resulte indiscriminada y se 
ajuste a los supuestos indiscutibles de un 
Estado de Derecho que asegure la defensa de 
la sociedad y haga compatible esta defensa 
con el respeto a los derechos humanos y el 
ejercicio de las libertades fundamentales. Es, 
pues, una ley para todo el territorio nacio- 
nal que no supone, por tanto, ninguna acción 
específica contra determinadas zonas del 
mismo. Es, en definitiva, un arma indispen- 
sable del Estado al servicio de la sociedad 
en general. 

En otro orden de cosas, la procedencia 
de estas medidas se justifica por constituir 
el terrorismo la forma más execrable de 
violencia y criminalidad. 

Sus efectos han obligado a la mayoría de 
los Estados a tomar conciencia de la nece- 
sidad de afrontar su erradicación en el pla- 
no de la más estrecha colaboración interna- 
cional, propugnándose cada vez con más in- 
sistencia la urgencia de armonizar las leyes 
penales, procesales y reglamentos penitencia- 
rios de los distintos países en materia de 
prevención y represión del terrorismo. A es- 
te objetivo responden los espacios jurídico y 
judicial europeo que han sido propuestos a 
nivel supranacional y que deben completar- 
se con un espacio policial europeo, como 
complemento indispensable de aquéllos. 

La reticencia demostrada anteriormente 
por los Estados respecto del terrorismo con- 
siderado como un reflejo de actividades po- 
líticas ha ido perdiendo progresivamente te- 

rreno al convencerse los Estados de la raíz 
eminentemente criminal que inspira los movi- 
mientos y actividades terroristas, lo que en 
definitiva supone rectificar conductas y acti- 
tudes inhibicionistas de los Estados para pa- 
sar a un terreno de franca y definida beli- 
gerancia frente al terrorismo. 

Este cambio de actitud debe ser particu- 
larmente eficaz entre los Estados con fron- 
teras comunes entre los que ya no puedan 
esgrimirse con fundamento razones ni jus- 
tificaciones políticas para la actuación te- 
rrorista. En este sentido y en nombre del 
Gobierno he tenido la oportunidad y cum- 
plido el deber de hacer patente al Ministro 
del Interior francés la improcedencia mani- 
fiesta de que no sea retirada la Carta de 
Refugiados Políticos a ciudadanos españoles 
cuando en España está reconocida la pleni- 
tud de los derechos políticos. 

La generalización del terror, sus depura- 
dos medios instrumentales, su tecnificación y 
racionalización, obligan a los países que lo 
sufren, como, por desgracia, es nuestro caso, 
donde bien reciente está el último zarpazo 
que acabó con la vida de dos soldados ejem- 
plares, a considerar al terrorismo como el 
problema clave desde el punto de vista de 
la seguridad ciudadana y de la seguridad del 
Estado. De la seguridad ciudadana porque 
son los ciudadanos sus primeras y más la- 
mentables víctimas en su vida, en su integri- 
dad, en su libertad y en sus bienes. Y de la 
seguridad del Estado porque es a la sacie- 
dad en su conjunto o a extensos grupos so- 
ciales integrantes de la misma a la que se 
atemoriza y constriñe, porque son los servi- 
dores del orden público el objetivo frecuente 
de su acción, que también descarga sobre 
políticos, periodistas, jueces y, en general, 
sobre todos los sectores de la sociedad, por- 
que es la libertad del Estado la que se pone 
en juego, es la integridad del territorio de 
ese mismo Estado la que resulta cuestionada. 

España es, pues, uno de los países que 
sufren y tiene que afrontar el terrorismo. 
Pero tiene que afrontarlo desde la legalidad 
y mediante la acción solidaria de todas las 
fuerzas sociales y políticas. Ante el hecho 
terrorista no caben eufemismos, ni inhibi- 
ciones. Tampoco es admisible adoptar pos- 
turas que reflejen situaciones más o menos 
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momentáneas. Es preciso una actitud de cla- 
ra y categórica condena contra esta clase de 
actos, provengan de donde provengan, sea 
quienes sean sus autores y organizaciones. 

Por todo ello el Gobierno ha remitido a 
esta Cámara el proyecto de ley de medidas 
en relación con los delitos cometidos por gru- 
pos armados, cuyo texto ha sido mejorado y 
perfeccionado por la Ponencia y por la Co- 
misión de Justicia, dentro del espíritu que lo 
inspira, consistente en armonizar una acción 
policial eficaz y especial en la lucha contra 
esta clase de delincuencia con la protección 
y salvaguarda de las libertades y derechos 
de los ciudadanos. 

A fin de que las medidas contenidas en 
este proyecto de ley cumplan la insoslayable 
necesidad de defensa de la sociedad frente 
a los crecientes y gravísimos actos cometi- 
dos por grupos o bandas armados que consti- 
tuyen atentados contra la vida y la libertad 
de las personas y la seguridad ciudadana y, 
en definitiva, representan una amenaza cons- 
tante para el ejercicio de las libertades fun- 
damentales propias de todo Estado de de- 
recho, se establece una doble garantía: La 
del debido control judicial en el recto uso y 
aplicación de dichas medidas, y el deber por 
parte del Gobierno de informar a la Comi- 
sión Parlamentaria prevista en el artículo 6.0 
del uso que haga de las mismas y del re- 
sultado obtenido por su aplicación. 

Por otra parte las medidas a que se re- 
fiere el proyecto de ley cuya aprobación se 
solicita del Pleno de esta Cámara, son las 
comúnmente adoptadas en las legislaciones 
de países pertenecientes al contexto político 
de las democracias occidentales y que son, 
en síntesis, las siguientes : 

La posibilidad de ampliar por más de 72 
horas la detención gubernativa, hasta un pla. 
zo máximo de otros siete días. 

La posibilidad de ordenar la incomunica. 
ción del detenido o preso por el tiempo quc 
se estime necesario, sin perjuicio del derechc 
de defensa que asiste a dicho detenido c 
preso. 

La determinación de considerar siemprt 
como flagrantes los delitos comprendidos er 
esta ley, a los efectos de una mayor facili 
dad para la entrada y registro en locales ce 
rrados. 

La posibilidad de ordenar por un plazo de 
res meses, prorrogables por iguales perío- 
os, la observación postal, telegráfica y tele- 
ónica. 

La agilización de los trámites procesales 
iara una más rápida y ejemplar acción de la 
usticia. 

La atribución de la competencia para la 
nstrucción, conocimiento y fallo de las cau- 
as por los delitos y conductas previstos en 
s ta  ley a los Juzgados Centrales de Ins- 
rucción y a la Audencia Nacional. 

También entre las medidas propuestas por 
!1 Gobierno, y que no han sido aceptadas 
)or la Ponencia y por la Comisión, figuraba 
a de excluir a los condenados por los deli- 
os comprendidos en esta ley de los indul- 
os y beneficios de libertad condicional y re- 
lención de penas por el trabajo. Compren- 
iiendo las razones técnico-jurídicas que pu- 
lieron aconsejar su exclusión del texto de 
:ste proyecto de ley, me creo en el deber de 
nsistir en la necesidad de que medidas de 
:Sta índole sean incorporadas a nuestra le- 
:idación positiva dándoles el encaje jurídico 
idecuado, pues la utilidad de las mismas 
jara el fin perseguido resulta a todas luces 
innecesario subrayar. 

He de resaltar que la Comisión ha incor- 
porado la posibilidad de incomunicación de 
los detenidos, cuestión que mejora, notable- 
mente, el texto. 

El propio texto constitucional, reciente- 
mente aprobado por el Pleno de esta Cámara, 
prevé en su artículo 50, número 2, que una 
Ley Orgánica podrá determinar y con la ne- 
cesaria intervención judicial y el adecuado 
control parlamentario, puedan ser suspendi- 
dos para personas determinadas los derechos 
sobre el plazo máximo de la detención pre- 
ventiva, la inviolabilidad del domicilio y el 
secreto de las comunicaciones, en relación 
con las investigaciones correspondientes a la 
actuación de bandas armadas o elementos 
terroristas. 

El Gobierno tiene que comprometerse a 
traer a esta Cámara el proyecto de ley or- 
gánica aludido, a fin de resolver, entre otras 
cosas, la necesaria temporalidad de la ley 
que hoy presentamos. 

La ley que se somete a vuestra aproba- 
ción resulta, por otra parte, frente al fenó- 
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meno del terrorismo, mucho más adecuada 
que cualquier declaración de Estado de ex- 
cepción. El terrorismo, por su propia natu- 
raleza, es algo esencialmente limitado y los 
activistas a su servicio nunca pasan de ser 
una minoría. De ahí que las medidas a adop- 
tar por la acción gubernativa no deban tener 
un campo de aplicación general o absoluto, 
sino que, por el contrario, deban exclusiva- 
mente limitarse y restringirse a los delitos, 
conductas y personas comprendidos en la 
ley. La diferencia entre las medidas que la 
ley establece y el estado de excepción es 
obvia. Ciertamente, tales medidas constitu- 
yen una fórmula de derecho excepcional y 
extraordinaria, porque excepcional y extra- 
ordinario es el fenómeno delictivo que se tra- 
ta de prevenir. Pero en modo alguno confor- 
man un estado de excepción enmascarado. 
Quede esto perfectamente claro. Por muchas 
razones, entre otras, por un fiel servicio a la 
verdad. 

Considero que el Estado de excepción es 
una medida no adecuada al terrorismo pre- 
sente en nuestro país. Soy testigo de que 
las sucesivas declaraciones del Estado de 
excepción no han deparado los frutos que 
inicialmente de ellos podían esperarse; y me 
atrevo a afirmar que el Estado de excepción 
ha inducido, en algunas ocasiones, a tratar 
el fenómeno localizado del terrorismo como 
si de una auténtica insurrección armada se 
tratase, con todos los muchos y graves efec- 
tos negativos que de tal confusión siempre 
se derivan. Muy al contrario, señoras y se- 
ñores Diputados, con esta ley se va a evitar 
la declaración de Estados de excepción poco 
o nada justificados desde la exclusiva pers- 
pectiva de la prevención y de la sanción de 
actividades terroristas. Porque no se trata de 
mermar los derechos de los ciudadanos. Se 
trata única y exclusivamente de reforzar las 
posibilidades policiales y del Estado todo. 
Toda suspensión de garantías, adoptada en 
virtud de una acción terrorista, constituye 
un triunfo del terrorismo, que las más de 
las veces tiene como principal objetivo pre- 
cisamente el de que se declare el Estado de 
excepción, componente muy importante de 
su propia acción desestabilizadora. 

La ley que nos ocupa es, a mi juicio, ante 
todo, y sobre todo, un instrumento, un arma 

de disuasión. Y su objetivo es completamente 
legítimo: la defensa del Estado, la defensa 
de la democracia, la defensa de la libertad 
de los ciudadanos, la defensa del ordena- 
miento jurídico, la defensa del derecho a la 
vida, la defensa, en fin, de la convivencia y 
de la paz ciudadana. Las medidas que coloca 
en las manos de la acción gubernativa se van 
a emplear exclusivamente en la defensa de 
cuanto acabo de exponer. No en ninguna 
otra cosa. 

Creo, señoras y señores Diputados, que 
con la aprobación de esta ley damos a la 
sociedad las garantías legales, judiciales y 
parlamentarias necesarias para contribuir a 
su mejor defensa contra los graves delitos y 
conductas de los grupos o bandas organiza- 
das y armadas terroristas que tratan de des- 
truir la convivencia, impiden el pacífico ejer- 
cicio de los derechos y libertades fundamen- 
tales y siembran la inseguridad y el terror. 

Creo igualmente, señoras y señores Dipu- 
tados, que la violencia desatada en los Últi- 
mos tiempos por el terrorismo exige un es- 
fuerzo continuado y la firme convicción de 
que su solucibn no está sólo en las leyes, 
en la Policía y Jueces o en los Tribunales, ni 
puede alumbrarse plena y definitivamente co- 
mo producto de la labor legislativa. Se trata 
de una empresa mucho más ardua, difícil y 
prrsistente en la que es imprescindible la 
colaboración de todas las instituciones y de 
todas las fuerzas sociales y políticas que as- 
piren y deseen, sinceramente, la instauración 
de una convivencia civilizada y en orden. 

Esta ley supone un doble reto: El de no 
atentar contra las libertades, cuyo compro- 
miso asumo como Ministro del Interior en 
nombre del Gobierno; y el de su eficacia, que 
ciertamente es el más difícil y exigirá, por 
tanto, un mayor esfuerzo, especialmente de 
nuestra Policía y Guardia Civil. 

También corresponde a los medios de co- 
municación social adquirir plena conciencia- 
ción de su responsabilidad social en la lucha 
contra el terrorismo. Si el derecho a la libre 
expresión puede cercenarse acudiendo a la 
censura previa o a la declaración de secreto 
oficial, a mi juicio tienen todos los medios 
de comunicación que imponerse el deber de 
no contribuir a la apología del terrorismo ni 
hacerse eco, magnificando sus actividades 
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y comunicados que, en todo caso, son for- 
mas de extender y propagar sus perniciosos 
efectos sobre toda la sociedad. Un «Pacto de 
Sileacio)) sobre comunicados terroristas se- 
ría preciso y necesario en esta hora y cons- 
tituiría una noble actitud de ese esencial 
servicio público que es la información. Tam- 
bién se impone un auténtico deber de colabo- 
ración ciudadana a fin de crear un frente 
común contra esta clase de actos y quienes 
los provocan y ejecutan. Incluso en este as- 
pecto el Gobierno tendrá que pensar en algún 
sistema o procedimiento que estimule y fa- 
vorezca la colaboración de los ciudadanos 
con los Servicios de Seguridad para una más 
rápida y eficaz prevención y represión de las 
actividades terroristas. 

Creo, pues, que con la aprobación de esta 
ley habremos cumplido en conciencia con el 
deber de crear un instrumento jurídico ade- 
cuado para que, sin detrimento del respeto 
a los derechos humanos, la sociedad no que- 
de inerme ante quienes tratan de atacarla y 
destruirla. Como tantas veces se ha procla- 
mado y reconocido, es cierto que las cres- 
tas del terrorismo aparecen coincidiendo 
puntualmente con actos importantes de nues- 
tra vida y procesos políticos y con el fin 
esencial de entorpecerlo e impedir lo que 
como políticos, no puede resultarnos ajeno 
ni indiferente; pero nuestra principal obliga- 
ción estriba en dotar a los Servicios de Se- 
guridad del Estado de los medios legales idó- 
neos para la prevención, el descubrimiento 
y detención de los autores de tan criminales 
hechos. 

Finalmente es justo reconocer que la ley 
sometida hoy a vuestra aprobación, no es 
fruto de un estado de ánimo emocional y 
apasionado, sino el resultado de una refle- 
xión meditada y serena sobre la gravedad de 
unos hechos que urge remediar por los cau- 
ces y procedimiento propios de un Estado 
que tenemos la obligación de construir y 
consolidar en beneficio de todos nuestros 
compatriotas. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación del proyecto de ley sobre me- 
didas en relación con los delitos cometidos 
por grupos armados. A solicitud de algún Gru- 

po Parlamentario, la votación va a hacerse 
artículo por artículo. 

Procedemos a la votación del artículo 1." 
(Pausa.) 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada ia votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 249; a favor, 247; en 
contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 

Vamos a proceder a la votación del artícu- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

el artículo 1.0 

lo 2.0 (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 252; Q favor, 248; en 
contra, cuatro. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 

A continuación vamos a proceder a la vo- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

el artículo 2.0 

tación del artículo 3.0 (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 252; a favor, 248; en 
contra, cuatro. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 

Procedemos ahora la votación del artícu- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

el artículo 3.0 

lo 4." (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 255; a favor, 254; en 
contra, uno. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado el 

Procedemos a la votación del artículo 5." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

artículo 4.0 

(Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 253; a favor, 235; en 
contra, uno; abstenciones, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
artículo 5.0 
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A continuación procederemos a la vota- 

Comienza la votación. (Pausa.) 
ción del artículo 6.0 (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 252; a favor, 250; en 
contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 

Vamos a votar conjuntamente las disposi- 
artículo 6.0 

ciones transitoria y finales del proyecto. 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, 
preferimos que se voten por separado. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo; va- 
mos a votar primero la disposición transito- 
ria. (Pausa.) 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 253; a favor, 234; en 
contra, dos; abstenciones, 17. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobada 

A continuación vamos a votar las dispo- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

la disposición transitoria. 

siciones finales. '(Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 254; a favor, 252; en 
contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
en su totalidad el proyecto de ley de me- 
didas en relación con los delitos cometidos 
por grupos armados. 

Para explicación de voto tiene la palabra 
el representante del Grupo Parlamentario So- 
cialista del Congreso. 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ : Se- 
ñor Presidente, señoras y señores Diputados, 
el Grupo Parlamentario Socialista ha votado 
a favor de todos y cada uno de los artículos 
del dictamen sometido a la consideración de 
esta Cámara, a favor de la disposición tran- 
sitoria y a favor de las disposiciones finales. 
Y es importante conectar esta explicación de 
voto con los planteamientos generales que 

tiene en esta materia, de una manera firme 
y constante, el Grupo Socialista. 

Cuando nosotros hemos votado a favor de 
este proyecto de ley lo hemos hecho cons- 
cientemente en ruptura con la filosofía que 
inspiraba el Decreto-ley de agosto de 1975, 
porque el Grupo Parlamentario Socialista en- 
tiende que la justificación de este proyecto de 
ley es una justificación doble. 

En primer lugar, se sitúa en el marco de 
una sociedad democrática, y, en segundo tér- 
mino, supone una orientación especial para 
adecuar las normas legales a la especialidad 
de la existencia de las bandas armadas, pero 
con mantenimiento de todas las garantías 
imprescindibles para poder afirmar que se 
está en una sociedad democrática. 

No es este proyecto de ley, desde la pers- 
pectiva del Grupo Socialista, heredero de las 
situaciones anteriores. Y esto, que está muy 
claro en la mentalidad del Grupo Parlamen- 
tario Socialista -no sé si está tan claro en 
la del señor Ministro del Interior, al menos 
a través de la explicación que nos ha hecho 
en su importante discurso-, sí que queremos 
explicarlo muy brevemente. 

El otro día, con motivo de uno de los de- 
bates constitucionales, se marcó por la Mesa 
de la Cámara, y fue muy aplaudido por el 
Grupo Parlamentario Socialista en una inter- 
vención posterior, ia afirmación del derecho 
que tienen todas las personas a la libertad de 
expresión y del derecho que tienen todos los 
Parlamentarios a la libertad de expresión. 
Nosotros entendemos que solamente desde 
esta esencia de la democracia, donde vemos 
que hombres y que grupos atacan a la demo- 
cracia parlamentaria desde posiciones de ex- 
trema derecha o desde posiciones de extrema 
izquierda, incluso en los últimos fundamentos 
de la democracia, si sólo utilizan la palabra 
y el escrito, una de las justificaciones que 
valoran con superioridad a la democracia so- 
bre cualquier otro régimen es que esta de- 
fensa se puede hacer. 

Frente a la represión qce algunos de los 
sectores que ahora utilizan la palabra para 
atacar a la democracia hicieron en el régimen 
anterior frente a los discrepantes políticos, 
entendemos que esa perspectiva es la mejor 
razón de la superioridad del sistema demo- 
crhtico. Por esa razón, insertándolo en la 
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justificación de nuestro voto, entendemos que 
la democracia parlamentaria no tiene miedo 
en el ámbito de las razones, en el ámbito de 
la discusión dialéctica, ni teme que sus plan- 
teamientos puedan, a este nivel, ser desvir- 
tuados por sus adversarios. Precisamente la 
gran virtud es la creación de esas reglas de 
juego que estamos haciendo, que es la Cons- 
titución, que permite todas las opciones y que 
establece un cauce para el cambio y para 
que cualquier idea que obtenga la mayoría 
pueda construir su modelo político. 

Y precisamente esta perspectiva en la que 
está firmemente asentado el Grupo Parlamen- 
tario Socialista es la que legitima radical- 
mente el uso de la fuerza y del aparato coacti- 
vo del Estado a través de sanciones institu- 
cionalizadas para aquellos que se salgan de 
las reglas del juego. Porque la democracia 
parlamentaria no es sinónimo de debilidad, 
sino de fortaleza al concentrar la coacción 
solamente, y eso es muy importante en ma- 
teria política, sobre aquellos que quieren uti- 
lizar la fuerza y la violencia para conseguir 
sus fines fuera de las reglas de juego. Por 
eso, al existir cauces de razón y de diálogo, 
es el sistema para erradicar cualquier justi- 
ficación de la violencia de sectores margi- 
nales o de minorías proféticas que se creen 
investidas de una misión redentora, y preci- 
samente por esto y en esto se marca la rup- 
tura con el Decreto-ley de 1975. 

Si estos sectores no participan y prefieren 
seguir la vía violenta -y no me refiero a 
ningún sector concreto, porque hay muchos 
sectores del país donde se tiene esta tenta- 
ción-, las razones que pudieran tener que- 
dan absolutamente borradas en una sociedad 
democrática. 

Como decía, y he tenido ocasión de decir 
aquí en alguna intervención, un viejo maestro 
del Derecho, los enemigos del sufragio uni- 
versal son solamente aquellos que nunca 
pueden ganar por ese sistema, Y por esa ra- 
zón nosotros, en defensa de la democracia, 
en defensa de los valores de la libertad que 
permiten a todos -insisto mucho en eso-, 
incluso a los enemigos de la democracia, mien- 
tras que se mantengan en el plano de las 
ideas, defender sus posiciones, es por lo que, 
en primer lugar, hemos votado a favor de 

este proyecto de ley, que no tiene nada ver, 
insisto, con los anteriores. 

Y, en segundo lugar, hemos votado a favor 
porque, efectivamente, el proyecto que hoy 
ha venido a la consideración de la Cámara 
ha mejorado sensiblemente el proyecto del 
Gobierno, porque no se trata ni debe tra- 
tarse, con un proyecto de este tipo, de dis- 
minuir la libertad de los ciudadanos, sino 
simplemente de perseguir determinadas accio- 
nes concretas, que son las de los delitos come- 
tidos por las bandas armadas. 

Ya en su discurso sobre el origen y los 
fundamentos de la desigualdad entre los hom- 
bres decía Juan Jacobo Rousseau que los 
pueblos se han dado jefes para defender su 
libertad y no para esclavizarlos, e incluso -y 
esto es muy importante señalarlo- también 
en el marco de hechos que pueden producir 
a la conciencia colectiva una repugnancia 
como la que pueden producir los sucesos que 
provocan la muerte de personas inocentes, a 
través de los delitos cometidos por grupos or- 
ganizados y armados. 

La sociedad democrática debe distinguirse 
de una sociedad que no lo sea en la creación 
de todas las garantías necesarias para un 
enjuiciamiento objetivo de los hechos que se 
persiguen. Esa fue la filosofía que movió las 
enmiendas del Grupo Socialista, prácticamen- 
te, .a todos los artículos de este proyecto de 
ley que hoy hemos aprobado en esta Cámara. 

En primer lugar, se ha producido un plazo 
máximo que no existía en el proyecto del Go- 
bierno, en relación con la duración prolon- 
gada de la detención gubernativa. En segundo 
lugar, se ha restablecido la vigencia de un 
artículo que llevaba sin cumplirse durante casi 
cuarenta años. Me refiero a la mención expre- 
sa que se hace en el artículo 2.0 del artícu- 
lo 496 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
Este artículo, que estaba vigente, pero que 
es un ejemplo de una norma válida, pero no 
eficaz, establece la obligación de la Policía 
de poner en conocimiento de la autoridad ju- 
dicial -en este caso se trataría de los jueces 
y, en general, de la Audiencia Nacional-, en 
el plazo de veinticuatro horas, de la existencia 
de detenidos a su cargo. Este artículo había 
caído en desuso durante los cuarenta años de 
la dictadura, pese -y esto es algo que tiene 
gran interés teórico, aunque no voy a cietener- 
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me aquí en ello- a que había un artículo del 
Código Penal que sancionaba la omisión de 
la conducta señalada en el artículo 496. Pues 
bien, a través de una enmienda del Grupo 
Socialista se ha reincorporado -y esperamos 
que con eficacia- la obligación de poner en 
conocimiento del juez, en veinticuatro horas, 
la existencia de detenidos. Y esta norma del 
artículo 496 es una norma sumamente impor- 
tante, porque la garantía del detenido (y par- 
timos de la idea, que es la idea fundamental 
en una sociedad democrática, de que el juez 
es el garante de los derechos humanos) en 
estos delitos está en que en el plazo de vein- 
ticuatro horas desde la detención, el juez tiene 
que tener conocimiento de la existencia de la 
misma. Y hay que aplicar las omisiones de 
esta obligación con todo el rigor establecido 
en el Código Penal. Porque precisamente la 
existencia de unas facultades que son nece- 
sarias para la persecución de estos delitos 
lleva de manera correlativa a la existencia de 
unas responsabilidades para las personas que 
tienen esas facultades suplementarias. 

Tambien entendemos que es positiva la 
facultad o, mejor dicho, la obligación del juez 
de denegar o autorizar la prolongación de la 
detención gubernativa de una manera posi- 
tiva. No basta el silencio negativo, que en 
algunos casos podría llevar al cumplimiento 
de una de las leyes que más se usan en 
todos los juzgados y tribunales del mundo, 
que es la ley del menor esfuerzo, y que en 
este caso es una ley que está absolutamente 
descartada, puesto que es necesaria la mani- 
festación expresa de la voluntad del juez. 

También entendemos que lo que el artícu- 
lo 4.0 establece en relación con la competen- 
cia de la autoridad judicial en lo relativo al 
mantenimiento o prórroga de observación 
postal, telegráfica o telefónica, es suficiente 
garantía para los detenidos en esta materia. 

Queremos también hacer una referencia 
expresa a uno de los temas en relación con 
el cual más dudas hemos tenido los socia- 
listas en votar a favor. No podemos descartar 
en el planteamiento de este tema todas las 
vivencias anteriores que han producido daños 
a personas inocentes en relación con otros 
decretos antiterroristas y con los abusos co- 
metidos en el marco de la sociedad autorita- 
ria en relación a los mismos, Y no podemos, 

por supuesto, dejar de pensar en la jurisdic- 
ción especial de orden público, y suponemos 
que a otros Grupos también les habrá produ- 
cido una gran turbación al analizar lo esta- 
blecido en el artículo 5."; pero entendemos 
que precisamente el hecho de que la compe- 
tencia se dé a la Audiencia Nacional en este 
caso concreto y en el marco de una sociedad 
democrática olvidando los precedentes ante- 
riores del Tribunal de Orden Público, por 
ejemplo, aumenta las garantías de los dete- 
nidos en relación con otros supuestos que 
hubieran podido contemplarse. 

Porque, señoras y señores Diputados, los 
delitos cometidos por las bandas armadas 
nunca se circunscriben al territorio de un 
determinado juzgado de instrucción, y, en 
puridad, hubiera sido necesario poner en fun- 
cionamiento el nombramiento de jueces espe- 
ciales, que está permitido por la Ley de En- 
juiciamiento Criminal. Y, sin embargo, el nom- 
bramiento de jueces especiales permite una 
mayor arbitrariedad, un mayor uso de la dis- 
crecionalidad por parte de las autoridades 
judiciales, mientras que el hecho de que sea 
un tribunal preestablecido determinado por la 
ley cumple las garantías del Consejo de Euro- 
pa en esta materia y de los textos interna- 
cionales. 

Por eso nosotros, pese a esos precedentes 
y a las dudas que en algún momento hemos 
tenido, hemos votado también favorablemen- 
te al artículo 5.0 y a la disposición transito- 
ria en relación con esos supuestos. 

El artículo 6.0 establece la obligación por 
parte del Gobierno de informar al Congreso 
de los Diputados o al Senado de la aplica- 
ción de las medidas reguladas por esta ley. 
Y la disposición final primera establece la vi- 
gencia de un año para la misma. 

Nosotros hemos aceptado, por supuesto, el 
plazo de la ley porque entendemos que ésta 
debe ser una ley que no tenga una vigencia 
«cine dien. Esperamos que de la eficacia a 
la que se ha referido el señor Ministro del 
Interior se puedan desprender resultados que 
hagan posible su derogación cuando transcu- 
rra el plazo de un año. 

Nosotros entendemos que en alguno de es- 
tos artículos la abstencidn o el voto contra- 
rio no hubiera tenido una justificación en el 
marco en que hemos planteado este tema. En- 
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tendemos que, de la misma forma que no cabe 
la abstención cuando en algún otro marco 
como en el de la Comisión de Interior, el Gru- 
po Parlamentario Socialista planteó respon- 
sabilidades por actuaciones que no nos pa- 
recían adecuadas del señor Ministro de In- 
terior, igual que entendemos que allí la 
abstención no era conveniente para un sec- 
tor de la oposición, también entendemos por 
las razones que aquí hemos dicho, que la abs- 
tención no podía tener lugar y, por eso, noso- 
tros no la hemos practicado; pero naturalmen- 
te la abstención tiene un sentido distinto en 
un lugar y en otro, aunque quizás mirado muy 
de fondo, no sea tan distinto el sentido que 
tiene en ambos lugares. 

Efectivamente (y con esto voy a termi- 
nar), la Convención Europea de Represión 
del Terrorismo supone un amparo internacio- 
nal a una preocupación, que no es sólo de 
nuestro país, en relación con el terrorisnio; 
pero no hay que olvidar, y esto refuerza aún 
más la posición que en esta explicación de 
voto ha presentado el Grupo Socialista, que 
cuando se aprueba esta Convención, la Asam- 
blea Consultiva del Consejo de Europa tiene 
ya en varias Resoluciones al respecto una 
gran preocupación para que los derechos con- 
cedidos en la Convención Europea de Dere- 
chos Humanos puedan ser ejercidos por aque- 
llas personas a las que afecte, por su perse- 
cución, la Convención Europea de Represión 
del Terrorismo. 

Me parece que este doble juego, la existen- 
cia de una Convención Europea para la Re- 
presión del Terrorismo (una ley en nuestro 
país) y, al mismo tiempo, la preocupación de 
la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa 
de que las personas afectadas puedan utili- 
zar los marcos de protección de la IConven- 
ción Europea, sitúa perfectamente el marco 
de la persecución del terrorismo en defensa 
de la democracia, en una democracia parla- 
mentaria y explica, además perfectamente, la 
coherencia del voto socialista. Nada más y 
muchas gracias, (Se ausenta el señor Presi- 
den te.) 

El señor VICBPRESIDENTE: (Gómez Llo- 
rente) : El representante del Grupo Parlamen- 
tario del Partido Nacionalista Vasco tiene la 
palabra para explicación de voto. 

El señor CUERDA MONTOYA: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, el Gru- 
po Parlamentario Vasco, del Partido Naciona- 
lista Vasco, ha votado en contra de los ar- 
tículos 2.0 y 3." de este proyecto de ley que 
acaba de someterse a la votación de la Cá- 
mara y se ha abstenido en el artículo 5." y en 
la disposición transitoria, votando favorable- 
mente el resto de los preceptos. 

Esta actuación de nuestro Grupo pensamos 
que ha sido coherente con nuestras propias 
enmiendas, en las que pretendíamos la supre- 
sión de los artículos 2." y 3 . O ,  y la preten- 
díamos porque utilizando palabras absoluta- 
mente adecuadas y precisas de ese admirable 
jurista que es el señor Solé Barberá, era nece- 
sario que en esta ley quedaran perfectamente 
amparados los desechos humanos en el orden 
procesal y, al mismo tiempo, que el control, 
la responsabilidad y la responsabilización ju- 
dicial en todas las medidas existiera desde el 
primer momento. 

Es evidente que desde el proyecto de ley, 
que se publicó hace mes y medio (el día 8 
de junio en el ((Boletín Oficial de las Cor- 
tes»), a este texto que hoy acaba de aprobar 
esta Cámara, hay una diferencia fundamen- 
tal. 

El texto que el Gobierno nos ofreció como 
proyecto de ley era un texto realmente decep- 
cionante, creemos, desde todo punto de vista. 
Un ilustre Diputado en la Ponencia lo calificó 
jocosamente aludiendo a él, como a una ley 
preparada por un perito agrícola; porque in- 
dudablemente el texto era inaceptable. 

En la Ponencia y en la Comisión, el tra- 
bajo realizado ha consegaido convertir este 
proyecto de ley en un texto que, indudable- 
mente, está a años luz del proyecto remitido 
por el Gobierno. Sin embargo, creemos que 
en este proyecto existen todavía determina- 
das cuestiones, técnicas unas y políticas otras, 
que producen, a nosotros por lo menos, una 
cierta insatisfacción. 

No podemos dejar de señalar como, por 
ejemplo, en esa tipificación que hace el ar- 
tículo l . O ,  hay cuestiones que no nos parecen 
técnicamente aceptables. Considerar el incluir 
en el ámbito de esta ley, desde estas medidas 
policiales con control judicial, por ejemplo, el 
delito de lesiones graves, nos parece que es 
una incorrección técnica, porque, naturalmen- 
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te, queda fuera, diríamos «a sensu contrario)), 
por ejemplo, el delito de lesiones menos gra- 
ves o lesiones leves. Creemos que hubiera sido 
más correcto hablar de lesiones, porque, na- 
Xuralmente, todos los juristas sabemos cómo 
la determinación de gran gravedad de lesiones 
está, en muchos casos, en función del tiem- 
po en que tardan en curar; y esto queda- 
ría al arbitrio de la policía que tiene que ac- 
tuar. Nos parece que ciertamente el proble- 
ma no está resuelto satissfactoriamente, como 
tampoco lo está esa falta de definición de lo 
que se entiende por grupo armado. Somos 
conscientes de que es difícil determinar exac- 
tamente esta cuestión; no puede ser utilizado 
el criterio de cuadrilla con el concepto del 
Código Penal, y todo ello plantea unos pro- 
blemas que han quedado sin resolver, al me- 
nos sin resolver satisfactoriamente, en este 
proyecto de ley. 

Nosotros hemos votado en contra de los ar- 
tículo 2." y 3." porque aunque somos cons- 
cientes de que se han introducido en el pro- 
yecto, como consecuencia del trabajo de la 
Ponencia y de la Comisión, importantes mo- 
dificaciones, aún nos parece que sea absolu- 
tamente satisfactorio. Por ejemplo, esa pró- 
rroga por encima de las 72 horas de Qa deten- 
ción y no nos parece en modo alguno jus- 
tificada; y si entendemos que no está justifi- 
cada, no podemos entenderla como una forma 
democrática de luchar en defensa de la de- 
mocracia. 

Se siguen utilizando términos que la propia 
Constitución, aceptando una enmienda de 
nuestro Grupo, ya ha excluido; se sigue ha- 
blando de detención gubernativa, cuando en- 
tendemos que la terminología adecuada era la 
detención preventiva en función de la PO- 
sible implicación en la comisión de unos de- 
litos. Entendemos que, efectivamente, esa re- 
ferencia introducida en virtud de una enmien- 
da del Partido Socialista, de hacer referencia 
al artículo 496 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, es altamente positiva, como también 
la referencia introducida al final de este pre- 
cepto segundo, en virtud de la cual queda a 
salvo el derecho de asistencia de letrado al 
detenida en todo momento. 

Todo ello es positivo, pero es positivo en 
función de un texto que ya nos parecía, por 
sí mismo, innecesario. Pensamos que no hay 

iinguna razón que pueda determinar justifi- 
:adamente que la detención preventiva de un 
Ziudadano, presuntamente inocente, no lo 01- 
Jidemos, pueda llevarse más allá de las 72 
ioras, cuando perfectamente está en manos de 
a autoridad judicial el impedir cualquier con- 
'abulación o maniobra, el incomunicar al de- 
:enido, al preso durante el tiempo que se con- 
sidere necesario; y ello, sólo con la propia 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

En el artículo 3." nuestro voto también ha 
sido negativo, porque a pesar de la introduc- 
ción de un segundo párrafo en el que se esta- 
blece una especie de información al Poder 
Judicial, quedan, sin embargo, en manos de 
la autoridad gubernativa, una serie de fa- 
cultades que consideramos exorbitantes, como 
son la posibilidad de los registros domicilia- 
rios sin que haya ningún control judicial pre- 
vio de los mismos, y prácticamente tampoco 
«a posteriori». El considerar flagrantes todos 
los delitos señalados en el artículo 1." nos pa- 
rece una extensión injustificada. 

Por eso nuestro voto a estos preceptos 2 y 
3 ha sido rotundamente negativo, pese a ad- 
mitir, repito, las mejoras que supone su texto 
en relación con el enviado por el Gobierno. 

Somos plenamente conscientes de que es 
necesario defender la democracia contra la 
violencia y contra el terrorismo, venga de 
donde venga. El Partido Nacionalista Vasco 
representa a un sector, creemos importante, 
del pueblo vasco que ha decidido utilizar como 
vía para satisfacer sus propios derechos, no la 
violencia o la lucha armada, sino la vida par- 
lamentaria y las medidas políticas. :Por ello 
ciertamente entendemos que deba y que sea 
necesario el utizar determinadas medidas 
como las que inspiran la exposición de mo- 
tivos y la razón de ser de esta misma ley, 
para luchar contra esta violencia que creemos 
que en estos momentos está absolutamente 
injustificada, sin reservas de ninguna clase. 

Ciertamente, como el seflor Ministro ha di- 
cha, esta ley no hace referencia a ningún te- 
rritorio especialmente acotado dentro del Es- 
tado español, pero creo que todos somos cons- 
cientes de que implícitamente en esta ley hay 
una referencia especial al País Vasco; la hay 
por desgracia, y por desgracia para los vascos 
que somos los que principalmente sufrimos el 
clima de violencia, el clima de angustia o de 
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falta de paz que existe en nuestra tierra. 
Pero ante esta situación evidentemente que 
las medidas policiales, en cuanto tienen un 
sentido puramente represivo en cualquiera de 
sus acepciones, entendemos que son nece- 
sarias, pero por supuesto que no son suficimen- 
tes, que no son en sí mismas y por sí mis- 
mas satisfactorias. 

Entender el problema del terrorismo y, di- 
ríamos, entender el problema de la lucha ar- 
mada en  el País Vasco e intentar atacarlo 
únicamente con medidas policiales es, cree- 
mos, una falta de visión absoluta de  lo que 
está ocurriendo en Euzkadi y, probablemen- 
te, en el resto del Estado. Apelaríamos a la 
definición absolutamente precisa de un Mi- 
nistro y Diputado de UCD que en un reciente 
ensayo acaba de definir esta política como 
de ((dramáticamente pueril)), y, ciertamente, 
creemos que 'es un término que se ajusta per- 
fectamente a la situación. 

Son necesarias, efectivamente, determina- 
das medidas policiales siempre que se con- 
jugue perfectamente la garantía de esos de- 
rechos humanos en el orden procesal penal y 
siempre que esten controlados absolutamen- 
te y en todo momento por la Autoridad ju- 
dicial; pero para que esta lucha contra el te- 
rrorismo sea absolutamente eficaz es nece- 
sario e imprescindible que por encima de todo 
se adopten una serie de medidas de tipo polí- 
tico, puesto que son las únicas que van a so- 
lucionar el problema. Y es necesario que esas 
medidas políticas se adopten no como hasta 
ahora, con una especie de cuentagotas, he- 
cho a medidas de cicaterías y de recelo, sino 
que de una vez y para siempre se abran con 
medidas políticas de par en par las puestas de 
la esperanza de nuestro pueblo y de todos los 
pueblos del Estado para el reconocimiento de 
sus derechos, de su identidad nacional. Es ne- 
cesario que esto se haga todavía en la pro- 
pia Constitución y es necesario, también, que 
se realice en otras disposiciones que sin te- 
ner el alto rango constitucional sí que son 
o deben ser disposiciones, normas gestoras de 
actitudes del Gobierno que, efectivamente, 
creen u,n clima de credibilidad, un clima de 
esperanza y de pacificación que será, sin 
duda alguna, el mejor antídoto contra el te- 
terrorismo y contra la violencia. 

Estamos convencidos, porque creemos que 

así se ha hecho hasta el momento, que esta 
ley será aplicada con una exquisita pruden- 
cia política por el Gobierno para que sus me- 
didas no se conviertan en inútiles o, lo que 
Lería peor, en contraproducentes. Pero tam- 
bien tenemos el deber, y respetuosamente así 
19 ejercitamos, de exhortar al Gobierno, de 
>pelar a su buen sentido, para que sin demora 
puedan adoptarse una serie de medidas de 
tipo político que el Gobierno conoce perfec- 
tamente y que sabe cuáles son sin duda al- 
guna, porque todos los vascos de esta Cá- 
iaara se lo hemos dicho multitud de veces, y 
que son absolutamente imprescindibles para 
que, con complemento esencial de estas me- 
didas que ahora se adoptan, logremos al fin 
que el terrorismo, que la violencia y que la 
lucha armada puedan quedar erradicadas, pue- 
dan desaparecer en su propia raíz porque 
habremos atacado sus causas, que esencial- 
inente son la única manera de conseguir la 
pacificación; es decir, la satisfacción de los 
derechos de nuestro pueblo y de todos los 
pueblos del Estado. 

Ed señor VICEPRESIDENTE (Gómez Llo- 
rente) : Muchas gracias. El representante del 
Grupo Parlamentario Comunista tiene la pa- 
labra. 

El señor SOLE IBARBERA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, la 'Minoría 
Comunista siente la necesidad de una explica- 
ción clara y precisa de nuestro voto, en rela- 
ción con la materia del dictamen sobre la 
ley de medidas contra los delitos cometidos 
por grupos armados. 

Haciendo nuestra la afirmación de que la 
ley que acabamos de aprobar es sensiblemen- 
te mejor, infinitamente mejor, diría yo, que 
el antiguo proyecto del Gobierno, debemos 
señalar los motivos fundamentales que jus- 
tificaron nuestra actuación en la Ponencia pri- 
mero, en la Comisión después y hoy en el 
Pleno, para que hayamos dado nuestra plena 
aprobación a la ley. 

Nosotros, en el momento de presentar y 
estudiar la ley habíamos presentado una en- 
mienda que en cierto modo era a la totalidad. 
No le dimos este carácter ni la hemos man- 
tenido en este sentido porque para nosotros la 
urgencia del tema, las condiciones dramáticas 
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en que hemos aprobado esta ley, hacían que 
cualquier impedimento formal fuera injusti- 
ficado. Por ello, responsablemente, hicimos 
especial hincapié en nuestra forma de ver la 
ley, manteniendo, defendiendo, luchando para 
que nuestro punto de vista fuera aceptado, 
pero sin condicionarlo ni a la discusión ni, 
como hemos visto hoy, a la aprobación de la 
ley. 

Nosotros entendíamos que no era preciso 
hacer una ley antiterrorista; nosotros pensá- 
bamos que una modificación en profundidad 
de los artículos correspondientes del Código 
Penal y de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, nuestra vetusta y aún liberal Ley de En- 
juiciamiento Criminal, justificaban el que no 
hubiera necesidad de aprobar una ley con 
las características, incluso con la teatralidad, 
que, queramos o no, tienen este tipo de adop- 
ciones legales. 

La lucha contra el terrorismo es para noso- 
tros un elemento prioritario en las condicio- 
nes políticas con que hoy nos estamos mo- 
viendo; no sólo por el sentido desestabiiiza- 
dor, no sólo por el sentido antidemocrático, 
no sólo por el atentado a la libertad que 
representa el terrorismo, sino porque noso- 
tros entendemos que es a la vez una forma 
de impedir aquello que nosotros llamamos 
avance progresivo de las clases populares, 
principalmente de la clase trabajadora, ha- 
cia unas formas de liberación, que son aquellas 
que en realidad se ven impedidas por los 
actos terrorismos en los cuales hoy nos move- 
mos. 

Nosotros hemos denunciado, hemos comba- 
tido el terrorismo, no sólo como=una forma de 
impedir el avance democrático en nuestro 
país, sino, además, como una forma de im- 
pedir que realmente prosperara, que realmen- 
te se viera perfeccionada, a través de los 
cauces legales y pacíficos, la marcha ascen- 
dente hacia situaciones de mejora, hacia si- 
tuaciones más abiertas, hacia cauces que 
abren caminos, incluso hacia el socialismo, 
por parte de la clase trabajadora. 

Sin embargo, nosotros todavía mantenemos 
el criterio de que la ley era una ley que 
podía haberse evitado en el sentido de perfec- 
cionamiento y de incrustar, dentro de nues- 
tras leyes penales, las mismas situaciones que 
hoy cofi’smplamos, pero en el sentido y con 

el ánimo de participación entre todos en la 
elaboración de esa ley, con ánimo de cola- 
borar estrechamente y apoyar las acciones del 
Gobierno para terminar con el cáncer que re- 
presenta el terrorismo, hemos votado esta 
ley, a pesar de esta primera objeción. 

Una segunda preocupación teníamos los co- 
munistas en el momento de estudiar el pro- 
yecto de ley. Queramos o no queramos, esta 
ley es una ley que contiene preceptos de ex- 
cepcionalidad que están incrustados dentro 
de la ley; estaban en el proyecto de tal ma- 
nera que significaban una forma de limitación 
de los derechos de la persona humana, de 
los derechos de los ciudadanos y de las 
garantías necesarias y precisas para que pue- 
dan aceptarse determinados conceptos y de- 
terminadas situaciones. 

Pues bien, la ley, con el trabajo de la Co- 
misión, con el trabajo de la Ponencia y hoy 
con la colaboración de toda la Cámara, ha 
salido extraordinariamente perfeccionada. 

Para nosotros, lo esencial, lo fundamental, 
era la intervención y el control judicial acerca 
de las acciones y preceptos que contiene la 
ley. Esto no significaba, en modo alguno -y 
lo quiero señalar aquí de manera muy con- 
creta-, iii desconfianza, ni forma alguna de 
desprecio por las situaciones y las formas 
en que se muevan hoy las fuerzas policia- 
les; significaba, única y sencillamente, que 
para nosotros la presencia del control judi- 
cial era aquello que podía permitirnos, sin 
ningún sentido de reserva, el aprobar la ley, 
En los artículos que habéis aprobado hoy, la 
presencia judicial es constante, lo que signi- 
fica, en definitiva, que el ámbito de aplica- 
ción de la ley no se mueve fuera de la 6r- 
bita judicial. Estos jueces, estos magistrados, 
a los cuales hace unos días privamos del de- 
recho a su ideología y a su participación po- 
lítica, les hemos convertido hoy nuevamente, 
en esta ley, en los hombres que habrán de 
velar para que el más claro purismo jurídico 
y el más claro purismo de libertad se vea 
también a través de esta ley. 

Nosotros no hemos dicho que no a todos 
los preceptos de la ley; nosotros nos hemos 
abstenido porque el voto hubiera necesitado 
una explicación mucho más clara; nos hemos 
abstenido a la hora de aceptar los conceptos 
sobre competencias que incluye el artículo 
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5." de la ley y la cláusula adicional. Lo hemos 
hecho así porque entendemos que el con- 
cepto de especialización dentro del campo ju- 
rídico es nocivo no sólo cuando se habla 
de jueces especiales para unas determinadas 
actuaciones, sino que el concepto de espe- 
cialización vicia y modifica los criterios y las 
actuaciones del poder judicial. Ahí está, que- 
ramos o no queramos, sin ánimo de citar 
ejemplos ni de volver a la historia, el concep- 
to que a todos nos merece el Tribunal de 
Orden Público. La campanilla del Tribunal 
de Orden Público es una obsesión para todos 
los juristas; una campanilla que se movía 
impidiendo que se hablara del Vietnam cuan- 
do estábamos enjuiciando a unos participan- 
tes en una manifestación sobre este país; una 
campanilla que se movía cuando no podía- 
mos hablar de torturas ni de violaciones en 
el momento en que se nos imponía que hablá- 
ramos solamente de vicios del que prestaba 
declaración. Este recuerdo es, para mí y para 
muchos de nosotros, una auténtica obsesión 
que nos ha impedido aceptar que las formas 
procesales y de competencia de la ley pasaran 
a una jurisdicción, queramos o no especia- 
lizada. 

Yo lamento no haber coincidido en este 
problema concreto con mi amigo Gregorio Pe- 
ces-Barba, que compartió conmigo ante el Tri- 
bunal de Orden Público las horas dolorosas 
del proceso de Burgos, pero nuestro concep- 
to de lo que tiene que ser la actuación ju- 
dicial nos impedía esta forma, que, por otro 
lado, nosotros proponíamos que fuera una 
decisión que en todo caso tuviera que tomar 
el juez de origen, como ya lo hemos hecho 
muchas veces en nuestras formas de vida pro- 
cesal, en nuestras formas de determinacidn de 
competencias dentro del enjuiciamiento y en- 
causamiento de delitos de varias clases. 

Pero, por si hubiera poco, a la hora de 
decidir el porqué votábamos a favor de esta 
ley, yo diría -y esto, quierase o no, es un 
elogio del Gobierno y del Ministro del Inte- 
rior, tan poco acostumbrado a oír elogios- 
que el control parlamentario sobre la ley, 
el control parlamentario que hemos estable- 
cid0 -y me he tomado la molestia de es- 
tudiar conceptos de control parlamentario en 
otros aspectos y en comparación con otros 
regímenes y otras situaciones democráticas- 

es, señoras y señores, un control perfecto, un 
control modélico. 

Y o  tuve el honor de compartir con la mino- 
ría Partido Nacionalista Vasco una forma de 
perfeccionamiento de este control, que no se 
sujeta exclusivamente a la obligación del Go- 
bierno de venir antes de cada tres meses a 
dmnos cuenta de su actividad, sino que po- 
demos requerirle a que vengan con la sola 
proposición y decisión de dos Grupos par- 
lamentarios. Y ahí está un ejemplo de de- 
mocracia, uno de los más concretos y con- 
tundentes de que podrá presumir esta Cáma- 
ra. Efectivamente, esta ley no es una ley que 
quede sólo en manos de la Policía; no es una 
ley que quede sólo bajo el control judicial, 
sino que es una ley que está bajo nuestro 
propio control y de la cual tendremos noso- 
tros mismos que asumir plenamente la res- 
ponsabilidad. Cualquier comparación con las 
formas de excepcionalidad de tipo franquista 
no tendría absolutamente ningún sentido. 
Esta no es una ley franquista, es una ley que 
combate el terrorismo como una circuns- 
tancia determinante de nuestra superviven- 
cia; es una ley que combate el terrorismo 
como un enemigo concreto de todas las for- 
mas de democracia y de libertad, y por eso 
la hemos aceptado. 

Señoras y señores, yo, ateniéndome a la 
benevolencia de la Cámara, quisiera en este 
momento, y antes de terminar, hacer una su- 
gerencia concreta al señor Ministro del In- 
terior, que podrá aceptarla o no, pero que 
estoy seguro que me escuchará. El terro- 
rismo no es un problema localizado; el terro- 
rismo, desgraciadamente, es un problema que 
sufrimos sobre todas nuestras espaldas, per- 
tenezcamos o no a determinada nacionalidad 
o región, pero algunas de las regiones o na- 
cionalidades tienen ya organizaciones pare- 
cidas a Consejeirías del Interior. Recomenda- 
ría al señor Ministro del Interior, con toda 
energía, pero con todo respeto, que a la hora 
de adoptar decisiones en materia de terro- 
rismo tuviera en cuenta la presencia en Euz- 
kadi de un hombre que ocupa la Consejería 
del Interior, o como se llame en el País Vas- 
co, y que tiene un gran conocimiento, que sin 
duda alguna puede contribuir a ayudar a que 
las decisiones que se tomen en Euzkadi, en 
nuestra dolorida y querida Euzkadi, estén 
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en consonancia con los criterios y las formas 
que allí adopte el terrorismo. En Cataluña 
tenemos también, aunque no sufrimos el te- 
rrorismo en la misma forma, un Consejero 
del Interior, y a la hora de aplicar esta ley 
en la forma que determine el Ministerio del 
Interior, entendemos que 'se debe tener en 
cuenta su opinión, sus puntos de vista, su 
conocimiento perfecto del mundo en que se 
mueve el terrorismo en nuestra circunscrip- 
ción. 

Esto es todo, señoras y señores. Estima- 
mos que hoy, por muchos motivos, tene- 
mos una nueva necesidad de manifestar nues- 
tra satisfacción por un paso adelante muy 
importante, no solamente en el contenido de 
la ley, que nos parece plenamente aceptable 
y que declaramos que asumimos con toda res- 
ponsabilidad, sino, además, porque hemos 
dado un paso, y le hemos dado el ropaje y 
las formas necesarias y precisas para que 
esta ley antiterrorismo sea una decisión gra- 
ve, una decisión ponderada, pero una decisión 
trascendental a la hora de defender nuestra 
democracia, a la hora de defender nuestra li- 
bertad. 

El e ñ o r  PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
representante del Grupo Parlamentario Mixto. 

El señor TIERNO GALVAN: Señor Presi- 
dente, señoras y señures 'Diputados, nadie des- 
conoce -porque siempre que se m p a  esta 
tribuna por un miembro del Grupo Mixto se 
indica o se sugiere- que este Grupo no es 
Mixto, sino que es heterogéneo, e incluso me 
atrevería a decir que es un grupo ~heteróclito, 
y me cabe a mí la responsabilidad, que asumo, 
de, en ocasiones, testimoniar las ideas gene- 
rales que permiten que estas condiciones de 
disparidad no se objetiven en el conjunto de 
la Cámara de tal manera que creen mayores 
perturbacion6, inquietudes o desacuerdos. 
Pero, cumpliendo con esto que es un deber, 
intentare satisfacer otros que también son de- 
beres y que obligan a explicar el voto perso- 
nal, las actitudes personales y, en algunos ca- 
sos como éste, ciertas reservas personasles. 

El señor Ministro del interior, implícita o 
explícitamente, ha admitido dos cosas funda- 
mentales, a mi juicio: una, que el proyecto de 
Ley que acabamos de votar se da ahora y en 

circunstancias excepcionales de gravedad es- 
pecial; aunque estaba previsto desde hace 
tiempo, hemos venido a considerarlo e n  mo- 
mentos en que el terrorismo ha llegado B un 
cierto Climax, un dimax que se hizo patente 
en el día de los luctuosos sucesos de Madrid 
cuando dos soldados -tomando la palabra en 
su sentido más noble y excepcional- caye- 
ron víctimas del terrorismo. En aquel momen- 
to se percibió hasta qué punto em necesario 
que hubiese una reaccibn por parte del Esta- 
do, y que la reacción prevista tenía que con- 
vertirse, rápidamente, en algo que pudiera 
ponerse en práctica. Pero también se notó 
que, al mismo tiempo que la inquietud y la 
zozobra llegaban all máximum, se había con- 
seguido el mayor grado de Serenidad, y esto 
por la conducta Iejemplar del Ejército, por su 
reacción; reacción que aquel mismo día fue 
claramente no ya previsible sino observable 
por el tino, el acierto y la sensibilidad que 
mostró el primer Vicepresidente senthdme 
en el  banco azul vistiendo su uniforme; tino, 
sensibilidad y acierto que mo quitan para que 
entendamos, y entendamos hoy, como el se- 
ñor Ministro ha dicho, que la Ley que hemos 
votado no es suficiente ; y no lo es no ya por 
la contextura de la Ley, por su estructura, 
por su contenido, por las características juri- 
d i a s ,  por Jos elementos indicativos o coac- 
tivos, sino porque 'la situalcih eti la que se 
da (y lo ha expueto, con notable claridad, el 
representante del Grupo Parlamentario de la 
Minoría Vasca, del Partido Nacionalista Vas- 
co) las circunstancias no se acaban con una 
ley contra el terrorismo, contra la violencia, 
sino que hay que adcpltar también medidas 
políticas. Aquí se ha hablado de ellas, se han 
indicado y creo que están en la mente de to- 
dos. Hay, pues, el hecho ciertísimo de que la 
ley se da en circunstancias especiales y de 
que no es bastante, y cabe preguntarse por 
qué no es bastante. No es bastante porque 
una ley no puede, por sí misma, pacificar la 
situación de violencia y de terror en una co- 
munidad, ni contribuir a que esta pacificación 
se extienda más allá (puesto que se hla insis- 
tido en que el terrorismo es un hecho univer- 
sal), si no va acompañhsda, no sólo de ciertas 
decisiones políticas, sino del crecimiento y 
desarrollo de una actividad que convenga se 
afirme y coordine con las propias actitudes de 
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un Gobierno que intente la magna obra de lle- 
var la tmnquilidad al país y superar los des- 
brdenes públicos. 

Para conseguir esto es obvio, a mi juicio 
-y es lo que quería decir-, que antes o des- 
pués tenemos que hacemos cargo de que de- 
mocracia es equivalente, en cierto modo, a 
informacih; y yo quisiera decirle al señor 
Ministro, m la buena fe que pongo siempre 
en estas cosas y procurando allejarme de cual- 
quier punto de vista dse partido y pensando 
como un ciudadano común, y rupl ciudadamo 
común que por su condición de profesor, por 
SU condicióln de Diputado, e incluso por su 
condición de persona de la clase media mo- 
desta, pero que por una serie de circunstan- 
cias puedle atravesar vertimllmemte la socie- 
dad espafiola ; quisiera advertirle al señor Mi- 
nistro que el desasosiego en  la opini6n públi- 
ca es $máximo y que la opinión pública ha sol- 
tado el resorte o el disparador de la imiagina- 
ción; que se están inventando hip&tesiS, 81- 
gunas disparatadas, acerca de los últimos su- 
cesos; que esto crece y crea desasosiego, y 
que la única manera de calmnr ese desasosie- 
go y que las aguas vuelvan al cauce de la 
serenidad es informar, decir qué ocurre, ex- 
plicar, porque sin explimcih ninguna con- 
ciencia está tranquila. Una de las característi- 
cas más firmes y notables de la docencia es 
que, al1 explicar, tranquiliza ; y una de las ca- 
racteristisas más firmes y notables del saber 
es que, .%biendo, nos tranquilizamos. Antes 
o después es imprescindible que esa explica- 
ción surja, y hay que tener en cuenta que las 
categorías de ccaocimiento que definen a es- 
ta C h a r a  en el orden político no son las que 
definen al ciudadano común; porque en esta 
Cámana teaiemos categorías de conocimiento 
que nos permiten apreciar las cosas de,modo 
distinto a como lo hace el ciudadano que cir- 
cula por la calle, que está inquieto si no se 
explican, que -si se me permite el verbo- 
quimeriza, fantasea e inventa y, en ocasiones, 
en estas invenciones y quimeras, se preguntan 
algo que les fundamental como, por ejemplo, 
ouái es el último supuesto del terror, qué es 
lo que realmente está detrás, qué ocurre para 
pensar que, coordinadamente, se hagan atea- 
&dos desde hace tiempo que permanecen ig- 
norados y queden en h sombm, en la oscuri- 
dad, y ahí permanecen; por qué no se acla- 

ran. Antes o despues habrá que arrojar luz 
sobre estos hechos. Es obvio que una buena 
cmciencia, que tiene cierta vocación con Ja 
honradez, tiene tambih la obligación de de- 
cirlo sin ptmer plazo ni condiciones. = nece- 
sario que esto se diga y se diga en general, 
antes o despuk%, porque es la Única manera 
de ,recuperar la serenidad y mantenemos en 
ella, y poque, señoras y señores Diputados, 
es oasi imposible pedir silencio desde el silen- 
cio; el silencio hay que pedirlo desde la in- 
formación y desde :le persuasi&n. 

'El señor PRESIDENTE : Tiene da palabra el 
represmtan,te del Grupo Parlamentario de 
Uni6n de Centro Demwrzítico. 

El señor ALZAGA VILLAAMlIL: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, voy 
a intentar, ea~ t6rminos tan breves como me 
sea posible, explicar d voto de mi Grupo Par- 
lamentario, que, por supuesto, ha sido un vo- 
to afirmativo; m voto afirmativo sin reserva 
a b totalidad 'de los preceptos y de las dis- 
posiciones complementarias que contiene el 
proyecto de ley de medidas en relacibn con 
los delitos cometidos por grupos armados, 
que hace unos minutos hemos aprobado; es 
un voto que, en coincidencia con el emitido 
por la inmensa mayoría de )los Diputados pre- 
sentes, ha configurado una cuasi unamimidad 
que estimamos enormemente significativa. 

Pocas veces un proyecto de ley de estQ im- 
portancia llega al (Pleno sin emmiendas y ob- 
tiene una votación tan aplastante e imequívo- 
a. Eso quiere decir que hemos votado un 
proyecto que es obra común y Solidaria de la 
totalidad de los Grupos Parlamentarios que 
integran esta CámaTa; un proyecto de bey 
que, en su fase inicial -el primitivo antepro- 
yecto remitido por el Gobierno a la Cáma- 
m-, ha sido criticado en algunas sdse las inter- 
venciones que me han precedido, subrayando 
la mejora efectuada en el seno de la Ponencia 
y de la Comisibn. Por supuesto que esa mejo- 
ra se ha podido producir, como entendemos 
que se produce en la totalidad de los proyec- 
tos de ley que esta Cámma está en la obliga- 
ción de elaborar, buscando fórmulas t é r n i m -  
mente mCis precisas y mfis loyradns. 

Ahora bien, un proyecto de ,ley que sola- 
mente requirid una mañana de trabajo en la 



- 4700 - 
CONGRESO 27 DE JULIO DE 1978.-NÚM. 118 - 

programático o el de un compromiso con los 
electores, sino ante algo muchísimo más pro- 
fundo: estamos ante el fruto obligado de una 
concepción común de la convivencia política 
ddemocrátim, en clima de 'libertad, de justicia 
y de paz. 

Nuestro Grupo, y entendemos que Jos res- 
tantes Grupos parlamentarios también, no 
participa ni  de la utopía dibertaria, para la 
cual el Estado es principalmente una estruc- 
tura autoritaria y represiva, ni del fetichismo 
de los fines que puede, con cualquier excusa, 
justificar los más horrendos de los crímenes. 

Nos&ros pensamos que no se puede admi- 
tir la lsegitimidad del uso de la violencia en 
un Estado como el nuestro que provee del 
conveniente «status» legal a 11s oposicih y 
hace posible que ésta ofrezca una alternativa 
de Gobierno. 

Eri suma, el voto afirmativo es un voto a 
favor del Estado de Derecho contna el que 
atentan 90s grupos terroristas. 

1Cmo tuvimos m s i ó n  de sostener en Co- 
misi&, Unión de Cemtro Democrátiico piensa 
que el aventurerismo extremista que pretende 
zanjar cuestiones políticas, es  decir, de ccm- 
vivencia, violentamente y a su antojo sin el 
nenor respeto de los derechos más elementa- 
es de la persona, es la !antítesis absoluta de 
o que es un régimen democrático. Un régi- 
nem democrático es convivencia conforme a 
mas reglas de juego y a unas normas jurí- 
iicas y morales, fuera de las cuales la política 
;e cmvierte, dicho sea sin eufemismos, en 
xmdolerismo o campo de actuación de un 
:quipe de  «gansters». 

Nuestro voto afirmativo, consecuentemente, 
ia partido de la convicción de que la actividad 
le los que damos en llamar grupos armados 
LO sólo atenta contra la democracia en lo que 
sts tiene de técnica 'de Gobierno, sino tam- 
ién en lo que supone de sistema, básico de 
cnvivencia civilizada, que hemos de def en- 

der con todos los medios legdes a nuestro 
alcance. 

Nosotros no queremos que nuestro pueblo 
coexista en el terreno político, sino que con- 
viva. Este prhcipio es, entmídemos, el que 
hoy ha sido refrendado por la Cámara en unas 
votaciones masivas, de <las que esperamos to- 
men buena nota los que quieren extender un 

Ponencia y una tarde en la 'Comisión, sin dud 
no era un proyecto tan criticable como, qu 
zá, se hls dado a mtender, sino un proyect 
oportuno: se remitió a la Cámara mucho ar 
tes del asesinato *de los dos ilustres militaie 
a que se ha hecho referencia hace breves m 
nutos ; y un proyecto razonable, breve, sinte 
tico y bien construido, que ha permitido 
esta Cámara que en pocas horas de trabsji 
elabore una ley que goza de un consenso tai 
amplio en todos sus punto& 

TambiCm quería salir al paso de una cifir 
mación que ha hecho el ilustre Dipubdo se 
ñor Cuerda, que hts intentado sobrayar qu 
estamos ante un proyecto de ley elaborado i 

la medida del País Vasco, Nada más ajeno i 

la realidad. Basta la lectura atenta del articu 
lado para observar que estamos ante una nor 
ma de aplicación general y que se prevé par; 
la totalidad del territorio nacional. 

No es este el momento de discutir si e 
problema vasco requiere soluciones polítivzt! 
y qué soluciomes son éstas, pero no será nues 
tro Grupo el que niegue la necesidad de solu 
ciones políticas, puesto que está contribuyen 
do a ellas con toda su capacidad de esfuerzc 
y acierto. Pero el señor Cuerda coincidir$ 
conmigo en que si las soluciones policiales 
por sí mismas, no van a ccgistruir el clima e 
que aspiramos de libre convivencia para e 
puoblo vasco en libertad y en orden, tambiér 
estas soluciones políticas necesitaran de me. 
ldimdas policiales inevitables allí dcnde los cri- 
mmes se produzcan. 

Si hemos llegado al grado de consenso que 
registran !las votaciones habidas en torno al 
Iproyecto, entiendo que no es tanto por la 113- 
bor de síntesis y mejora técnica realizada en 
la Comisión, em que, por supuesto, nuestro 
Grupo se esforzó tanto como los demás -y 
agradece su colaboraciópl-, sino porque 
nuestm toma de postura era básicamente 
coincidente entre todos los Grupos parlamen- 
tarios. 

La totalidad de los repeentantes  del pue- 
blo español reunidos en  esta Cámara son 
conscientes de que estamos no ante un mero 
reflejo o una cmsecuencia de lo que son po- 
siciones ideológicas de partido, que en una SO- 
ciedad pluralisba pueden estar encontradas 
con otras posiciones ideológicas de otros par- 
tidos, ni ante el resultado de un compromiso 
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lenguaje y una práctica de odio y de violencia 
que hemos de erradicar para siempre. 

Unión de Centro Democrático coincide e n  
lo sustancial con las posiciones, incluso con 
algunas de las mjstizaciones, vertidas por 
otros representcntes de los Grupos parlamen- 
tarios en las explicaciones de voto que nos 
han precedido. 

Sin embargo, quería hacer la matizacih de 
que el derecho a la libertad #de expresión, qu? 
ha sido subniyado por los Señores Peces-Bar- 
ba y Tierno Galván en sus brillantes inter- 
venciones, la idea de que la democracia par- 
lamentaria no teme la discusicn, son peinsci- 
mientos que suscribimos ; pero que suscribi- 
mos, por supuesto, ea sus justos términos, 
porque una 'democracia parlamentlaria autén- 
tica y consoliedada es compatible con aquel 
llamamiento que hacín Churchill al comienzo 
de la segunda guerra mundial y que narm 
-si no me falla la memoria- en el primer 
tomo de sus memorias, cuando llama a su 
despacho a los directores !de los gnsndes pe- 
riódicos londinenses y de las principales ciu- 
dades del Reino Unido y $les dice que no va 
a establecer la censura de prensa, pero que 
hace un llamamiento solemne a su sentirdo de 
la responsabilidad, al objeto de que contri- 
buyan B formar la opilnidcl pública en los mo- 
mentos difíciles en que está viviendo SU pa- 
tria y, mediante una línea editorial coherente, 
se logre progresivamente conseguir, en clima 
de *libertad, en clima de ,libre expresión, que 
el pueblo británico sea consciente de los pe- 
ligros que se ciernem sobre sus cabezas. 

Nuestro voto aprobatorio, por último, lo 
ha sido a una ley que recoge la mejor línea 
del Derecho comparado de las viejas demo- 
cracias de 'Occidente, como hia sulbrayado e n  
su sólida intervención el señor Ministro del 
Interior. Una ley que, junto a extremos de 
agilidad procesal que no voy a submyar aho- 
ra, porque intento no cansar la atención de 
SS. SS., dota a la policía de los necesarios 
medlos legales para prevenir y perseguir ec- 
tos delitos en forma totalmente análoga y 
comparable con las legislacicnes rintiterroris- 
tas vigentes en una serie de viejas, prestigio- 
sas y venerables democracias europeas. 

)Porque el Gobierno y nuestro Grupo Par- 
lamentario no parten de que, u fin de evitar 
estos delitos de los grupos arma,dos, se de- 

ban derogar los derechos y libertades iindivi- 
duales, sino 'que lo quje se debe es ,dar en lo 
necesario un tratamiento excepcional a estos 
derechos, como afirmaba en frase afortunixia 
el viejo maestro Adolfo Posada. 

Nuestro Grupo cree 'que poderes reforza- 
dos no equivalen a poderes arbitrarios y que 
de lo que se trata es de reforzar Qos poderes 
en lo necesario, garantizando que esos pode- 
res no se vsn a ejercitar arbitrariamente. 

Por ello hemos votado una ley y hemos 
contribuido de forma decisiva a presentir y 
redactar una ley que compatibllice ese rcfor- 
zamiento de  medidlas, ese reforzamiento im- 
prescindible de facultades con un ccntrol ju- 
dicial y con un cmtrol pxlamentario. C m  un 
control judicial, que parte de la confianza del 
pueblo español en sus Jueces, sin excepcio- 
nes, y olvidando campnillazos que hoy ya re- 
sultan anacrhicos, afortunadamente. Con un 
control parlamenúario, que el señor Solé Bar- 
berá, en su brillante intervención, h<a califica- 
do con justicia de modelo y que tiene una 
doble razón de ser, o nuestro juicio. En pri- 
mer lugar, la necesidad de control y $de exi- 
gencia de responsabilidad por el Legislativo 
del Ejecutivo y, en segundo lugar, que los 
miembros de esta Cámaria mos sentimos res- 
ponsables de cuanto preocupa y atenta a la 
libre convivencia de  todos 110s españoles. 
Y desde ese sentido de no eludir nuestra 

respmsabi%dad como legisladores, estsríamos 
en la mejor disposicih de auspiciar h dero- 
gación, cuando hayan desaparecido las cau- 
sas que la justifican, de esta ley, conforme 
abogaba el señor IPecesiBarba ; pero tambign 
estamos en la disposiciCm de plantear, defen- 
der y votar i18as leyes complementarias que 
sean precisas para, desde la 'legalidad, termi- 
nar con la lacra del terrorismo, tanto leyes 
complementarias en el terreno procesal y po- 
licial, como io es ésta, como en el térreno 
sustantivo, en el terreno del agravamiento 
die las pm0s, conforme han establecido la le- 
gislación italiana, la skmana y otras legisla- 
ciones que podríamos traer a ,colación, que 
con el mejor sentido han hecho. 
Y, para terminar, sóllo celebrar que por tan 

gran unmimidad y sin enmiendas, es decir, 
que aquelhs abstenciones o votos negativos 
no tenían mejor alternativa probablemente 
que ofrecer, se haya aprobado una ley que 
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creemos que todos los parlamentarios debe 
,mas políticammte respaldar, porque el Dere 
cho no es sólo eficaz por su publicación er 
el ((Boletín Oficial del Estado», sino porque 
se cree el clima pdítico y el clima social quc 
permita su auténtico arraigo y su aplicación 
sin reservas por quienes les incumbe. 

Nada más, y muchas gracias. 

El señor PRESImDENTE: No habiendo más 
solicitudes de explicación de voto, se suspen- 
de la sesibai hasta !las cinco de la tarde. 

Era la u v l ~  y cuarenta minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cinco y quince 
minutos de ia tarda 

'El señor PRESFDE'NTE: Antes de iniciar 
los trabajos parimenbrios y entrar en el or- 
den del día, cumo es costumbre habitual de 
cortesía parlamentaria en esta Cámara, debe- 
mos saludar la presencia del recién nombrado 
Prclsidente del Consejo de Castilla y León, 
nuestro compañero Diputado Juan Manuel 
Reol Tejada. (Aplausm.) En este caso, a lla 
felicitación en nombre de la Cámara, quisiera 
añadir la mía propia por su doble condición 
de *Presidente, va que también lo es de quien 
les está hablando al presidirle como Diputado 
por la provincia de hlencia. Me complace 
extraordinariamente que nuestro compañera 
Reol Tejadi haya accedido a ese puesto de 
responsabilidad. 

PROYiECTO DE LEY DE LA POLICIA 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a conti- 
nuación al correspondiente debate del pro- 
yecto de Ley de la Policía, proyecto que, por 
razones que fueron estimadas tanto por Ila 
Mesa d d  Congreso como por la Junta de !Por- 
tavoces, hla sido declara-do de urgencia y, en 
consecuencia, debemos proceder, con los trá- 
mites abreviados, a su discusih en este Ple- 
no. Sus Señorías encon,trarán a SU disposi- 
ci611, en las mesas de las dependencias con- 
tiguas a este hemiciiclo, el texto del dictamen. 
Lo digo Wr si S S .  SS. quieren consultarlo, a 
fin de no reproducir la lectura de un dicta- 

men que es bastante extenso. En consecuen- 
cia, vamos a dar comienzo a la discusión de 
este dictamen. 

mero 52 formulada por el Grupo Socialistas 
de Cataluña. ¿Se mantiene esta enmienda? 
(Asentimiento.) Tiene la palabra, a efectos de 
defenderla, el representante del Grupo Parla- 
mentario Socialistas de Cataluña. 

Al título de esta (ley existe la enmienda nú- titulo de la 
ley 

'El señor BUlSQUETS BRAGULAT : Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, nos- 
otros defendemos el que se cambie el título 
de la ley y que ésta pase a llamarse, en vez 
de ((Ley ,de la 'Policía)), «Ley de la 'Policía del 
Estado)). 

,Somos partidarios de que se introduzca es- 
te cambio por tres razones. En primer Jugar, 
porque consideramos que con esta ley se cam- 
bia el espíritu y el estilo de (la institución po- 
licial, y, a'l cambiarse de hecho lla forma de 
cer de una institución del Estado, lo lógico 
es que cambie tambih la titulación de la 
misma. 

Como ustedes recordarán, hace poco se 
cambió el unidopme de la policía. Sin emfbar- 
go, este cambio pmimeuite externo no fue 
acompañado de ninguna otra reforma pro- 
funda. El coste de este cambio se evalúa en 
varios miles de millones de pesetas. En con- 
secuencia, mi Grupo Parlamentario dio a la 
publicidad una nota manifestando su oposi- 
ción a tal cambio, dado que era puramente ex- 
terior y no respondía a contenido alguno. 

Ahora bien, nos encontramos en un mo- 
mento completamente distinto, porque, cuan- 
do se aplique la nueva ley, ila policía que ten- 
dremos será una policía diferente, y puesto 
que será distinta, es decir, una policía que 
rorresponderá a una democracia nueva que 
lueremos construir y no 0 un período viejo, 
:onsiderarnos que es bueno que cambie tam- 
>ién el nombre al cambiar el conteniido. 

Estimamos que la nueva institución será 
listinta porque en la ley se haln asumido una 
erie de criterios que nosotros hemos aporta- 
lo, aunque ciertamente no los hemos iaiporta- 
lo en soledad, ya que ha habido otros Grupos 
'airlamentarios, fundamentalmente de los an- 
iguos partidos de la oposiciúm, que también 
os ham suscrito. Estos muevos criterios que 
nfonnarán, porque así lo recoge la ley, la 
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estructura de la nueva policía, en líneas ge- 
nerales, scn los siguientes : 

'En primer lugar, se busca en esta ley una 
auténtica integración entre la policía y el pue- 
blo. Papa ello se construyen unas unidades 
nuevas, unas unidades de policía de barrio 
con las que se busca que el policía sea una 
perscria completamente integrada en el barrio 
en que vive. El policía de barrio no es un po- 
licía que mstrillra la ciudad de extremo a ex- 
tremo, como quizá ocurre actualmente; el 
policía de (barrio es UBI hombre más del ba- 
rrio, un hombre que en el barrio dla seguri- 
dad, que está integrado en el barrio y que 
realiza una función de seguridad de'l ciudada- 
no que vive en aquel barrio concreto. Este 
criterio está recogido en lsa ley. 

En segundo lugar, se introduce en la ley, 
que consideramos positiva, un cambio de es- 
tilo policial, cambio tcrtdmente necesario e n  
la transiacióm de un sistema autoritario a un 
sistema democrático, porque, evidentemente, 
el ser policía en un sistema autoritario puede 
resultar relativamente fácil, dado que siem- 
pre existe el recurso a la fuerza; pero este 
recurso a la fuerza desaparece en un sistema 
democrático, en un sistema en el que están 
las libertades muy asentadas, en el que los 
derechos del hombre están muy asegurados y 
en el que, por tanto, el recurso ci la fuerza 
time que ser desplazado por la habilidad. 
En consecuencia, es preciso un nuevo esti- 

lo policial basado en la competencia. Si uste- 
des me permiten una frase vulgar, pero grá- 
fica, diría que se trata de pasar de una policía 
que utilizaba fundammtalmente la defensa 
-vulgo porra- a una policía que utilizaría 
fundamentalmente el megáfono, la persua- 
sibn. Ello es aceptado en la actual ley, en la 
que se crean nuevos centros de enseñanza 
para los policías de los distintos Cuenpos, co- 
mo también se establecen cursillos para per- 
feccionar 0 los actuales funcionarios. 

iEn tercer lugar, otro criterio que se intro- 
duce es el de profesionlatlidad estricta. Se bus- 
ca que las instituciones policiales estén for- 
madas por funcionarios que sean auténticos 
policías, no por funcionarios híbridos de po- 
licía y pertenencia a algún otro Ministerio. 

En consecuencia, esa profesionalidad es- 
tricta se busca en la formación, se busca en 
el fuero y se busca en la dependencia. Se 

consigue en la ley desaforar al máximo, lle- 
vando a la jurisdiccibn ordinaria todo ilo que 
se ha podido llevar, dadas las condiciones ob- 
jetivas del momento presente, y tamjbién, si- 
multáneamente, se fortifica la dependencia 
respecto del Ministerio del Interior, a fin de 
que no exista una duplicidad de dependencias 
de (10s Cuerpos policides respecto ci otros Mi- 
nisterios. 

Por último, y dentro de esos nuevos crite- 
rios, se acentúa la vinculación de 'las institu- 
ciones policiales ccn los tribunales. mtos cri- 
terios son suficientes para indicar que la po- 
licía que comenzará a funcionar cuando h 
ley entre en vigor será una policía bastlante 
distinta, o renovada, por así decirlo, respecto 
de la que existía. En consecuencia, puede ser 
bueno que, al cambiarse la institución, se cree 
también una nueva imagen con un nombre 
distinto. 

IPero hay otras mzones por las que defen- 
demos el cambio de nombre. Defendemos el 
cambio de nombre porque somos partidarios 
de que el orden público sea una competencia 
de los entes autónomos; somos partidarios 
de que Ira Ley de la Policía reccnozca el he- 
clho de las Comunidades Autónomas. Es nues- 
tro criterio que el orden público se organice 
como en la mayoría de los países del mundo, 
pues, como ustedes saben, lo mismo los paí- 
ses Federalles, como Estados Unidos o Suiza, 
que 'los países unitarios, como Inglaterra, tie- 
nen el orden público dependiente de los entes 
menores, llámense Estados miembros o 11á- 
mense municipios. 

Esta es la teoría que defendemos los So- 
Alistas de Gataluña. 'En consecuencia, cree- 
mos que esta ley se debe titular «Ley d e  la 
Policía del Estado)), porque somos partidarios 
de la creaci6n y Ila existencia de otras Poli- 
:ías que dependan de las Comunidades Auto- 
iómicas. 

Ustedes saben, señores, que recientemente 
ha habido sucesos desgraciados en el País 
bhsco. No voy a entrar en el análisis de ellos, 
3ero estoy convencido de 'que si quienes man- 
iaban y de quienes dependían las institucio- 
les policiales del País Vasco en ocasión de 
zsos larnmta~bks sucesos hubiesen sido gen- 
es del lugar, posiblemiente tan desgraciados 
ncidentes no se habrían producido. Si quie- 
les estaban a cargo del orden público en Pam- 
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plena hubiesen sido gentes pamplonesas que 
de jóvenes y mozos hubiesen corrido los sam 
fermines, difícilmente hubiesen podido come- 
ter los errores que tecnicamente se cometie- 
ron. Estos errores la mayoría dne las veces se 
cometen por desconocimiento del lugar. Es, 
pues, buesio que el orden público esté en ma- 
nos de los entes locales. 

iPor último, hay una tercena razón para de- 
fmder el cambio de nombre. La ley consta de 
diecisiete artículos, a los que hay que sumar 
otros diez a base de disposiciones adiciona- 
les, transitorias y finales. Veintisiete artícu- 
los, #de 110s males creo que Sólo hay dos en 
los que se hable de policías que no sean del 
Estado. La ley hace referencia constantemen- 
te en todo su cuerpo legal a la Policía del 
Estado ; sdlo incidentalmente, como de pasa- 
da, se citan otms posibles policías. 

Por timto, el puro amálisis formal de la dey 
y la correcta expresión del contenido de la 
misma hacen que el título deba ser <(Ley de 
Policía del Estado)). De todas formas, quisié- 
ramos indicar que no deseamos la confusión, 
porque una m i e n d a  al título puede hacer 
creer que no estamos de acuerdo con el con- 
tenido de la ley. Nada más lejos de la reali- 
dad; la ley nos satisface en lheas generales 
y en ella se llega, en general, hasta donde se 
podía llegar. 

Esta es 'la única enmienda que va a defen- 
der el Grupo Parlamentario Socialistas Ide Ca- 
taluña, y es lu única enmienda que va a de- 
fender porque todas las demás han sido asu- 
midas por la Ponencia. Esto, como es 46gic0, 
nos musa cierta satisfacción desde el punto 
de vists estricto de Grupo Parlamentario ; pe- 
ro también nos satisface porque, ciertamente, 
en este proyecto de ley se ha llegado a un 
equilibrio entre los deseos innovadores de los 
partidos de la oposición y los deseos estabi- 
lizadores de las instituciones de las que trata 
la ley. 

Eui consecuencia, esta enmienda, para la 
que pedimos a ustedes su voto favorable, debe 
ser interpretada, simplemente, como una en- 
mienda al título, pero en absoluto como una 
discrepancia con una lev con la que, digo, 
nosotros estamos de acuerdo. Nadn más, y 
muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Hay algún turno 

en contra de la enmienda que acaba de ser 
defendida? (Pausa.) 

Tiene la palabra el representante de la 
Unión de Centro Democrático para consumir 
un turno en contra. 

El señor ALAVA AGUIRRE: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, la pro- 
puesta del Grupo Parlamentario Socialistas 
de Cataluña es la de añadir las palabras «del 
Estado)) al título propuesto, con lo cual que- 
daría dicho título como «Ley de la Policía 
del Estado)), en lugar de «Ley de la Policía)). 

En realidad, la defensa que ha hecho el 
señor Busquets de su enmienda parecía una 
presentación general de la ley más que de la 
enmienda en sí misma. Sin embargo, estimo 
que la base de su argumentación es coinci- 
dente, al menos fundamentalmente, con la 
que aparece en la enmienda que en su día 
enviaron a las Cortes y que dice -cito tex- 
tualmente-: «Se trata de cambiar la deno- 
minación general de la Policía en un mo- 
mento de trámite a la democracia)). Con estas 
palabras justificaban su enmienda. 

Creo que no se trata de un mero cambio 
de denominación. Cuando efectuamos cam- 
bios nominales, hacemos alusión a cambios 
de contenido. Un nombre no es algo arbitra- 
rio o caprichoso, sino que indica una noción 
3 connotación nueva en el contexto. 

Efectivamente, en el caso que estamos de- 
Jatiendo, toda la Policía es del Estado. Esta 
.ey, efectivamente, es de toda la Policía; es 
le la Policía de Cataluña, es de la Policía 
ie Andalucía, de la Policía de Santander; en 
'esumen, de toda la Policía. 

Si esta ley se denominase de la Policía 
íel Estado, parecería que las policías territo- 
iales no son del Estado ; o bien argumentan- 
ío en sentido contrario, la Policía Municipal 
10 es contemplada en esta ley y, sin embar- 
50, también es del Estado. 

Como vemos, el cambio de título podría 
lar lugar a una peligrosa confusión. Una 
:osa es la dependencia orgánica y funcional 
1 otra que todas las Policías tienen las mis- 
nas obligaciones básicas. Evidentemente, 
anto la preparación como el Reglamento es 
:omún a toda la Policía. 

Por otra parte no debemos olvidar que los 
'residentes de las Comunidades Autónomas 
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ostentarán en su día, a tenor del texto Cons- 
titucional que acabamos de aprobar en esta 
Cámara recientemente, la representación or- 
dinaria del Estado en su territorio. De aquí 
concluiremos fácilmente que las Comunida- 
des Autónomas son órganos del Estado y, 
por tanto, la Policía de este territorio es 
estatal porque depende de un órgano del 
Estado. 

Hacía alusión el señor Busquets al cam- 
bio de uniforme y al gasto que esto impli- 
caría. Ya está previsto que este cambio se 
hará en plazos fijos, según van renovando el 
uniforme, a tenor de la costumbre reglamen- 
taria. En cuanto a su costo no será de miles 
de millones, sino de 200 millones de pesetas. 

Por todas estas razones, tanto por la exac- 
titud como por la brevedad y también quizá 
por la claridad, es por lo que creemos que 
no es viable esta enmienda del Grupo Parla- 
mentario Socialistas de Cataluña. 

En cuanto a la alusión hecha al comandan- 
te Imaz, debemos recordar desde esta tribuna 
que el comandante Imaz era navarro ... 

El señor PRESIDENTE: Perdón, ¿se ha 
hecho alguna mención al comandante Imaz? 
Es que no me he dado cuenta. Creo que ha 
sido al anterior. 

El señor BUSQUETS BRAGULAT (desde 
los escaños) : Al comandante Imaz no se ha 
hecho referencia porque el pobre murió hace 
tiempo. No he citado ningún nombre, pero 
menos aún me he referido al comandante 
Imaz. 

El señor ALAVA AGUIRRE: Creo que ha 
sido al actual, pero quizá haciendo alguna 
connotación. Por tanto dejo sin acabar lo 
que iba a decir. 

En lo que sí quería insistir es en que por 
los razonamientos que acabo de exponer pido 
a la Cámara que se mantenga el título de 
«Ley de la Policía» y, en consecuencia, re- 
cabamos el voto negativo para la enmienda. 
Nada más, muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proce- 
der a la votación de la enmienda formulada 
por el Grupo Parlamentario Socialistas del 
Cataluña. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio1 el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 255; en contra 137; 
a favor, 106; abstenciones, 12. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda formulada al título del proyecto 
de ley. 

Procedemos ahora al examen de las en- 
miendas correspondientes al artículo 1." 

Al artículo 1." se han formulado dos en- Artículo 1.' 
miendas, una al apartado 1 de este artículo 
por el Grupo Comunista, y otra al aparta- 
do 2 por el Grupo de la Minoría Catalana. 

El señor SOLE BARBERA: Queda retira- 
da, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Queda retirada la 
enmienda formulada al apartado 1 por el Gru- 
po Parlamentario Comunista. 

Tiene la palabra el representante de la Mi- 
noría Catalana. 

El señor ALAVEDRA MONER: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, en 
nombre de la Minoría Catalana, para defen- 
der nuestra enmienda al apartado 2 del ar- 
tículo 1.0 Nuestra enmienda pretende añadir 
una reserva en beneficio de las competen- 
cias de las comunidades autónomas, redacta- 
da del modo siguiente: «Sin perjuicio de lo 
que en definitiva se establezca en orden a las 
competencias de las comunidades autóno- 
mas», y sigue el texto del artículo. 

El apartado al cual nos estamos refirien- 
do trata de los Cuerpos de Seguridad depen- 
dientes de las provincias y municipios, seña- 
lando que se regirán por sus disposiciones 
especiales, y no hace ninguna referencia a 
los Cuerpos de Seguridad que puedan de- 
pender de las comunidades autónomas como 
prevé la Constitución que recientemente ha 
aprobado este Congreso. 

Sé que esta posibilidad que prevé la Cons- 
titución, y sé que el espíritu de nuestra en- 
mienda, en definitiva, han sido recogidos en 
la disposición adicional primera, que dice li- 
teralmente : «Lo establecido en la presente 
ley se entiende sin perjuicio de la posibili- 
dad de creación de Policías por las comuni- 
dades autónomas en la forma que se esta- 
blezca en los respectivos estatutos, en el 
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marco de lo que disponga una ley orgánica, 
de acuerdo con la Constitución)). Nuestra en- 
mienda pretende complementar esta disposi- 
ción adicional haciendo referencia a esta po- 
sibilidad en el articulado de la ley; pero es 
que nos parece que tenemos todos que hacer 
un esfuerzo de adaptación muy importante a 
la nueva organización territorial del Estado ; 
y cuando se habla en el artículo 1.0 de pro- 
vincias y municipios, me parece casi obligado 
y casi, diríamos, constitucional, hacer refe- 
rencia al propio tiempo a las comunidades 
autónomas. 

En este sentido va también la segunda 
parte de nuestra enmienda, que pretende su- 
primir el último inciso de este apartado, que 
establece el principio de la primacía y supe- 
rior dirección de los Cuerpos del Estado so- 
bre las Policías territoriales. 

Nos parece, en efecto, que los principios 
de coordinación y de obligada colaboración 
que ya recoge el artículo, implican una jerar- 
quía y una política policial común, pero la 
primacía o superior dirección pueden plan- 
tear graves conflictos de autoridad. En efec- 
to, estos cuerpos municipales o provinciales 
a los cuales se refiere la ley podrían estar 
coordinados por el órgano de gobierno de la 
Comunidad Autónoma, y colaborar, en mu- 
chos casos, con la futura Policía de la co- 
munidad. 

Desde luego queremos afirmar aquí que 
está fuera de toda discusión la coordinación y 
obligada colaboracidn de todos los Cuerpos 
de Seguridad del Estado bajo un sistema de 
acción común, de información, de dependen- 
cias jerárquicas y funcionales. Sin embargo, 
también quiero añadir que un sistema des- 
centralizado de seguridad y de Policía con 
Cuerpos de Seguridad territoriales funciona, 
y bastante bien, en países de la importancia 
de Alemania Federal y de Estados Unidos. 
Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún turno en 
contra? (Pausa:) El representante del Grupo 
Parlamentario Socialistas del Congreso tiene 
la palabra para mantener un turno en contra 
de la enmienda. 

El señor SANJUAN DE LA ROCHA : Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, para 

mantener un turno en contra de la enmienda 
l'orrnulada por la Minoría Catalana. 

La enmienda de la Minoría Catalana pre- 
tende en esencia que en el texto del artícu- 
lo 1.0 se haga referencia a las Policías que 
en su momento o en su día existieran en las 
Comunidades Autónomas. Pues bien, nosotros 
pensamos que en el proyecto de ley que es- 
tamos analizando se hace esta referencia ya 
a las Policías territoriales de las Comunida- 
des Autónomas de forma más concreta, más 
precisa, de como pretende hacerlo ahora la 
Minoría Catalana. Efectivamente, el propio 
Diputado enmendante nos ha dicho que en 
la disposición adicional primera se contem- 
pla ya expresamente el supuesto de las Po- 
licías de las Comunidades Autónomas, di- 
ciéndose que ((10 establecido en la presente 
ley se entiende sin perjuicio de la posibili- 
dad de creación de Policías por las Comuni- 
dades Autónomas en la forma que se esta- 
blezca en los respectivos Estatutos, en el 
marco de lo que disponga una ley orgánica, 
de acuerdo con la Constitución. 

El apartado 2 del artículo que ahora exa- 
minamos habla de las Policías municipales y 
de las Policías provinciales. Y habla única 
y exclusivamente de estas Policías porque 
son ahora única y exclusivamente, junto con 
las Policías de marco estatal, las actualmen- 
te existentes. 

Por consiguiente, pensamos que es mucho 
más preciso y que no es necesario ni tiene 
por qué hacerse referencia a estas Policías de 
las Comunidades Autónomas dentro del ar- 
ticulado concreto de este artículo l . O ,  puesto 
que todavía no existen estas Policías ; y bien 
sabe toda la Cámara lo partidarios que somos 
los socialistas de que lo antes posible las 
Comunidades Autónomas empiecen a ser do- 
tadas de medios propios en materia de orden 
ptíblico, pero creemos que como ahora esto 
no es así no tiene por qué hacerse referencia 
concretamente en el articulado de la ley. 
Pero es que, además, el texto del proyecto, 
tal como ha quedado dictaminado, es más 
preciso que en el sentido que venía la en- 
mienda de la Minoría Catalana. 

Se ha retirado, se ha quitado del texto 
del artículo 1.0 una referencia concreta que 
creo que es necesario hacer notar a la Cá- 
mara. En la ley se decía que seguirían exis- 
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tiendo también «las restantes unidades de 
seguridad y vigilancia y fuerzas auxiliares, 
que se regirán por sus disposiciones especia- 
les». Pues bien, tal como queda ahora la ley 
se quita toda referencia a estas unidades de 
seguridad y vigilancia ; los socialistas consi- 
deramos esto especialmente positivo, y es- 
pero y creo que también todos los Grupos 
de la Cámara, puesto que todos votaron a 
favor de la supresión de este artículo en cuan- 
to que favorece y posibilita el hecho de que 
desaparezcan los Somatenes armados y el 
hecho de que se deroguen los Decretos de 
21 de enero de 1936 y de 24 de octubre de 
1945 por los cuales se crearon estos Soma- 
tenes. El primero los creaba en Cataluña y 
el segundo extendía estos Somatenes arma- 
dos a todo el territorio nacional. Creemos 
que la desaparición de los Somatenes es un 
paso muy positivo que se da en esta ley. 
Y lo creemos así porque los Somatenes ar- 
mados constituyen una organización sólo de- 
pendiente de la superior autoridad provincial, 
una autoridad que se dice que colabora con 
la Policía, pero una organización que no tie- 
ne, hoy en día, ningún sentido en un Estado 
moderno. Un Estado moderno tiene que te- 
ner bastante con su Policía para poder de- 
fender todos los intereses, la seguridad de 
los ciudadaos y el orden público. Desde este 
punto de vista consideramos que no es nece- 
sario la existencia de estos Somatenes ar- 
mados. Consideramos que es tremendamente 
positiva la desaparición de los Somatenes 
armados puesto que su propia desaparición 
potencia más a la propia Policía, que es lo 
que pretendemos en definitiva a través de 
esta ley: crear una Policía que esté integra- 
da y al servicio del pueblo y que sirva real- 
mente para consolidar la democracia. Porque 
cuando nosotros hablamos de una Policía que 
está al servicio del pueblo, entendemos que 
el propio pueblo es esa Policía y que ella 
misma, como formando parte del pueblo, 
coadyuva a la consolidación de esa demo- 
cracia. 

Por estas razones y considerando más pre- 
ciso el texto del proyecto de ley tal como 
ha quedado redactado, pedimos que se re- 
chace la enmienda de la Minoría Catalana. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación del artículo 1." En relación con 
este artículo, Sus Señorías han oído que al 
apartado 1 no hay formulada ninguna en- 
mienda, ya que la que existía ha sido reti- 
rada. Consiguientemente, procedemos, en pri- 
mer lugar, a votar el apartado 1. 

Comienza la votacibn. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 257; a favor, 253; 
en contra, 4. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el apartado 1 del artículo 1." 

Procedemos, ahora, a votar la enmienda 
formulada al apartado 2 del artículo 1." por 
el Grupo Parlamentario de la Minoría Cata- 
lana. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 258; a favor, 24; en 
contra, 231; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda formulada al apartado 2 del ar- 
tículo 1." 

Vamos a votar ahora el texto del dictamen 
correspondiente al apartado 2 del artículo 1.0 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 258; a favor, 254; en 
contra, dos; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado el 
apartado 2 del artículo 1.0 

Artículo 2: 
Al artículo 2.0 existe formulada una en- 

mienda de la Minoría Catalana y otra del Eru- 
PO Parlamentario Comunista para un apar- 
tado nuevo. Tiene la palabra el Grupo Par- 
lamentario de la Minoría Catalana, si es que 
mantiene la enmienda. 

El señor ALAVEDRA MONER: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, muy 
brevemente para defender en nombre de la 
Minoría Catalana nuestra enmienda al artícu- 
lo 2.0, letra c). 

Nuestra enmienda pretende suprimir el ú1- 
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timo inciso, que, entre las funciones de los 
Cuerpos de Seguridad, dice textualmente : 
«Coadyuvar, a petición de las partes, al arre- 
glo pacífico de disputas entre los sujetos pri- 
vados». 
Y pretendemos la supresión de este inciso 

por entender que no corresponde a los Cuer- 
pos de Seguridad, y que puede tratarse más 
bien de competencias propias de la Adminis- 
tración de Justicia. 

Podríamos entrar en una polémica sobre el 
significado de la palabra «disputa», que, evi- 
dentemente, es bastante amplio. Pero, en 
todo caso, lo que sí está claro es que una 
disputa, o bien afecta al orden y a la segu- 
ridad de los ciudadanos, o bien no afecta. Si 
afecta, los Cuerpos de Seguridad tienen que 
intervenir, aunque no haya petición de parte. 
Y si no afecta al orden o a la seguridad, los 
Cuerpos de Seguridad pueden considerar más 
útil no intervenir, aunque lo pida una de las 
partes disputantes. 

Se nos dirá que esta función responde a la 
tradición, sobre todo de la Guardia Civil, y 
que está contemplada en sus Reglamentos. 
Me parece bien que se siga con esta práctica 
siempre que se crea que afecta o puede afec- 
tar al orden público, a la garantía de derechos 
y libertades, al respeto del ordenamiento jurí- 
dico, a prevenir disputas graves y, por tanto, 
la comisión de hechos delictivos y a prestar 
auxilios. Todas éstas son las funciones básicas 
de los Cuerpos de Seguridad y les permiten 
intervenir en las disputas que afecten o pue- 
dan afectar al orden público, pero dar por 
ley a los Cuerpos de Seguridad una función 
que puede ser considerada arbitral, naya o no 
haya precedentes, me parece que puede in- 
ducir a confusión a los ciudadanos y a los 
mismos Cuerpos de Seguridad. Por todo lo 
cual en nombre de la Minoría Catalana soli- 
cito la supresión de este inciso. 

El señor PRESIDENTE: Para mantener un 
turno en contra tiene la palabra el represen- 
tante de la Unión de Centro Democrático. 

El señor SANCHO ROF: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, como ha mani- 
festado el representante del Grupo de la Mi- 
noría Catalana, la enmienda que presenta trata 
simplemente de suprimir la siguiente frase 

mtre las funciones de los Cuerpos de Segu- 
idad del Estado: «la función de coadyuvar, 
i petición de las partes, al arreglo pacífico de 
lisputas entre los sujetos privados)), y que 
pede claro que el texto del dictamen de la 
:omisión dice «a petición de las partes» y no 
i petición de una parte. 

Evidentemente se entiende perfectamente 
?n la ley que si una parte pide la interven- 
5611, no hay intervención si la otra parte no 
s t á  de acuerdo en ella, y, además, es una 
'unción arbitral menor de poner de acuerdo 
i dos partes disputantes, a dos sujetos pri- 
vados en un altercado menor que no da lugar 
i una alteración de orden público, pero que 
sí puede alterar, en un determinado entorno, 
Ese concepto general de paz pública que se 
Entiende de las pequeñas cosas. 

Como ha dicho el representante de la Mi- 
noría Catalana, esto es tradicional en los Re- 
glamentos del Instituto de la Guardia Civil 
y es algo que también es tradicional en las 
Policías, me atrevería a decir, de todos los 
países. 

Estamos experimentando en nuestro país la 
Policía de barrio, esa Policía que consagra la 
ley en un artículo posterior, y esa Policía se 
entiende aquí como una Policía que está patru- 
llando por la calle, que está preservando la 
seguridad pública y que está ayudando a los 
ciudadanos en sus pequeños problemas, que 
en la mayoría de los casos son los grandes 
problemas que tienen nuestros conciudadanos. 

En ese sentido, el que la intervención de 
los Cuerpos de Seguridad del Estado única- 
mente sea para arreglar algo que afecta al 
orden público o para formular una denuncia 
exclusivamente y que esta Policía esté inerte 
cuando en una pequeña disputa se la llama 
para arbitrar, para que diga cuál de los dos 
vecinos tiene la razón, o en el campo rural, 
en una disputa de las normales que se pro- 
ducen en la vida diaria, tenga igualmente que 
decir quién tiene la razón y que se sometan 
buenamente a ese arbitraje las dos partes, 
creo que es bueno, en primer lugar, porque 
en ese sencillo terreno del diálogo se resuel- 
ven las pequeñas cosas sin necesidad de lle- 
gar a más y es bueno para esa imagen de la 
Policía que todos queremos y que se esta- 
blece en esta ley, que es una Policía dialo- 
gante, que ayuda al ciudadano, una Policía 
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que, en definitiva, lo que estri es garantizando 
la seguridad ciudadana, no sólo en las gran- 
des cosas, sino en esas pequeiias, en los pc- 
queños conflictos diarios de barriada o de 
nuestro campo rural, que, insisto, parece que 
son pequeños, pero que para los que los viven 
son quizá los más importantes. 

En ese sentido, el Grupo Parlamentario de 
Unión de Centro Democrático entiende que 
esta frase no es superflua ; si quieren ustedes, 
en ese nuevo concepto de Policía al servicio 
de toda la comunidad, al servicio de todos 
los teinas de la comunidad, es importante en 
la ley. Es una tradición de un Cuerpo que 
creemos que es bueno que se extienda al 
resto de los Cuerpos de la Seguridad del 
Estado. Es la tradición de la Policía que pa- 
trulla por las calles y por las ciudades de todo 
el mundo, y en ese sentido nos oponemos a 
la enmienda de la Minoría Catalana y roga- 
mos a la Cámara la aprobación del dictamen. 

El señor PWSIDENTE: Vamos a proceder 
a la votación de la enmienda formulada al 
artículo 2.0 por el Grupo Pcrlamentririo de la 
Minoría Catalana. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el sigitiente re- 
sultado: votos emitidos, 250; en contra, 138; 
a favor, 32; abstenciones, 80. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda formulada al artículo 2.0 por el 
Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana. 

En relación con la votación del texto del 
dictamen, pregunto al representante del Gru- 
po Parlamentario de la Minoría Catalana si 
prefiere que lo votemos por separado o en 
su conjunto. 

El sefíor ALAVEDRA MONER: No hay in- 
conveniente en que se vote en su conjunto. 

El señor PRESIDENTE: Entonces votamos 

Comienza la votación del articulo 2." del 
el artículo 2.0 en su conjunto. 

dictamen. (Pausa.) 

Efcctiicda la votcirión, dio el siguiente re- 
sultcrdo: votos emitidos, 253; a fcvor, 252; en 
contra, uno. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el artículo 2." del dictamen. 

Existía una enmienda, como apartado nue- 
vo, del Grupo Parlamentario Comunista, que 
ha sido retirada. 

existe una enmienda formulada por el Grupo 
Parlamentario Comunista. 

Pasamos al artículo 3 . O ,  al que también Artículo 3.0 

El señor SOLE BARBERA: La retiramos. 

El señor PRESIDENTE: Habiendo sido reti- 
rada la enmienda, podemos proceder a la vo- 
tación del artículo 3.0 del dictamen. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
suitcdo: votos emitidos, 252; a favor, 250; en 
contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 

Existe también presentada por el Grupo Articulo 3: 
artículo 3.0 

Parlamentario Comunista una enmienda pro- 
poniendo un artículo 3." bis. El representante 
del Grupo parlamentario Comunista tiene la 
palabra para defenderla. 

bis 

El señor SANCHEZ MONTERO : Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, la en- 
mienda que voy a defender fue rechazada por 
la Ponencia y por la Comisión, y realmente 
no me hago muchas ilusiones de que sea admi- 
tida ahora. Sin embargo, vengo a defenderla 
en nombre del Grupo Parlamentario Comu- 
nista por dos razones: primera, porque la 
consideramos una enmienda importante, y, 
segunda, porque nos queda todavía la espe- 
ranza, aunque muy remota, de que una ú1- 
tima reflexión pueda llevar a los partidos ma- 
yoritarios a cambiar de opinión. 

La enmienda consiste cn introducir un nue- 
vo artículo en la ley que estamos discutiendo, 
en virtud del cual se crearía el Consejo Su- 
perior de la Seguridad Pública como un ór- 
gano consultivo del Ministerio del Interior, 
cuya misión qería imuu!sar, conocer e infor- 
ma: las disposiciones sobre segwidad pública, 
o, de acuerdo con el texto dcl dictamen, sobre 
Scyiridnd del Estado. 

Ese Consejo Superior estaría formado por 
un 50 por ciento de representantes de los 
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distintos Grupos Parlamentarios y el otro 
50 por ciento por directivos del Ministerio del 
Interior y representantes de los distintos Cuer- 
pos de Seguridad del Estado. Es algo nuevo 
que se sale bastante de la rutina y por eso 
quizá no se comprenda debidamente. Pero si 
la propuesta que hacemos se sale de la rutina, 
también es singular en alto grado el proceso 
político que se está desarrollando en España, 
que hace pocos días ha culminado una de sus 
etapas fundamentales con la aprobación del 
proyecto de Constitución. Un proceso político 
en el que estamos tratando de establecer lo 
nuevo sin tirar por la ventana lo que había 
antes, pero sí cambiándolo, lo cual genera una 
serie de problemas nuevos también. 

Quizá sea en este terreno del orden pú- 
blico donde los problemas se acumulan más 
por varias razones: primera, porque es aquí, 
en esta parcela del Estado, donde lo viejo es 
más viejo y se aferra con más fuerza para 
no cambiar, para permanecer tal y como es- 
taba, porque era lo que más fielmente refle- 
jaba el carácter de la dictadura que España 
ha padecido durante cuarenta años. Segunda, 
porque el orden público es uno de los prin- 
cipales campos de lucha contra la democra- 
cia, principalmente por los dos extremos del 
abanico político de España, es decir, tanto por 
la extrema derecha como por la extrema iz- 
quierda, a través fundamentalmente del terro- 
rismo. Tercera, porque la democracia no pue- 
de responder a los ataques a la seguridad pú- 
blica, no puede pretender mantener el orden 
público de la misma forma que la dictadura 
venía haciéndolo ni con los mismos instru- 
mentos, y entendemos que, por el contrario, 
exige cambios importantes. Porque los he- 
chos, los trágicos hechos que nuestro país 
está viviendo, y sobre todo ha vivido la se- 
mana pasada, están dando la razón a lo que 
acabo de afirmar en cuanto a la gravedad, al 
peligro para la democracia que suponen los 
intentos de la extrema derecha y de los que 
se dicen de la extrema izquierda, a través 
principalmente del terrorismo. 

Pero también -y lo hemos visto en Pam- 
plona y Rentería- se dan a veces, dentro de 
los Cuerpos de Seguridad del Estado, actitu- 
des que no favorecen en absoluto ni al man- 
tenimiento del orden público ni tampoco a la 
política del Gobierno. 

Por eso es fundamental y necesario -creo 
que está claro para todos y esta ley que esta- 
mos debatiendo contribuye a ello junto con 
otras que se han debatido o debatirán- ela- 
borar una concepción real del orden público 
interpretado como garantía del ejercicio de 
los derechos y libertades por los ciudadanos, 
y también el cambiar la mentalidad de los 
miembros de los Cuerpos de Seguridad y dar- 
les una mentalidad democrática en contra de 
la que el régimen dictatorial trató de incul- 
carles por todos los medios que estuvieron a 
su alcance, que eran muchos. 

Entendemos que, junto con otra serie de 
medidas que se toman en esta ley y en otras 
-repito-, el Consejo Superior de la Seguri- 
dad Pública vendría a ayudar de ilna manera 
muy positiva y muy real a la consecución de 
esos objetivos. Por una parte, daría confian- 
za al pueblo porque tendría la seguridad de 
que todo lo relativo a los Cuerpos de Orden 
Público era debidamente conocido y contro- 
lado por un órgano con representación parla- 
mentaria, y, por otra, porque contribuiría a 
mejorar la imagen de los Cuerpos de Segu- 
ridad Pública ante todo el pueblo, a dar ma- 
yor eficacia y prestigio a esos Cuerpos, que 
bien necesitados están de ello, sobre todo de 
cara al pueblo, y facilitaría la renovación, el 
cambio de mentalidad de los hombres que 
componen esos Cuerpos. 

Nos parece, pues, que es una enmienda 
-repito- importante, en la cual no vemos 
perjuicios para nada ni para nadie, sino bene- 
ficios muy notables: en primer lugar, para 
los propios Cuerpos de Seguridad, y, en se- 
gundo lugar, y de una manera fundamental, 
para la democracia y para nuestro pueblo. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún turno en 
contra? '(Pausa.) El representante del Grupo 
Parlamentario de UCD tiene la palabra a 
estos efectos. 

El señor SANCHO ROF: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, al consumir un 
turno en contra de esta enmienda número 30, 
del Grupo Parlamentario Comunista, me voy 
a referir al tema estrictamente técnico de esta 
propuesta, porque, con toda sinceridad -y 
sabe el señor Sánchez Montero que hemos 
discutido este tema en Ponencia-, no vemos 
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esas ventajas y beneficios que él pretende se 
derivarían de esta disposición. Lo que sí cree- 
mos es que, de aprobarse la misma, se crearía 
una confusión entre lo que es el legislativo 
y lo que es el ejecutivo, lo que podría ser 
peligroso, al menos como precedente. 

El proyecto de Constitución que ha apro- 
bado este Congreso establece una clara sepa- 
ración de funciones: el Parlamento, con su 
función de legislar y de controlar al Gobier- 
no ; el Gobierno, con su función de gobernar, 
y el Poder Judicial, con su función de garan- 
tizar el cumplimiento de la ley que aprueba 
el Parlamento y que ejecuta el Gobierno. 

En ese sentido, la participación del pueblo 
en estas tareas se hará a través de un Go- 
bierno que está respaldado por una mayoría 
parlamentaria, así como por la función del 
Parlamento de elaborar la ley. Hecha la ley, 
hecho el marco de la misma, la función de 
ejecutarla en disposiciones concretas es exclu- 
siva del Gobierno. Si el Gobierno lo hace mal, 
el Parlamento tiene el control sobre éste, y la 
Justicia, el Poder Judicial, la facultad de re- 
vocar las disposiciones de la Administración, 
si van contra la ley aprobada por el Parla- 
mento. 

En la literalidad de la enmienda de la Mi- 
noría Comunista se dice que este Consejo 
Superior de Seguridad Pública, formado al 
50 por ciento por parlamentarios y al 50 por 
ciento por cargos directivos del Ministerio 
del Interior y representantes del Cuerpo de 
Seguridad Pública, es un órgano consultivo de 
un Departamento ministerial. Esto sí que es 
una novedad en todo el planteamiento de la 
Administración pública y de las democracias 
parlamentarias ; es decir, la existencia de un 
órgano consultivo, de un Departamenta mi- 
nisterial que esté formado en partes iguales 
por personas de la Administración y por per- 
sonas del Parlamento, con la fiinción de im- 
pulsar, conocer e informar las disposiciones 
que se vayan a dictar en materia de ejecu- 
ción de la ley. Creo, con toda sinceridzd, que 
el Reglamento provisional del Congreso y del 
Senado, los propios mecanismos que csta- 
blece la futura Constitución, son más que 
suficientes para que el Gobierno esté adecua- 
damente controlado por el Parlamento y que, 
en definitiva, éste haga las leyes que entienda 

debe hacer, y el Gobierno, en cada momento, 
las ejecute. 

Establecer una mezcla de poderes en un 
órgano consultivo de la Administración es 
peligroso para el propio funcionamiento de la 
misma y para el propio funcionamiento del 
Parlamento. En definitiva, sería una unidad 
de poderes peligrosa en una democracia par- 
lamentaria. 

En ese sentido, y por estas razones, el Gru- 
po Parlamentario de UCD, la Ponencia y, pos- 
teriormente, la Comisión, entendieron que no 
debía ser aceptada la enmienda del Grupo 
Comunista y solicitan de la Cámara sea re- 
chazada. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
a votar la enmienda que acaba de ser some- 
tida a debate de la Cámara. 

Comienza la votación. '(Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 246; en contra, 221; 
a favor, 24; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda del Grupo Parlamentario Comu- 
nista proponiendo un artículo 3." bis. 

Al artículo 4." existen formuladas diversas Artículo 4." 

enmiendas. La primera, al apartado 1, a), es 
del Grupo Parlamentario Comunista. 

El señor SOLE BARBERA (desde los es- 
caños): Retiramos la enmienda. 

El señor PRESIDENTE: Retirada la en- 
mienda al apartado 1, a), aparece formulada 
también al apartado 1, letra d), una enmienda 
de la Minoría Catalana, cuyo representante 
tiene la palabra. 

El señor ALAVEDRA MONER: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, nuestra 
enmienda pretende suprimir un párrafo del 
artículo 4.0, apartado 1, d), que incluye entre 
las competencias de la Policía la expedición 
del Documento Nacional de Identidad y de los 
pasaportes. 

No vamos a insistir aquí sobre la extensión, 
complejidad e importancia de las funciones 
de la Policía en una sociedad moderna y demo- 
crática, por lo cual nos parece superfluo so- 
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brecargarla de trabajo, atribuyéndola, además, 
una tarea puramente burocrática y rutinaria 
como es la expedición del Documento Nacio- 
nal de Identidad y de los pasaportes. 

Por otra parte, la atribución a la Policía 
de esta función parece que introduce, «a prio- 
ri», un elemento de sospecha sobre la conduc- 
ta anterior o futura de los ciudadanos. 

En muchos países la expedición de los 
Documentos de Identidad la realizan los mu- 
nicipios. Este es, por ejemplo, el caso de 
Francia. Y, de hecho, así sucede también en 
España cuando se trata de municipios pe- 
queños. 

Finalmente, la expedición de pasaportes es 
seguramente una función que consideramos 
más propia de los Gobiernos Civiles que de 
la Policía. Y cabe citar de nuevo el ejemplo 
de Francia y de otros países. 

Se trata, en definitiva, de actividades buro- 
cráticas normales que deben ser realizadas 
por los organismos más adecuados y no por 
los que tienen una misión tan específica como 
los Cuerpos de Seguridad. 

Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún turno en 
contra? (Pausa.) Tiene la palabra el represen- 
tante de Unión de Centro Democrático para 
mantener un turno en contra. 

El señor SANCHO ROF: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, un muy breve 
turno en contra de la enmienda de supresión. 

Todas las enmiendas de simple supresión, 
evidentemente, son peligrosas si no se ofrece 
una fórmula alternativa. 

Al aceptar la supresión de este párrafo 
tendríamos un vacío legislativo mientras no 
se proinulgase otra ley sobre quién, en este 
país, expidiese el Documento Nacional de 
Identidad y los pasaportes. 

Yo quería decir a la Minoría Catalana, como 
se manifestó ayer en la Comisión, que es 
inadmisible el planteamiento de que el que 
aparezca aquí esta función de la Policía puede 
ir al condicionante de que hay elementos de 
sospecha. Lo que hay es simplemente la nece- 
sidad de un control riguroso, sobre todo cn 
una sociedad moderna en la cual las falsifica- 
ciones están a la orden del día. Y los robos 

de Documentos do Identidad y pasaportes se 
producen en las propias imprentas. 

En definitiva, hace falta que quien man- 
tiene la seguridad del Estado mantenga la 
seguridad de la documentación de los ciuda- 
danos, que es una garantía también de la 
libertad de circulación de éstos por el territo- 
rio nacional y en salidas al extranjero. No 
hay ningún problema de sospechas. El tema 
está perfectamente regulado en nuestra legis- 
lación. El tema está clarísimamente regulado 
en el proyecto de Constitución, y, en defini- 
tiva, si en la aplicación de esta competencia, 
como en la aplicación de cualquier otra, hay 
alguna extralimitación en cualquier profe- 
sión, fuera del marco legal y de la Consti- 
tución, mecanismos tiene o debe tener el Es- 
tado para corregir esas posibles infracciones 
o extralimitaciones. 

Insisto, tradicionalmente en este país es 
la Policía quien ha expedido los documentos 
de los españoles. Si hay pequeños municipios 
en que esto se hace es por dar facilidades al 
administrado, por delegación de la Policía. En 
esta ley se introduce una novedad muy im- 
portante para evitar los problemas actuales 
de traslado de los ciudadanos, en lo que se 
refiere a las incomodidades de los pequeños 
lugares donde no hay Comisarías de Policía, 
en el sentido -y es un apartado de este mis- 
mo artículo- de que las oficinas de la Guar- 
dia Civil y de la Policía, en su ámbito terri- 
torial, son receptoras de los documentos diri- 
gidos a las autoridades de los otros Cuerpos. 

En definitiva, cualquier ciudadano en su 
localidad, por pequeña que sea, tendrá una 
oficina para solicitar y obtener el carnet de 
identidad y el pasaporte. Son unas razones 
de pura seguridad y garantía las que hacen 
que no encontremos ninguna razdn que avale 
la supresión. 

Por ello nos oponemos a la enmienda y 
pedimos a la Cámara la aprobación del dic- 
tamen. 

El señor PRESIDENTE: Los apartados 2 
y 3 del. artículo no tienen enmiendas. Al apzr- 
tado 4 hay formulada una enmienda del Gru- 
po Parlamentario Comunista. 

El señor SOLE BARBERA : Queda retirada. 
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El señor PRESIDENTE: Hay un apartado 
nuevo, pero podemos proceder a la votación 
del texto del dictamen. En todo caso, si el 
Grupo Parlamentario Comunista mantiene el 
apartado nuevo, podemos proceder a la dis- 
cusión posterior. 

Se somete a votación la enmienda formu- 
lada por el Grupo Parlamentario de la Mino- 
ría Catalana. 

Comienza la votación. .(Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 247; en contra, 219; 
a favor, 25; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda formulada al artículo 4.0 por el 
Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana. 

Vamos a proceder a la votación del texto 
del dictamen. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 251; a favor, 243; en 
contra, cinco; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENlT : Queda aprobado el 
artículo 4.0 del proyecto de ley. 

Hay una enmienda de adicidn a este ar- 
tículo formulada por el Grupo Parlamentario 
Comunista. Tiene la palabra el representante 
del Grupo Parlamentario Comunista para 
mantener su enmienda. 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, con breve- 
dad telegráfica para defender nuestra en- 
mienda número 35, en relación con los ser- 
vicios de información de los Cuerpos de la 
Policía. 

Solicitamos en la enmienda que tengo el 
honor de defender ante Sus Señorías una uni- 
ficación de los servicios de información. En 
la sesión, que yo creo importantísima por 
varias razones, entre otras, porque me pa- 
rece que encontramos el medio (en la Co- 
misión de Interior) de hacer una auténtica 
disección de los problemas que nos afectan a 
todos, apareció como una de las causas una 
insuficiencia en los servicios de información. 
Como en todas las enmiendas que la Minoría 
Comunista ha tenido el honor de defender, 

nosotros no perseguimos aquí otra finalidad, 
ni nos mueve otra ilusión, que la de dar un 
perfeccionamiento en profundidad a una ley 
que nos parece importantísima, y en este 
sentido (y en la reunión de la Comisión de 
Interior que he mencionado, la intervención 
de Santiago Carrillo fue en el sentido de se- 
ñalar estos defectos de los servicios de in- 
formación y la necesidad de encontrar una 
forma de perfeccionamiento de los mismos) 
nosotros solicitamos la unificación de los ser- 
vicios de información. 

En la Comisión, y espero que hoy el señor 
Sancho Rof no insista en los mismos argu- 
mentos, se ha pretendido que lo que quería- 
mos era eliminar los servicios de información 
de la Guardia Civil, cuando esto no es ver- 
dad. Pretendemos una unificación de los ser- 
vicios en manos del Director General de Se- 
guridad, bajo la supervisión auténtica del se- 
ñor Ministro del Interior, porque nos parece 
que las contradicciones que nacen de los ser- 
vicios de información son perjudiciales, no 
sólo para el servicio que pretendemos y que 
deseamos se preste, sino que, además, afectan 
muchas veces a los propios ciudadanos. Todos 
hemos vivido la experiencia en sumarios al- 
guna vez, a nivel personal, de un servicio de 
información contradictorio. La Guardia Civil 
ha descrito nuestra personalidad en un sen- 
tido y la Policía judicial en otro. Es preciso, 
y ésta es la aspiración de nuestra enmienda, 
que los servicios de información se rijan por 
una sola regla, por una sola norma, y es una 
prueba de confianza en los servicios de In- 
formación del Ministerio del Interior lo que 
nosotros señalamos al pedir ¡a. ~nificación de 
estos servicios. 

En segundo lugar, nos hemos encontrado 
en nuestra experiencia de juristas que la in- 
formación que ha sido remitida a un sumario 
o a una actuación judicial cuando se ha pe- 
dido (pocas veces la hemos obtenido, pero 
algunas sí), hemos solicitado que se diera con 
mayor amplitud, con mayor integridad. Por 
el silencio administrativo, esta petición del 
juez o de los letrados ha sido denegada. 

Solicitamos, por tanto, en esta enmienda 
no ~ 6 1 0  que se unifiquen los servicios de in- 
formación, sino que en caso de investigación 
parlamentaria los servicios de información 
pongan íntegramente aquello que tengan en 
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su poder al servicio del Parlamento. Es una 
enmienda que entendemos que es razonable, 
que es meditada y que es específicamente una 
enmienda de servicio. 

Gracias, señoras y señores Diputados. 

El señor PRESIDENTE: Turno en contra. 
Tiene la palabra el representante del Grupo 
Unión de Centro Democrático para mantener 
un turno en contra. 

El señor SANCHO ROF: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, también muy 
brevemente para consumir un turno en contra 
de la enmienda, como ha anunciado ya el 
señor Solé; turno en contra que se basa en 
razones puramente técnicas. 

El señor Solé dice, y tiene razón, que las 
enmiendas de este tipo presentadas por la 
Minoría Comunista a este proyecto de ley son 
de perfeccionamiento de la ley. Entendemos, 
con toda sinceridad, que este texto no per- 
fecciona la ley, sino que perjudica el funcio- 
namiento de los servicios. 

El señor Solé se ha referido a aspectos del 
pasado, a defectos de varios servicios de in- 
formación ; de los Cuerpos de Seguridad sólo 
a dos: los de la Policía gubernativa y los de 
la Guardia Civil, de los que se dice que ha 
habido informaciones contradictorias. 

En definitiva, la filosofía de la ley, si se 
fijan Sus Señorías, viene precisamente, en 
uno de sus puntos básicos, a marcar clara- 
mente la delimitación de competencias, tanto 
en el ámbito territorial como en el ámbito de 
actuación de los Cuerpos de Seguridad del 
Estado. Y esa delimitación de competencias, 
evidentemente, una de las ventajas que produ- 
cirá, aparte de otras, es que cada informe sea 
de cada uno de los Cuerpos en razón de sus 
competencias y en razón de su ámbito terri- 
torial, y no podrá haber nunca dobles infor- 
mes porque no hay dobles actuaciones ni en 
las mismas competencias ni en el mismo ám- 
bito territorial. 

El inciso final de la enmienda dice que «en 
caso de investigación parlamentaria o ins- 
trucción judicial se facilitarán los datos exi- 
gidos por la autoridad competente)). Esto es 
evidente, pero esto no hay que decirlo en la 
ley. El propio reglamento de estas Cortes 
- e l  del Congreso y el del Senado- exige que 

la Administración facilite todos los datos que 
las Comisiones le soliciten y, desde luego, la 
autoridad judicial, en sus normas - e n  la 
Ley de Enjuiciamiento-, queda claro que 
todo lo que solicita tiene que serle dado por 
parte de los Cuerpos de Seguridad del Es- 
tado, entre otras razones, porque es un Cuer- 
po de Seguridad del Estado que está integra- 
do por la Policía judicial al servicio del Poder 
Judicial para la prevención y persecución de 
los delitos. 

Creemos que puede ser perturbadora esa 
unificación que propone la enmienda, porque 
la ley establece la clara división de competen- 
cias, tanto funcionales como territoriales, y 
esa división de competencias creemos que es 
importante para que unos únicos Cuerpos ac- 
túen en unas únicas situaciones y en unas 
únicas zona6 de los territorios, y esa unifica- 
ción sería muy perjudicial para el funciona- 
miento de estos Cuerpos. 

En este momento está absolutamente claro 
que los servicios de información deben fun- 
cionar -y funcionar bien-, porque son ser- 
vicios básicos para la prevención del delito 
y detención del delincuente. Precisamente en 
la filosofía de la ley es donde más abunda 
que esos servicios de información no deben 
ser unificados, sino distintos. 

El s'eñoir PRESEDENTE: Vamos a proceder 
a la votación de la enmienda de adición for-, 
mulada por el Grupo Parlamentario Comu- 
nista al artículo 4." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 251; en contra, 146; 
a favor, 104, y abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda de adición formulada por el Gru- 
po Parlamentario Comunista al artículo 4." 
del proyecto de ley. 

que se han advertido unos errores de tipo 
material, mecanográficos, en el texto que ha 
sido proporcionado a Sus (Señorías. Así, en el 
apartado 3 de dicho artículo, después de la 
frase: «salvo que por razón del delito del lu- 
gar sea competente otra jurisdicción)), debe 

En relación con el artículo 5." he de decir Artículo 5: 
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ponerse punto y aparte, en vez de ser punto 
y seguido, como aparece en el texto. 

En este mismo capítulo siguiente, donde 
dice: capítulo 111, título 111, libro VI, debe 
decir: capítulo 111, título 111, libro IV de la 
propia ley. 

Al artículo 5." existe una enmienda a la 
totalidad, formulada por el Grupo Parlamen- 
tario Comunista. Tiene la palabra el repre- 
sentante de dicho Grupo para mantener su en- 
mienda. 

El señor SOLE BARBERA: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, para no can- 
sar innecesariamente con mi presencia en la 
tribuna a los señores parlamentarios, esta en- 
mienda, la 36, de la Minoría Comunista, que 
tiene tres apartados, voy a resumirla breve- 
mente en una sola enmienda, atendiendo a los 
tres conceptos que se establecen en el artículo 
que comentamos. 

Se trata, señoras y señores Diputados, de 
la responsabilidad que pueden contraer aque- 
llas personas acusadas o responsables de de- 
litos o de faltas contra miembros de los Cuer- 
pos de Seguridad. Se trata, en segundo lugar, 
de los delitos o faltas que puedan haber co- 
metido contra terceros los miembros de los 
Cuerpos de Seguridad. Y se trata, finalmen- 
te, de la situación que la ley acepta y que la 
ley acuerda de la doble penalidad de que pue- 
den ser objeto los miembros de los Cuerpos 
de Seguridad. 

iPor un gran prurito (y no tengo incon- 
veniente en aceptarlo) de necedad de tipo ju- 
rídico, nosotros pensamos que hay que acla- 
rar debidamente la cuestión de competencia 
y de jucisdicción en que deben recaer aquellos 
que sean víctimas de delitos o faltas come- 
tidos por miembros de los Cuerpos de Se- 
guridad, y al propio tiempo la jurisdicción 
a que deben ser sometidos aquellos miembros 
de los Cuerpos de Seguridad que, a su vez, 
cometan delitos o faltas. 

Nosotros señalamos el gran principio, no- 
sotros señalamos la situación incuestionable, 
nosotros señalamos la jurisdicción ordinaria 
como la única jurisdicción competente para 
juzgar los problemas relacionados con el Có- 
digo Penal para los ciudadanos de este país. 
Esta es la regla. 

Lo que cabe señalar única y exclusiva- 
mente son excepciones, y las excepciones de- 

ben ser limitadas; las excepciones deben ser 
absolutamente señaladas de una manera pre- 
cisa y concreta en los Códigos, en las leyes 
y en todos aquellos cuerpos jurídicos que tra- 
ten de materias de competencia en situaciones 
como la que estamos contemplando. 

Nosotros no sentimos absolutamente nin- 
gún prejuicio contra la jurisdicción castren- 
se. Hemos señalado en multitud de ocasiones 
nuestro respeto a los juristas que lo integran, 
al es'píritu general que resume la forma de 
ser, la filosofía -como diríamos ahora- de 
la jurisdicción castrense. Pero la condición de 
civil a la que queremos que se eleve, porque 
es una elevación de categoría, la condición 
de civil que queremos para todos los miem- 
bros de los Cuerpos de Seguridad, es lo que 
estamos defendiendo en este momento, sólo 
una excepción. Para el hombre que comete 
una falta o un delito contra los miembros 
de los Cuerpos de Seguridad, no hay más com- 
petencia que la jurisdicción civil. 

Contra los miembros de los Cuerpos de Se- 
guridad que cometan un delito o falta referi- 
do a terceras personas que no sean de los 
Cuerpos de Seguridad, tienen una jurisdicción 
clara y una condición clara de servicio mili- 
tar; no puede haber más que una jurisdicción: 
la civil. 

La excepción sólo puede venir determinada 
por situaciones y características concretas 
del delito; es decir, uno de los delitos que 
aparece plenamente justificado y especificado 
dentro de  los Códigos de Justicia Militar. Y 
una situación que nosotros, los comunistas, 
a pesar de que no aparecía en la ley, hemos 
señalado como elemento a integrar en la pro- 
pia ley. 

Por tanto, lo que pretendemos es una forma 
de perfeccionar y de eliminar una situación 
ambigua, una situación innecesariamente con- 
fusa a la hora de determinar el fuero a que 
deben ser sometidos aquellos que, de una 
forma o de otra, caigan en el contenido del 
apartado 1 y del apartado 2 del artículo 5." 

Queda, finalmente, el apartado 3, que an- 
tes, en la ley, tenía otro número, pero que 
aquí, en el nuevo texto, es el apartado 3. En 
él se habla de la dualidad de procedimientos a 
que los miembros de los Cuerpos de Seguri- 
dad van a ser sometidos en el caso de cometer 
un delito o falta. 
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Nosotros estamos en contra y a favor, natu- 
ralmente, del principio de que nadie puede 
ser castigado dos veces por un mismo delito; 
y ésta es la situación en que la ley somete a 
los componentes de los Cuerpos de Seguri- 
dad: un procedimiento de tipo penal en su 
caso, y otro, un procedimiento de tipo admi- 
nistrativo. 

Nosotros sostenemos que el juez, en su cla- 
rividencia y en su conocimiento de la situa- 
ción real con que se enfrenta al estudfar un 
sumario, sabe perfectamente que la persona 
que está sometida a su jurisdicción es un 
miembro de los Cuerpos de Seguridad; sabe 
que a una persona sometida a un procedi- 
miento penal no se la puede continuar te- 
niendo al servicio de unos intereses tan in- 
tensos y tan necesarios como son los del 
ejercicio de la autoridad policial. 

Por tanto, nosotros lo que pedimos no es 
que se permita en forma alguna que un hom- 
bre sometido a un sumario, sometido a la 
posibilidad de un castigo, que ha cometido 
un delito que no solamente afecta al servicio 
penal, sino que afecta, además, a su situación 
funcionarial, quede impune y pueda continuar 
manteniendo su condición de funcionario. Lo 
que decimos, señoras y señores Diputados, es 
que, como los demás ciudadanos de este país 
cuando se  nos juzga, cuando se nos incoa 
un procedimiento por una razón, se nos in- 
coe eso, un procedimiento, y las decisiones 
que alrededor de nuestra situación, en el or- 
den civil, en el orden económico, se tengan 
que adoptar pertenezcan exclusivamente al 
juez. Eso es, señoras y señores Diputados, lo 
que nosotros solicitamos. 

No quiero alargarme más, pero sí deseo ade- 
lantarme a una objeción que se me ha hecho 
en la Ponencia y se me ha hecho, asimismo, 
a la hora de estudiar la presente ley en la 
Comisión. 

Se nos ha dicho que aquí la única cosa que 
se pretede es dar una seguridad, y que no se 
trata de una doble sanción, porque esta doble 
sanción, en caso de que hubiera absolución en 
el procedimiento penal, naturalmente queda- 
ría borrada. Teniendo en cuenta, señoras y se- 
ñores Diputados, que un tanto por ciento con- 
siderable de esta Cámara pertenece a los 
hombres de Derecho, sabemos lo que tarda 
un procedimiento penal. Si tenemos que es- 

perar a que el funcionario de los Cuerpos 
de 'Seguridad esperen la solución de su pro- 
blema en el momento que se resuelva su su- 
mario, la situación no solamente para los 
hombres del Cuerpo de Seguridad, sino para 
otros muchos ciudadanos, sería absolutamen- 
te inaceptable. Pero, además, es que debemos 
terminar con la situación -y que me perdo- 
ne mi compañero, no quiero hacer histo- 
ria- de ciudadanos que nos hemos visto ab- 
sueltos por Tribunales de Orden Público y 
que en virtud de la dualidad de sanciones y 
de la dualidad de procedimientos, hemos sido, 
en cambio, sancionados por el Ministerio del 
Interior; perdón, no del Ministerio del Inte- 
rior, sino por el Ministerio de la Goberna- 
ción. 

Esta situación es imposible de mantener 
en el contexto de un estado de Derecho, y 
los intentos que estamos haciendo entre to- 
dos para perfeccionar esta ley son la prueba 
de que estamos decididos a crear un Estado 
de Derecho. 

El señor PRESIDENTE: Para mantener un 
turno en contra tiene la palabra el repre- 
sentante de la Unión de Centro Democrático. 

El señor SANCHO ROF: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, nuevamente 
para mantener un turno en contra de la en- 
mienda de la Minoría Comunista, que tiene 
dos partes claramente diferenciadas. 

La primera parte, en lo que se refiere a la 
jurisdicción que en su caso juzgaría de los de- 
litos cometidos contra o por los miembros 
de los Cuerpos de Orden Público y, por otra, 
el tema de los expedientes disciplinarios. 

Respecto a la primera, y con toda since- 
ridad, creo que el texto del proyecto dice lo 
mismo que la enmienda de la Minoría Co- 
munista, y lo dice mejor. 

En el punto segundo, la excepción que plan- 
tea la Minoría Comunista en los delitos co- 
metidos por los miembros de los Cuerpos de 
Seguridad del Estado, excepción a la juris- 
dicción ordinaria, que es la excepción de ra- 
zón de delit6 o la excepción de razón de 
lugar, que plantea como dos únicas excep- 
ciones la Minoría Comunista, está recogida 
en el texto del proyecto. 

En lo que se refiere al apartado l . O ,  de 
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los delitos cometidos contra los miembros 
de los Cuerpos de Seguridad del Estado, se 
establecen dos únicas excepciones: la excep- 
ción por razón de lugar y la excepción por 
razón de la persona responsable. Porque si no 
hiciésemos estas axcepciones, y al ser esta 
ley posterior al vigente Código de Justicia 
Militar, estaríamos entrando en dos delitos 
tipificados en ese Código, que se entiende que 
se deben mantener cuando se actúe contra 
los Cuerpos de Seguridad del Estado, cuando 
el lugar sea un lugar militar, según el Có- 
digo de Justicia Militar, o cuando la persona 
responsable que comete un delito es un mi- 
litar, en cuyo caso debe ser juzgado, lógi- 
camente, por la Justicia militar. 

Son las dos únicas e imprescindibles ex- 
cepciones que decía el señor Solé que había 
que hacer y que, realmente, se hacen. Creo 
sinceramente que el texto en su idea, en sus 
principios, casi en su literalidad, plantea lo 
mismo que la enmienda del Grupo Comunis- 
ta, pero que ttcnicamente es más comecto 
y más perfecto. 

En lo que se refiere a la última parte de 
la enmienda, lo que se ha llamado la dua- 
lidad de sanciones, en primer lugar no hay 
dualidad de sanciones. En este momento, y 
ya que se ha tocado el tema respecto a los 
ciudadanos, no existe la dualidad de sancio- 
nes. Está prohibida en nuestra legislación, y 
la Constitución aprobada por este Congreso 
la prohíbe expresamentemente a nivel cons- 
titucional. 

De lo que se trata en el proyecto, y la Po- 
nencia ha aclarado en ese extremo el texto 
del Gobierno, no es de la doble sanción; es de 
contemplar el tema de que los miembros de 
los Cuerpos de Seguridad del Estado son fun- 
cionarios del Estado, de la Adiministración Ci- 
vil o de la Administración Militar, en el caso 
de la Guardia Civil. Son funcionarios del Es- 
tado y como tales pueden ser sometidos a 
procedimientos disciplinarios de sus regla- 
mentos, igual que cualquier otro funciona- 
rio del Estado. 

Lo que decimos no es que se sancione, por- 
que si leemos atentamente el texto veremos 
que dice que la resolución definitiva del ex- 
pediente -que es cuando se aplica la san- 
ción- sólo podrá producirse cuando la sen- 
tencia recaída en el ámbito penal sea firme. 

Lo que establece este precepto (y hay que 
establecerlo por ley, como está establecido en 
todas las leyes de funcionarios) es la po- 
sibilidad simultánea de iniciar un expediente 
disciplinario en el terreno funcionarial, con 
independencia de que haya un procedimiento 
penal; y en ese expediente disciplinario es- 
tablecer las medidas preventivas o cautelares 
necesarias. 

Esto no es nuevo en los funcionarios, éste 
es un tema que está en todos los reglamentos 
de funcionarios y que es absolutamente nor- 
mal. Insisto: No es el principio de la doble 
sanción, porque no hay doble sanción. Es la 
corrección en el terreno disciplinario con me- 
didas cautelares o preventivas, mientras se 
sustancia un procedimiento penal, porque, si 
no, como ha dicho el señcr Solé muy bien, 
los poderes penales tardan mucho, y hay me- 
didas de corrección disciplinaria cautelares, 
preventivas, que su ejemplaridad exige que se 
tomen inmediatamente. 

Con la enmienda de la Minoría Comunista, 
la Administración no podría adoptar ninguna 
medida cautelar disciplinaria ni ninguna medi- 
da preventiva de suspensión de empleo y suel- 
do, aun cuando le conste que hay un pro- 
blema penado en el reglamento, si, simultá- 
neamente, hay un procedimiento penal. 

Insisto en que no hay doble sanción, sino 
la posibilidad de medidas cautelares discipli- 
narias. Esto no es nuevo, creemos que es bue- 
no y creemos que es necesario. Por estas 
razones se pide a la Cámara que vote en con- 
tra de la enmienda de la Minoría Comunista. 

El señor PRESIDENTE: Corresponde el 
examen de la enmienda número 75, formulada 
al apartado 2 por el Grupo Parlamentario So- 
cialista del Congreso. 

El señor SANJUAN DE LA ROC'HA: La 
enmienda número 75 queda retirada. 

El señor PRESIDENTE: Hay otra enmien- 
da al apartado 3, formulada por la Minoría 
Catalana. 

El señor ALAVEDRA MONER: Queda re- 
tirada, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE: Al apartado 3 hay 
una enmienda, la número 76, formulada por 
el Grupo Parlamentario Socialista. 

El representante del Grupo Parlamentario 
Socialista tiene la palabra para defender su 
enmienda. 

El señor FAJARDO SPINOLA: Señor Pre- 
sidente, señoras y señores Diputados, los so- 
cialistas estamos firmes en la idea de que la 
normalidad institucional es, sin duda alguna, 
la mejor respuesta a la inercia del pasado, la 
mejor respuesta a la inercia de las institu- 
ciones de otro momento. 

Es por esa razón por la que los socialistas 
nos felicitamos de la casi totalidad del con- 
tenido de esta ley. De una Ley de Policía que 
quiere, efectivamente, regular la policía de la 
democracia; que quiere regular una institu- 
ción de un nuevo Estado, de un Estado de- 
mocrático. 

'Pero por esa misma razón por la que nos 
felicitamos de esta Ley de Policía y que cree- 
mos eii la normalidad, en el funcionamiento 
de las instituciones como base del sistema 
político democrdtico, de esa misma manera 
también, señorías, rechazamos la excepción 
como medida frente a determinada anorma- 
lidad. Nosotros estamos aquí para defender 
la enmienda número 76, del Grupo Socialista, 
al apartado 3 del artículo 5.", una enmienda 
que, precisamente, trata de rechazar una ex- 
cepción al funcionamiento normal de las ins- 
tituciones. 

Este artículo 5.", como Sus Señorías están 
viendo, hace referencia procesal de una serie 
de valores que se consagran en la ley. Es 
un artículo, por tanto, adjetivo; un artículo 
que hace referencia al funcionamiento de los 
tribunales en relación con las ideas o con los 
valores que se consagran en la ley. 

Sin embargo, a nosotros nos ha llamadc 
mucho la atención que tanto el proyecto df 
ley del Gobierno, como la segunda redacciór 
que le ha dado una parte de la Ponencia, que 
no nosotros, quiera recoger en este artículo 
5." un tratamiento excepcional en cuanto a 
procesamiento y al enjuiciamiento de los PO. 
M a s .  Este es, efectivamente, el tema que hoj 
nos trae a esta tribuna. Se trata de aplica] 
al procesamiento de aquellos miembros de los 
Cuerpos de Seguridad del Estado que hubie 

ren cometido hechos presuntamente califi- 
cables como delitos o faltas, un tratamiento 
excepcional, que no sean tratados con la ge- 
neralidad o con el carácter ordinario que cual- 
guier ciudadano merece cuando ha cometido, 
D se presume que ha cometido, un delito o 
una falta. 

Efectivamente, se trata de introducir en 
esta ley, llevar al texto de la misma, otra que 
ustedes recordarán bastante, aquella ley de 
13 de enero de 1974, que establecía que los 
miembros del Cuerpo Superior de Policía, 
cuando fueran procesados, las causas corres- 
pondientes serían conocidas por la Audien- 
cia Provincial, y no ordinariamente por el Juez 
de Instrucción. Es decir, una ley de 1974 
que establecía una excepción en el tratamien- 
to procesal de estos hechos. 

N o  se trata de justificar, mejor dicho, de 
explicar las razones de aquella ley; creo que 
todos ustedes comprenderán cuáles eran los 
motivos políticos que impulsaban aquella ley 
de 1974, cuando, efectivamente, en ese año, 
se comienzan a recibir en los Juzgados de 
Instrucción determinadas querellas, determi- 
nadas denuncias contra la Policía. Fue necesa- 
rio en ese momento, para quien entonces te- 
nía el poder político, sacar aquella ley de ex- 
cepción en el tratamiento procesal de aquellos 
hechos. 

Pero, repito -y vuelvo al principio formu- 
lado al comienzo de mi intervención-, esta- 
mos ahora hablando de las instituciones nor- 
males de la democracia y, por tanto, no está 
de ninguna manera justificada esta excep- 
ción. Y pienso así como un Diputado del Gru- 
po Socialista, pero creo pensar también como 
cada uno de los demócratas que se encuen- 
tran dentro de esta Cámara; pienso también 
como todo, o la mayoría, de los ciudadanos, 
y creo también que de esa manera interpre- 
to el sentir de muchísimos y de la inmensa 
mayoría de las Fuerzas de Orden Público. 
Miembros de las Fuerzas de Orden Público 
que de ninguna manera desean que la anor- 
malidad en el comportamiento, la conducta 
anormal que en todo Cuerpo o comunidad 
pueda existir, sea tratada como excepción, 
sino por el contrario que serán ellos, los 
miembros de las Fuerzas de Orden Búblico (y 
de eso estoy seguro), los primeros interesa- 
dos en que la anormalidad en la conducta de 
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algún compañero sea tratada, sea considera- 
da por las Instituciones procesales del país 
con carácter ordinario, porque el considerar- 
las con carácter extraordinario, con carácter 
excepcional está configurando un privilegio 
que de ninguna manera quieren para sí los 
miembros de las Fuerzas de Orden Público 
cuando de una anormalidad en el funciona- 
miento de las mismas se ha tratado. 

'Podríamos decir, efectivamente, que este 
apartado 3 del artículo 5." va a introducilr 
ciertas deficultades en el funcionamiento nor- 
mal de la Justicia. Por un lado supone hurtar 
al Juez normal, al Juez ordinario, al Juez del 
lugar de la comisión del delito, al Juez de 
Instrucción, el conocimiento de la causa. Y 
¿cuál es el motivo? ¿Qué justificación se pue- 
de encontrar para que no sea este Juez el 
que conozca de esa situación, de esos he- 
chos? Nosotros, evidentemente, no encon- 
tramos ninguna justificación. 

Nosotros creemos que la Constitución es- 
pera mucho de cada uno de los niveles de 
la justicia. Nosotros pensamos que la Cons- 
titucibn espera mucho del funcionamiento nor- 
mal de las instituciones; y por eso mismo 
consideramos que una ley de la normalidad 
democrática como es ésta, de la normalidad 
constitucional, no puede de ninguna manera 
consagrar esta especie de desconfianza o de 
suspicacia respecto del Juez normal y natu- 
ral, que es el Juez de Instrucción. 

¿'Por qué pasar la causa a la Audiencia pro- 
vincial que, por otro lado, retrasa el proce- 
dimiento; que, por otra parte, crea una serie 
de  desigualdades entre los funcionarios en la 
medida en que a unos se les trata de una ma- 
nera y a otros de otra? 

Consideramos que esta excepción, de ver- 
dad, no está justificada en una ley, repito, de 
la que nosotros nos felicitamos porque es una 
ley que creemos va a cuadrar perfectamente 
en el conjunto de las instituciones demoorá- 
ticas que nosotros tratamos en esta Casa de 
construir. 

Hay que apelar, además, a un cierto argu- 
mento histbrico. Decía antes que en 1974 es 
cuando se consagra esta excepción. Hasta 
1974 el enjuiciamiento de estas causas se- 
guía el procedimiento ordinario; pero lo se- 
guía desde 1870, desde la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. ¿Por qué entonces entrar en 

esta excepción después de cien años de per- 
fecta aplicación y, sobre todo, lo que es peor, 
por qué consagrar ahora esta excepción? 

Recuerdo que en la Comisión, ante una in- 
tervención similar a ésta, se me contestó creo 
que por el señor Sancho Rof, que los depen- 
dientes del Juez, aquellas personas que man- 
tienen una dependencia funcional del Juez 
natural, el Juez que ordinariamente iba a in- 
tervenir, tenían que tener un tratamiento tam- 
bién excepcional; pero éste no es el caso. En 
primer lugar porque el policía que va a ser 
enjuiciado por unos hechos puede que esos 
hechos los haya cometido en un lugar dis- 
tinto a aauel en el cual se encuentra relacio- 
nado, desde un punto de vista de dependencia 
funcional, con el Juez natural. Por otro lado, 
porque eso indica ya, de todos los Cuerpos 
de Seguridad del Estado, una desconfianza, 
como antes indicaba, respecto de este Juez. 

Nosotros, por tanto, solicitamos la supre- 
sión de este párrafo, la supresión de la ex- 
cepción y cuando la solicitamos volvemos 
otra vez a lo que indicaba al principio: es 
en beneficio del reforzamiento de las institu- 
ciones; reforzamiento de las instituciones que 
está precisamente en su funcionamiento nor- 
mal y no en su funcionamiento excepcional. 

Yo no sé, Señorías, si es una manifestación 
de esa inercia institucional del pasado el res- 
ponder a los problemas con la excepción; el 
responder a los problemas con el paréntesis, 
Nosotros entendemos, dentro de esta oposi- 
ción a esa inercia institucional del pasado, 
que la mejor fo'.ma de responder a ella es con 
la normalidad y con el funcionamiento nor- 
mal y fortalecido de las instituciones de- 
mocráticas. Por eso pensamos que el proce- 
samiento de un hecho anormal dentro de un 
funcionamiento normal de la Policía debe ser 
el del Juez ordinario; es decir, el del Juez de 
Instrucción; y de ninguna manera reproducir 
aquí el contenido de una ley que obedece a 
otro momento político, y que no puede en 
absoluto continuar en una ley de la demo- 
cracia. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: ¿Algún turno en 
contra? 

El señor NUÑEZ PEREZ: Para una cues- 
tión de orden, señor Presidente. Como la en- 
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mienda número 77 del Grupo Socialistas del 
Congreso está en estrecha relación con la 
número 76, el Grupo Parlamentario de Unión 
de ,Centro Democrático se reservaría el con- 
testar a las dos conjuntamente, si el Grupo 
Socialista no tiene inconveniente. 

El señor FAJARDO SPINOLA: De acuerdo, 
es lo mismo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el 
representante del Grupo Parlamentario So- 
cialista, para mantener la enmienda número 
77 al apartado 4, si no la retira. 

El señor FAJADO SIPINOLA: Están defen- 
didas ya las dos, señor Presidente. 

El señor PRESIDENT,E: Se entiende enton- 
ces que ha sido ya defendida. Tiene la pala- 
bra el representante de Unión de Centro De- 
mocrático para matener un turno en contra. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, yo me ale- 
gro mucho, y comparto la fecilitación del 
señor Fajardo quizá en un porcentaje más 
amplio, y voy a tratar de, en esta mi inter- 
v~nción, cumplir ese pequeño porcentaje de 
reserva que él niega a la ley de Policía que 
se está debatiendo. 

El señor Fajardo argumenta fundamental- 
mente su enmienda en un antecedente his- 
tórico, en un dato de anormalidad, según he 
entendido que así lo ha calificado, que pro- 
cede de la Ley de 13 de febrero de 1974. Yo 
pienso que, en líneas generales, si no existie- 
ra esa ley de 13 de febrero de 1974, y ,por lo 
tanto esa exposición de motivos en donde 
se fundamenta y argumenta el contenido de 
Ia misma, p tuviéramos que, como estamos 
haciendo ahora, debatir el texto del proyecto 
de ley de Policía, es muy posible que llegá- 
semos a un texto parecido al del artículo 5." 
sin que en realidad se cuestionase tanto co- 
mo se cuestiona ahora el tema que nos 
ocupa. 

Deroguemos en buena hora la Ley de 13 
de febrero de 1974 y no convirtamos en argu- 
mento la simple coincidencia de textos, por- 
que eso, a nuestro entender, es una simple 
anécdota. 

Este Diputado piensa que algunas frases 
de la exposición .e motivos de la Ley de 13 
de febrero de 1974 podrían ser suscritos en 
su tenor literal por casi todos los Grupos 
Parlameiitario:;, sin que ello supusiera con- 
tradicción alguna con sus posiciones ideoló- 
gicas, ni se introdujera en el proyecto de ley 
ninguna clavo de anormalidad, sino precisa- 
mente todo lo contrario, una clave de norma- 
lidad del funcionamiento objetivo de las com- 
petencias jurisdiccionales, como voy a tra- 
tar de demostrar. 

Pocos micmbros de esta Cámara, creo que 
absolutamente ninguno, dudarán que nues- 
tros policías y guardias civiles contribuirán 
de manera decisiva al mantenimiento del or- 
den público, a la defensa del orden constitu- 
cional, y a la protección del libre ejercicio 
de los derechos y libertades de los ciudada- 
nos, en una actuación tanto más eficiente y 
meritoria, cuanto que la misma implica a 
veces un grave riesgo de la integridad física 
y de la vitia de dichos funcionarios. 

Evidentcmente el señor Fajardo, conoce- 
dor profundo del tema, sabe que ha repetido 
literalmente frases de la exposición de mo- 
tivos de la Ley de 13 de febrero de 1974. 
Pues bien, dentro de otras circunstancias, de 
tiempos y de situaciones, olvidémonos del 
antecedente histórico que se cita en la en- 
mienda del Grupo Parlamentario Socialista ; 
olvidémonos de este antecedente y tratemos 
de ver qué posibilidad hay de rechazar esta 
enmienda sin que el texto del proyecto de 
ley suponga mengua alguna que impida una 
felicitación recíproca de todos los miembros 
de esta (Xmara. 

Creo que esta emienda, tan brillantemente 
definida por el señor Fajardo, debe ser recha- 
zada por lo que voy a decir a continuación. 

La cuestión es justamente esta. Todos los 
Cuerpos de Seguridad del Estado -la Ley 
de 1974 s610 se refería al Cuerpo Superior 
de Policía- pasan a depender de la juris- 
dicción ordinaria, pero al mismo tiempo se 
establece, en el propio proyecto de ley que 
estamos debatiendo, una determinada forma 
de proteccion jurisdiccional que tiene, a nuec- 
tro entender, una dobla proyección: benefi- 
ciar a los miembros de los Cuerpos de Segu- 
ridad del Estado y fortalecer, como luego 
diremos, algunos de los principios que infor- 
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man y fundamentan todo tipo de proceso. 
¿,Por qué? Simplemente porque si la Policía 
es Policía judicial y como tal depende de los 
jueces, entendemos que como mínimo debe 
tener la misma protección jurisdiccional que 
tienen, por ejemplo, los secretarios de los 
Juzgados de Instrucción, a los cuales segu- 
ramente de manera velada quiso citar el 
señor Fajardo. Esto es ni más ni menos lo 
que se establece en el párrafo 2, del apar- 
tado 3, del artículo 5.0 del proyecto de ley, 
tal y como ha quedado dictaminado por la 
Comisión de Interior en la mañana de ayer. 

De acuerdo con el texto del dictamen, en 
cualquier delito o falta en el que haya inter- 
venido un policía o un guardia civil el Juez 
de Instrucción tiene a su cargo la fase de 
instrucción del sumario, como en todos los 
demás hechos delictivos que se cometen en 
él ámbito territorial de su Jusgado, y esto es 
muy importante; es decir, no se le birla esta 
parte importante de su actuación. La fase de 
procesamiento, el conocimiento de las actua- 
ciones en el juicio oral y público, eso sí se 
sustrae al Juez de Instrucción y correspon- 
de a la Audiencia Provincial, según el texto 
dictaminado que estamos debatiendo. 

En definitiva, y desde el punto de vista 
jurisdiccional, entendemos que la actuacióri 
de los jueces puede ser así más objetiva, 
pero que no se piense - q u e  también se han 
insinuado estas cuestiones en las palabras 
de defensa de la enmienda por el señor Fa- 
jardo- que el fin de esta medida es evitar 
actuaciones parciales de los Jueces de Ins- 
trucción ni poner en tela de juicio las mis- 
mas, sino justamente velar por la pureza 
de los principios del Derecho procesal. 

El proceso no obedece s610 al principio 
de justicia, con ser la clave de todo proceso, 
sino al principio de seguridad (en todo pro- 
ceso se satisfacen pretensiones, pero no de 
cualquier modo, sino de manera distinta, se- 
gún que la pretensión aparezca a los ojos del 
tercero imparcial que juzga fundada o no, es 
decir, justa o no), principios que para casos 
específicos, algunos de ellos ya los hemos 
citado, provocan lógicamente expectaciones 
a la competencia jurisdiccional derivada pre- 
cisamente de la situación personal de los pro- 
cesados, cuyo procesamiento nunca lo decide 
el Juez de Instrucción porque son personas 

lue o bien dependen de dicho juez o por cual- 
luier otra causa están ligadas con el mismo. 

Si la Policía es dependiente de los Jueces 
le Instrucción en sus funciones de Policía 
udicial, que son el noventa por ciento de las 
'unciones que deben desempeñar la Guardia 
livil y el Cuerpo Superior de Policía, mi 
3rupo Parlamentario entiende que está per- 
'ectamente justificado el texto dictaminado 
3or la Comisión en este punto, que sustrae, 
"epito para claridad de los señores Diputados, 
a actuación del Juez de Instrucción; no la 
fase de instrucción del sumario, sino simple- 
mente la fase de procesamiento y la de cü- 
nocimiento de las actuaciones en el juicio 
x a l  y público. Es, pues, un tema puramente 
técnico, un planteamiento de protección ju- 
risdiccional que no vulnera ningún principio; 
antes al contrario refuerza el principio de 
garantía y seguridad para toda la sociedad. 

El ,Grupo Parlamentario de Unión de Cen- 
tro Democrático por todo ello cree que es 
bueno que figure en esta ley esta norma, 
sobre todo cuando en la misma se sanciona 
el desaforamiento de la jurisdicción militar. 
d e  la Policía Nacional y de la Guardia Civil. 

Por todo ello, creo que con una congratu- 
lación clara por todo el texto, con indepen- 
dencia de que en algunos aspectos específi- 
cos, yo diría que casi capilares del mismo, 
pudiéramos tener determinadas contradiccio- 
nes, Dor todo ello, repito, el Grupo Parlamen- 
tario de Unión de Centro Democrático invi- 
ta a la Cámara a votar en contra de la en- 
mienda presentada por el Grupo Parlamen- 
tario Socialista v solicita el voto favorable 
para el texto del dictamen. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder 
en primer lugar a votar la enmienda a la 
totalidad del artículo 5." formulada po,r el 
Grupo Parlamentario Comunista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio ei  siguiente re. 
sultado; votos emitidos, 255; en contra 151; 
a favor, 14; abstenciones, 90. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada 
la enmienda formulada por el Grupo Parla- 
mentario Comunista. 

En relación cmi las enmiendas del Grupo 
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Parlamentario Socialista, si el Grupo Parla- 
mentario no tiene inconveniente las votaría- 
mos conjuntamente. (Asentimiento.) 

Vamos a proceder a votar las enmiendas 
del I;nipo Parlamentario Socialista, una de 
supresión de parte del apartado 3, y otra a 
la totalidad del 4. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 250; en contra, 142; 
a favor, 107; abstenciones, una. 

El señor PRESiDEN'iE Quedan rechaza- 
das las enmiendas formuladas por el Grupo 
Parlamentario Socia,lista al artículo 5." del 
proyecto. 

En relación a la votación, si no existe in- 
conveniente por parte de los Grupos Parla- 
mentarios se votaría en conjunto el artícu- 
lo 5." 

El señor PECES-BARBA MARTINEZ: Que- 
rríamos pedir que se votase el artículo 5.0, 
números 1 y 2, y del número 3, la primera 
frase, hasta «jurisdicción». Es decir, que se 
vote por separado lo que se refiere a la 
competencia de la Audiencia Provincial. 

El señor SOLE TURA: Pediríamos tam- 
bién que se votase párrafo por párrafo. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a votar pá- 
rrafo por párrafo porque cuando algún Grupo 
Parlamentario lo solicita es costumbre de 
esta Presidencia acceder a esa petición. Pro- 
cedemos a votar el apartado 1 del artícu- 
lo 5." 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 253; a favor, 249; 
en contra, uno; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el apartado 1 del artículo 5.0 

Vamos a proceder a la votación del apar- 
tado 2 del artículo 5." del dictamen. Comien- 
za la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 252; a favor, 238; 
en contra, 12; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
!1 apartado 2 del artículo 5.0 

En relación con el apartado 3, después de 
a rectificación material de que di cuenta a 
a Cámara, queda éste dividido en tres pá- 
*rafos por punto y aparte. Vamos ahora a 
rotar el primer párrafo del apartado 3 del 
irtículo 5.". Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
rultado: votos emitidos, 255; a favor, 253; 
zbstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el párrafo primero del apartado 3 del artícu- 
lo 5.0 

Ahora vamos a proceder a la votación del 
texto correspondiente al párrafo segundo del 
apartado 3 de dicho artículo 5.0. Comienza 
la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos 256; a favor 145; 
en contra 105; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el párrafo segundo del apartado 3 del artícu- 
lo 5." 

Vamos a proceder a la votación del párrafo 
tercero del apartado 3 del artículo 5 . O  

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos 258; a favor 146; 
en contra 106; abstenciones seis. 

El señor PRESIDENTE : Queda Laprobado 
el párrafo tercero del apartado 3 del artícu- 
lo 5." 

Procedemos ahora a votar el apartado 4 
del artículos 5.0 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos 256; a favor 143; 
en contra 108; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 

Vamos a votar el apartado 5 del propio 

Comienza la votación. (Pausa.) 

el apartado 4 del artículo 5." 

artículo 5.0 
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Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 256; a favor, 239; 
en contra, 14; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
el apartado 5 del artículo 5.0 

En relación con los artículos siguientes, 
quisiera preguntar al representante de la 
Minoría Catalana, que pareció que en la 
última de sus intervenciones manifestó que 
retiraba las enmiendas, si se mantienen o se 
retiran, efectivamente, las enmiendas a los 
artículos 9." y 12. 

El señor ALAVEDRA MONER: Se retiran, 
señon Presidente. 

El señor PRESIDENTE : Quedan retiradas. 
En relación con el artículo 12, el Grupo 

Parlamentario Comunista tenía formulada 
una enmienda, ¿la retira o la mantiene? 

El señor SOLE BARBERA: Se retira la 
enmienda al artículo 12. 

El señor PRESIDENTE : Queda retirada. 
Al artículo 13 el Grupo Parlamentario Co- 

munista tenía formulada una enmienda. ¿Se 
mantiene o se retira dicha enmienda? 

El señor SOLE BARBERA: La retiramos. 

~rticulos El señor PRESIDENTE : Entonces, vamos 
e' l3 a proceder a la votación de los artículos 6.", 

7.0, 8.0, 9.0, 10, 1 1 ,  12 y 13. 
Comienza la votación de los artículos .6." 

al 13, inclusive, del texto del dictamen. (Pau- 
sa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 245; a favor, 242; 
en contra, uno; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Quedan aproba- 
dos los artículos 6." al 13, ambos inclusive, 
del texto del dictamen. 

Si a S S .  S S .  les parece vamos a interrum- 
pir durante diez minutos la sesión. (Denega- 
ciones.) Comprendo que hay una cierta ur- 
gencia por acabar la sesión ; pero SS. S S .  nos 
permitirán que nos turnemos en la Mesa, co- 
mo es lógico. (Risas.) 

Vamos a proceder a examinar el aparta- 
lo  1 del artículo 14. Hay una enmienda pre- 
;entada por el Grupo Parlamentario Comu- 
lista. 

El señor SOLE BARBERA: La retiramos. 

El señor PRESIDENTE : Entonces pode- 
nos proceder a votar los artículos 14, 15, 
16 y 17, puesto que no hay presentada en- 
nienda alguna a los mismos. 

El señor SOLE BARBERA: El Grupo Par- ~rt isuioi4 
iamentario Comunista tiene presentada una 
:nmienda al apartado 3 del artículo 14, que 
no ha sido retirada, 

El señor PRESIDENTE : Entonces pasa- 
mos a debatir la enmienda presentada al 
apartado 3 del artículo 14. Tiene la palabra 
31 representante del Grupo Parlamentario 
Comunista. 

El sei?or SOLE BARBERA: Para señalar 
que se trata, pura y exclusivamente, de que 
el texto del apartado 3 del artículo 14 pro- 
duce confusión, al mantener que mientras 
no salgan de la Academia Especial los Man- 
dos de la Policía Nacional, serán cubiertos 
esos puestos de mando con personas perte- 
necientes a las distintas armas de las Fuer- 
zas Armadas. Esta enmienda se recoge igual- 
niente en el período reservado a las disposi- 
ciones adicionales. Nosotros pensamos que 
es un contrasentido y donde debe mantener- 
se, realmente, es en forma de transitoria, 
porque la situación es de transitoriedad y no 
se puede mantener en un artículo de la ley. 
El párrafo 1 del artículo 14 es el que deter- 
mina realmente la situación de creación de 
mandos de la Policía Armada. Entendemos 
que debe ser en las disposiciones transitorias 
donde se establezca que en el momento que 
la Academia correspondiente provea de man- 
dos a la Policía Armada, serán exclusivamen- 
te estos hombres los que ocuparán los man- 
dos, y que mientras esto no sea una realidad, 
de forma transitoria serán cubiertos los pues- 
tos de mando por personas correspondientes 
a las distintas armas de las Fuerzas Arma- 
das. 
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El señor PRESIDENTE : El representante 
del Grupo Parlamentario de Unión de Cen- 
tro Democrático tiene la palabra para un 
turno en contra. 

El señor SANCHO ROF: Muy brevemen- 
te. Como en mis notas esta enmienda no la 
tenía tal como ha sido explicada, quiero acla- 
r3r u la Cámara cómo va en el proyecto. 
Creo que si mis razones son atendidas, el 
Grupo Parlamentario Comunista lo entenderá 
perfectamente, porque su planteamiento es 
de  confusión, ya que se trata de dos temas 
completamente diferentes. 

Lo que plantea el apartado 3 del artícu- 
lo 14 es que los Oficiales y Jefes de la Po- 
licía Nacional puedan ser Oficiales y Jefes 
de las escalas activas de las Fuerzas Arma- 
das que se incorporen definitivamente a la 
Policía Nacional. Sinceramente creemos que 
esto es bueno, que es una situación perma- 
nente, que se contempla en el cuerpo de la 
ley, y no tiene nada que ver con la disposi- 
ción transitoria quinta, que es complementa- 
ria del artículo 14. La transitoria quinta dice 
que mientras no se pueda dar cumplimiento 
a lo que establece el apartado 3 del artícu- 
lo 14, se podrá permitir que esta oficialidad 
de las Fuerzas Armadas que se incorpore a 
la Policía Nacional, lo sea en forma tempo- 
ral con un compromiso mínimo de permanen- 
cia. Quizá la confusión viene dada en función 
de que en el texto del proyecto, cuya en- 
mienda de supresión planteaba el Grupo Par- 
lamentario Comunista con relación al artícu- 
lo 13, el tema iba conjunto sobre una forma 
reglamentaria de determinación del tema. La 
Ponencia ha mejorado el texto y ha estable- 
cido que la Policía Nacional se nutre de dos 
formas: de su propia Academia, y de Jefes 
y Oficiales de las Fuerzas Armadas que pa- 
sen definitivamente a la Policía Nacional. 
Luego, la transitoria quinta lo que dice es 
que mientras esto no se pueda hacer puesto 
que no funcionará la Academia para produ- 
cir Jefes y Oficiales mientras no se apruebe 
la ley, transitoriamente pueden pasar Jefes 
y Oficiales de las Fuerzas Armadas durante 
un período de tiempo determinado, pero no 
a perpetuidad. 

En este sentido, quiero aclarar a la Cámara 
que no hay contradicción entre la transitoria 

y este párrafo. Son radicalmente distintos. 
Uno establece una situación de permanencia 
y otro establece una situación de tempora- 
lidad. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proce- 
der a la votación de la enmienda formulada 
al artículo 14 por el Grupo Comunista. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 219; en contra, 199; 
a favor, 18; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda. 

Podemos proceder a votar en su conjunto 
el artículo 14 si no hay inconveniente. (Pau- 
sa.) 

El señor SOLE TURA: No hay inconve- 
niente. 

El señor PRESIDENTE : Entonces vamos 
a proceder a votar los artículos 14, 15, 16 y 
17 que no tienen enmiendas formuladas, y la 
disposición adicional primera. 

¿La enmienda del Grupo Comunista a la 
disposición adicional segunda, se mantiene 
o se retira? 

El señor SOLE BARBERA: Se mantiene, 
señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Podemos votar, ARícuios 14 
como decía, los artículos 14, 15, 16 y 17 y al 17 Y Dis- 

posición adi- 
in disposición adicional primera del texto del cionel prl- 
dictamen. (Pausa.) mera 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada le votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 223; a favor, 221; 
en contra, dos. 

El señor PRESIDENTE : Quedan aproba- 
dos los artículos 14, 15, 16 y 17, y la dispo- 
sición adicional primera del texto del dic- 
tamen. 

enmienda formulada por el Grupo Parlamen- 
tario Comunista, que puede proceder a su 
defensa. 

La disposición adicional segunda tiene una Dlsporicl&, 
adicional 
segunda 
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El señor SANCHEZ MONTERO: Señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, voy 
a defender nuestra enmienda muy breve- 
mente y pidiendo perdón a la Cámara por 
retrasar el final de la sesión. 

Parte de lo que se incluye en la disposi- 
ción adicional segunda figuraba antes en el 
artículo 14, apartado c). En él se decía: «Se 
establecerá para los miembros del Cuerpo de 
la Policía Nacional una situación de segunda 
actividad en servicios de carácter administra- 
tivo...)) y añadía después; «a la que tendrán 
acceso por concurso y según el número de 
vacantes)). 

A este artículo, el Grupo Parlamentario 
Comunista presentó inicialmente una enmien- 
da que decía, y dice, aunque ahora está re- 
ferida a la disposición adicional segunda : 
«Los miembros del Cuerpo Superior de Po- 
licía y de la Policía Nacional que con motivo 
u ocasión de su cargo hayan sufrido lesio- 
nes a consecuencia de las cuales están inca- 
pacitados para el normal ejercicio de sus 
misiones podrán acogerse prioritariamente a 
la situación de segunda dedicación, que se 
regulará reglamentariamente, sin perjuicio de 
sus derechos económicos y de toda índole, 
desempeñándose estas funciones en el seno 
de los Cuerpos a que pertenezcan)). 

Presentamos esta enmienda, porque no se 
recogían estos casos en el texto del Gobier- 
no y porque, además, se incluía sólo a la 
Policía Nacional, quedando fuera el Cuerpo 
Superior de Policía y la Guardia Civil, aun- 
que no nos referíamos a esta última, porque 
creíamos que no era necesario por su carác- 
ter militar. 

En la disposición adicional segunda se 
mantiene lo del artículo 14 y se extiende a 
la Guardia Civil y, además, se recoge parte 
de lo que nosotros planteábamos. Es decir, 
podrán acceder a dicha situación (la situa- 
ción de segunda actividad) los miembros de 
esos Cuerpos disminuidos físicamente para 
el servicio. Nos parece muy bien que eso se 
haya recogido, pero se sigue excluyendo a 
los miembros del Cuerpo Superior de Policía. 

Sinceramente, no lo comprendemos. Cree- 
mos que tienen el mismo derecho y pedimos 
que se amplie también este precepto a los 
miembros del Cuerpo Superior de Policía. 

El señor PRESIDENTE: Para turno en 
contra, tiene la palabra el representante del 
Grupo Parlamentario de UCD. 

El señor SANCHO ROF: Señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, voy a in- 
tervenir muy brevemente, porque creemos 
que el tema que plantea el Grupo Parlamen- 
tario Comunista está perfectamente claro 
dentro de la ley. 

El Cuerpo Superior de Policía, según he- 
mos aprobado en el artículo 11, se ajustará 
en su régimen de funcionarios a la legisla- 
ción de funcionarios civiles del Estado, mien- 
tras que para la Policía Nacional, hemos 
aprobado que es un Cuerpo de estructura y 
organización militar que, en lo que se refiere 
a su ordenamiento interno, se rige por las 
normas aplicables al Ejército de Tierra. 

La situación de segunda actividad es una 
situación puramente de Cuenpos de estructu- 
ra militar, en los cuales, en los planteamientos 
norm~iles de ascensos de oficialidad y de je- 
fes, y en los planteamientos normales de eda- 
des de retiro, las 'edades son muy variadas, 
en funcióri de los empleos, son muy distintas 
y son, por su propia función, inferiores a las 
edades de jubilación o de retiro de los funcio- 
narios civiles del Estado. Precisamente por 
eso se establece esa situación de segunda acti- 
vidad, con el fin -según dice la propia Dis- 
posición adicional- de que las funciones au- 
xiliares, administrativas o subalternfas, de los 
Cuerpos de la IPolicía Nacional1 y de da Guiar- 
dia Civil, sean desempeñadas por personas 
que se encuentren en esta situacibn de segun- 
da actividad, de forma que no sean desempe- 
ñadas por funcionarios de los Cuerpos que se 
encuentmn en situación de servicio activo. 

Para los funcionarios civiles del Estado, en 
su generalidad -no sólo el Cuerpo Superior 
de Policía-, la situación de disminución físi- 
ca, la situación de tener que causar baja en el 
servicio por imposibilidad física, está perfec- 
tamente regulada en la Ley de Derechos Pa- 
sivos, en ila Ley de Funcionarios y, en defini- 
tiva, si hemos dioho que el Cuerpo Superior 
de Policía sigue lo que establece la Ley de 
Funcionarios Civiles, lo sleguirá con todas sus 
consecuencias. Otra cosa será lógica y natu- 
ral, pero no es objeto de esta ley, sino que 
tiene que ser objeto de una Ley de Derechos 
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Pasivos, de una Ley de Funcionarios Civiles 
del Estado que, en determinadas situaciones 
-y ya lo recoge la Ley de Clases Pasivas- 
las pensiones 'de jubilación por baja por acci- 
dente en razón de Servicios, son bastante SU- 
periores a las jubilaciones en situación nor- 
mal. 

Pero, insisto, no hay que mezclar los temas. 
La segunda actividad es un tema típico y 
necesario en estructuras de carácter militar 
o de forma militar, pero es totalmente anor- 
mal y atípico en estructuras que se ajustan a 
lo que es la función pública de los funciona- 
rios civiles. Precisamente por esa razón, por- 
que el otro tema está contemplado en otra 
legislación y sería muy contraproducente in- 
troducirlo aquí, es por lo que no se tuvo en 
cuenta la enmienda del Gnipo Comunista. 

E1 señor PRESIDENTE: Vamos a proce- 
der a la votacióti de ,la enmienda formulada 
por el Grupo Parlamentario $Comunista a la 
Disposición adicional segunda. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Ejlec tda  la votación, dio el siguiente re+ 
su1,tado: votos emitidos, 224; favorables, 16; 
contrarios, 207; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE : Queda rechazada 
la enmienda formulada por el Grupo Parla- 
mentario Comunista a la Disposición adicio- 
nal segunda. 

Vamos a proceder a la votación del texto 
del dictamen correspondiente a la Disposicih 
adicional segunda, y, si no existe objeción 
por parte del Grupo Parlamentario enmen- 
dante, a ,las Disposiciones adicionales tercera 
y cuarta, que no tienen formuladas enmien- 
das, a todas las Disposiciones transitorias y a 
las Disposiciones finales, que tampoco tienen 
formulada enmienda alguna, es decir, a la to- 
talidad del proyecto, con una advertencia y 
es que en la Disposición Final Primera, hay 
que hacer una rectificación en la línea cuar- 
ta. Donde se dice: «... Decretos de 21 de ene- 
ro de 1936 y 19 de octubre de 1945% debe 
decirse: wDecretos de 21 de enero de 1936 y 
de 9 de octubre de 1945)). Es decir, que la fe- 
cha del Decreto de 1945 es de 9 de octubre 
en vez de 19. 

[Con esta rectificación procedemos a la VO- 

tacióri .de las disposiciones adicionaales segun- 
da, tercera y cuarta, todas !las transitorias y 
las finales correspondientes al texto del Dic- 
tamen. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguienb re- 
mltado: votos emitidos, 221; u favor, 221. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobado 
en su conjunto el proyecto de ley de Policía 
Nacional. 

SITUACION DE LOS MARINOS 
MERCANTES 

El señor PRESIDENTE : [Pasamos al punto 
siguiente del orden del día, que es el debate 
de $la proposición no de ley sobre la situación 
de los marinos mercantes, presentada por el 
Grupo Parlamentario Socialista del Congreso. 
No se ha presentado a esta proposición en- 
mienda alguna y procede, por consiguiente, la 
discusión sobre sus líneas generales. 

Tiene la palabra el representante del Grupo 
Parlamentario proponente. 

El señor GONZALEZ VLLA: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, en nom- 
bre del Grupo Socialistas del Congreso, al 
cual tengo el honor de representar, vengo a 
defender una proposición no de ley que afec- 
ta a la situaci6n de los marinos mercantes y 
de pesca. 

Y dada mi condición de marino, con dieci- 
séis años de trabajo en buques mercantes y de 
pesca, creo necesario, con unas breves pin- 
celadas, describir la situación de los trabaja- 
dores de la mar, ya que pienso que con ello 
contribuyo a aproximar a Sus Señorías a las 
realidades de la mar y de los que en ella 
traba jan. 

La situación de estos tmbajadores es de 
clara marginación a todos los niveles. Sólo 
se habla para descubrir la mar a los ciudada- 
nos de la mar de las playas, de los ya te ,  de 
los puertos y países lejanos. Es más, en una 
reconocida academia madrilleña de marinos 
mercantes, se utiliza como reclamo para el in- 
greso el siguiente slogan: i Vistosos unifor- 
mes ! pPaíses exóticos ! i Hermosas mujeres ! 
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Quien piense así, no conoce la mar, al ine- 
nos la que yo he vivido. Y, para más de 
200.000 marinos la mar es un lugar de traba- 
jo con especialles towacterísticas de dureza. 
Para muchos marinos, el barco es durante 
ocho o más meses su casa, una casa sin espo- 
sa, que queda lejos y ausente, un hogar sin 
hijos, que crecen sin la preseacia necesaria del 
padre, un hogiir en suma duro y difícil, que 
resulta soportable por el recuerdo de Iiquello 
que no se tiiene. La ausencia y (la separación 
es la condición más dura de la vida del ma- 
rino. 

En esta Cámara unos han defendido el man- 
tenimiecito de 11s unidad familiar a capa y es- 
pada; otros hemos puesto más de relieve la 
necesidad de mantener y proteger los víncu- 
los afeztivos reales, no los falsos. 

Señores Diputados, yo pregunto si la situa- 
ción de los hombres de la mar, no es acaso 
un divorcio familiar y una separación Iifectiva 
permanente. 

Quiero, pues, denunciar públicamente la .le- 
gislacien realmente inhumana a la que se ven 
sometidos los marinos. Las prolongadas au- 
sencias no están compensadas legalmente ccn 
estancias proporcionales en tilerra. «Menos 
días de mar y más de hogar)), es la reivindica- 
ción de  los marinos. 

Si ci esta cuestión, fundameiital para la per- 
sona, se añade h dureza de unas largas joma- 
das ccn más de doce horas de trabajo €13 mu- 
chísimos casos, los bajos salarios, el destajo, 
las condiciones infrahumanas de vida a bordo, 
la eventudidad permanente en la pesca y la 
falta de seguridad en el trabajo, podremos 
concluir con cuánta dureza se vive la realidad 
de la mar. 

Esta situación se ve agravada, pi que la 
misma Ley de Rehcicnes Laborales excluye a 
los hombres de la mar de su regulación. 

Desde el punto de vista sindical (los Sindi- 
catos de Trabajadores de la Marina Mercante, 
de la UGT, del resto de los Sindicatos, en 
realidad de todos los trabajadores de la mar), 
el marino mercante y el pescador viven igual- 
mente en una SituaciCrl de especial margina- 
ción. No se les reccnoce el derecho 13 la hud-  
ga, que, como veremos, constituye aún un de- 
lito de sedición, y aunque la legisla-ión gene- 
ral sobre la huelga se les pJdiese aiplicar, sería 
imposible reconocer legalmente este derecho 

ante la exigencia de laviso con cinco días de 
antelación, ya que normalmente los barcos no 
siiellen estar ese tiempo m puerto, y, desde el 
punto de vista político, inuy pocos marinos 
puldieron ejercer e! derecho al voto en las pa- 
sadas elecciones. Esperemos que en las pró- 
ximas elecciones puledan realiuarlo. 

(Pues bien : a esta situación descrita se une 
Ic? existencia de aplicación a 110s trabajadores 
de la mar de una ley especialment~e represiva, 
111 Ley Penal y Disciplinaria de la Marha Mer- 
cante del 22 de diciembre de 1955, el someti- 
miento a la jurisdiccibn militar, a la jurisdic- 
ción de Marina. 

Creemos que ha llegado el momento de re- 
visar esta situación, y ello pasa, en primer lu- 
gar, por lla derogación y abolición o sustitu- 
ci6-i de la citlrida Ley Penal y Disciplinaria de 
la Marina Mercante que, como decimos los 
marinos, ipende como una espada de Damo- 
cles solbre nuestras cabiezas. 

No voy a analizar el contenido en profundi- 
dad de esta ley: pero sí voy a señalar algu- 
nos de los aspectos que la hacen absolutamen- 
te inaceptable: considera la huelga como um 
delito de sedicidla : al marino que abandona el 
buque sin previo aviso, como un desertor ; to- 
da iicción reivindkatim, como una falta de 
disciplina ; sanciona el insulto o maltrato con 
graves pems o sanciones que dmependen de la 
cstegoría de quien las haga a bordo, y reserva 
amplísimas facultlides disciplinarias para los 
capitages y 'las autoridades de Marha de 
Guerra ; sin embargo, no establece ninguna 
pena para los comportamientos injustos de 
los armadores; por ejemplo, no es tenidn en 
cuenta un13 orden o una actuación de un ar- 
mador que pueda poner en peligro la seguri- 
dad de la vida de los trabajadores de la mar. 

En dtefinitiva, 11s Ley Penal y Disc:iplinaria 
de la Marina Merclinte tiene un marcado ca- 
rácter dictatorial y antidemocrático ; y con- 
funde, lamentablemente, (lo laboral con lo dis- 
ciplinario, habiendo sido utilizada repetidas 
veces por los nrmadores para la defensa de 
sus ;,intereses. 

A esta realidad, hqy #que añadir, además, 
el hecho de que sea aplicada por la jurisdic- 
ción militar. No es de extrañar que se hable 
de un estado de excepción constante a bordo 
y de una n-iilit~xización permanente. Q-ie un 
marinero sea juzgado en Ccnsejo de Guerra 
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por Tribunales militares, sólo puede explicar- 
se por la situación de marginación que han su- 
frido estos trabajadores, quizá no solamente 
en España, pero que ha sido agravada por la 
situación que hemos estado viviendo esta ú1- 
tima etapa de nuestra Historia. 

Ahora bien, E n  honor a la verdad, he de 
decir que en estos últimos tiempos ha exis- 
tido mi  tolerante comprensión por parte de 
la autoridad de Marina a la hora de aplicar 
esta ley. Sin embargo, la tolerancia L ~ O  es su- 
ficiente ; es necesario terminar con Za discri- 
minación ilegal y proteger los dereohos de los 
hombres de la mar. 

La demanda que hoy tenemos planteada 
los marinos es, simple y lbnamente, la aboli- 
ción o sustitución de la Ley Penal y Discipli- 
naria de la Marina Mercante. 

Somos conscientes de que el trabajador de 
da mar tiene unas circunstancias especiales 
por el medio en que realiza su trabajo y por 
!a permanencia a bordo. Por ello, proponemos 
el establecimiento de un Código de Conducta 
que contemple esta singularidad, en el que 
se tenga en cuenta un principio que pam 
cualquier marino es básko y fundamental: el 
de mantener la seguridad del buque. 

$Pero el hecho de que reconozcamos la ne- 
cesidad de un Cúdigo de Condtucta, no signi- 
fica que aceptemos el estar sometidos a la 
jurisdiccidn militar. 

En el artículo 110 de la Constitución, que 
hace unos días hemos aprobado en esta Cá- 
mara, se contempla el principio de la unidad 
de jurisdiccicnes, limitando el ejercicio de la 
jurisdicción militar al ámbito estrictamente 
castrense. 

Estimamos que tal surpresión será muy be- 
neficioSa pan2 nuestra Armada. Y de este mo- 
do la Masrina de Guerra liberada de respcnsa- 
bitlidades laborales y políticas, ajenas a sus 
peculiares misiones, podrá desemp'eiiar con 
mayor independencia su servicio de protec- 
ción c1 nuestras costas, realzando y prestigian- 
do la alta función de defensa que el país le 
tiene encomendada. 

Señores Diputados, rio s610 creemos que es 
necesario suprimir la jurisdicción militar en 
el orden que estamos comentando, sino que 
tumbiin ha llegado el momento de que sf 
traspasen poderes por parte de las competen- 
cius que actualmente ejercen las autoridades 

nilitares de Marina m asuntos típica y clara- 
nente civiles a las autoridades civiles. 

La estructura militar del mundo de la mar 
10 s610 se debe a la citada Ley Penal, sino 
ambién a otro importante factor: 

La mayor parte de  las actividades de la 
idministración marítima han sido oargadas 
;obre la Marina de Guerra. 

Actualmente en la autoridad de Mlarinci de 
in puerto concurre un triple carácter. 

Es la autoridad militar dependiente del Mi- 
iistwio de Defensa. 

Es, además, Delegado Provincial de Nave- 
;ación y Pesca, dependiente del Ministerio de 
hansportes y Comunicaciones. 

Es también capitán de puerto, con atribu- 
:ioaies gubernativas. 

Más aún, la autoridad de Mtarina tiene 
atribuciones prcpim de la autoridad laboral, 
Lale como: 

Visar cmtratos de trabajo, presidir tribuna- 
les de cmciliación en conflictos laborales, etc. 

Tiene también atribuciones del Ministerio 
de Educación, tales como: 

Impartir titulaciones, presidir y convocar 
exámenes para la *titulación de cietos profe- 
sionailes, etc. 

Este carácter militarizado que supone la 
presencia de la autoridad militar de Marina 
ccn tan amplias facultades en 'los puertos, se 
dn también a niveles superiores. En honor a 
la verdad barnbien habrá que decir que se hzn 
dado importantes pasos en la Subsecretaría 
de la Marina Mercante, com los últimos nom- 
bramientos de personal civil en altos cargos 
haski ahora desempeiiados siempre por mi- 
libres. 

De todas formas, estimamos que debe de 
definirse claramente la situacióei civil de la 
actividad marítima y su administración : na- 
vegación, pesca, enseñanms náuticas, etc. 

Se comprende también que S t o  LIO podrá 
hacerse de la noche a la mañana. 'Pero de  al- 
guna forma habrá que empezar. 

'El hecho de traspasar las actividades marí- 
timas a la Administracidn Civil no debe de 
ser en nhgún momento con menoscabo de 
la importmite misión del 1Miaisterio de Defen- 
sa y de la Marina de Guerra. 

Este traspaso podría ir en la línea del pro- 
yecto hecho por el Ministerio lde Tra.isportes, 
referente al tema de aviación civil. 
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Por todo ello, el Grupo Socialista del Con- 
greso presenta a la Cámara la siguiente pro- 
posici6n no de ley: 

Que el Gobierno se comprometa a remitir a 
esha Cámara, en plazo no superior a dos me- 
ses, cuantas disposiciones sean precisas para: 

1. Establecer un Códilgo de Conducta de 
la Marina Mercante que contemple, con arre- 
glo a la realidad actual, los aspetos pendes 
y disciplinarios que las características de vida 
en la mar exigen, derogando la actual Ley 
Disciplinar!; de la Marina Mercante. 

Por consiguiente : 
Equiparar a los trabajadores del mar con 

el resto de los trabajadores, reccnocibndoles 
los mismos .derechos y obligaciones, y sin 
más singularidad 'que la que se deriva del me- 
dio y lugar dcnde se desarrolla su trabajo. 

Que la gestión y control de la Marina 
Mercante y Pesca, formalmente dependiente 
del Ministerio de Transportes y Comunicacio- 
nes, deje de pesar Sobre la Marina de Guerra, 
a #través de las Comandamcias de la Marina. 

3. Que en este terreno se lleve a la prác- 
tica el prbcipio de unidad de jurisdicciones. 

Señoras y señores Diputados : 
(La esperanzada etapa que en nuestro país 

se abrió-el 15 de junio nos impone la obliga- 
ción y el deber de enfrentarnos con esta si- 
tuaciCn tan injusta votando favorablemente, 
en base a las'siguientes consideraciones : 

Primero. vbtar favorablemente es atender 
las justas reivindi4caciones de 200.000 trabaja- 
dores ,de la mar y de sus familias, es decir, 
de casi un millón de ciudadanos. 

Segundo. Votar favora8blemente es hacer 
justicia con un sector que aporta grandes ser- 
vicios a la sociedad y que el Estado español 
no ha sabido compensarles. 

Tercero. Votar favorablemente es hacer 
real la máxima jurídica de que todo Estado 
de Derecho debe estar basado en la unidad 
de su jurisdicción. 

Nada más, y muchas gracias. 

2. 

El señor VICIEPRESIDENTE (Gólmez Llo- 
rente) : ¿Algún turno en contra? (Pausa.) 

Si no *hay turno en contra, el representante 
del Gobierno tiene la palabra para pronun- 
ciarse sobre la moción. 

El sMor MINISTRO DE TRANSWRTES 
Y COMUN'ICACIONES (Sánchez-Terán) : Se- 
ñor (Presidente, señoras y señores Diputados, 
el representante del Grupo Parlamentario So- 
cialista ha puesto un énfasis inicial en los as- 
pectos humanos del trabajo en el nmr, que 
como Ministro competente en el Departamen- 
to debo no sólo recoger, s h o  resaltar y pedir 
a toda la Cámara y a través de ella a toda la 
sociedad española, 1s comprensión, el q o y o  
y la ayuda en relación con las duras ccndicio- 
nes del trabajo de los hombres del mar. Ello 
será una condiciCn primera e indispensable 
para la humanización del tratamiento racio- 
nail de todos los problemas que se relacicnan 
con los hombres de la mar. 

La Marina Mercante española se halla re- 
gida fundamentalmente por las siguientes 
normas : 

A. En el aspecto penal y disciplinario (pe- 
ticiones a ]  y d] de la proposición), por la 
Ley Penal y Disciplinaria de la Marina Mer- 
cante de 26 de diciembre de 1955 y por el 
Código de Justicia Militar de 17 de jutio 
de 1945. 

La Ley Penal y Disciplinaria regula, en 
materia penal, los diversos tipos de delitos 
(contra el derecho de gentes y las leyes y 
usos internacionales; contra el orden y la 
disciplina a bordo; contra el interés del ser- 
vicio y los deberes del cargo que se ostenta 
a bordo ; contra la integridad del buque, abor- 
dajes, naufragios, varadas y averías ; contra 
la propiedad y por infracción de la legisla- 
ción administrativa marítima). Pero no con- 
tiene, sin embargo, normas procesales y nada 
dice acerca de cuáles sean los tribunales com- 
petentes para conocer de los delitos enuncia- 
dos. A este propósito hay que remitirse, en 
primer lugar, al Código de Justicia Militar de 
17 de julio de 1945, en cuyo artículo 6." se 
atribuye a la jurisdicción militar el conoci- 
miento de los delitos de piratería, abordaje, 
arribada y los que se hallen consignados en 
las leyes especiales de Marina; y en el ar- 
tículo 9.0 se encomienda a la misma jurisdic- 
ción la competencia para conocer de los pro- 
cedimientos que se sigan contra cualquier 
persona por los delitos y faltas que se come- 
tan en aguas del mar, ríos navegables, embar- 
caciones mercantiles nacionales o extranjeras, 
que se hallen en puertos, radas, bahías o en 
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cualquier otro punto de la zona marítima 
española. En segundo término, también hay 
que recordar, aun cuando sea norma más an- 
tigua, la Ley de 19 de febrero de 1942, por 
la que se crea la Subsecretaría de la Marina 
Mercante, en cuyo artículo 4.0 se encomienda 
al Ministerio de Marina el ejercicio de la 
jurisdicción, tanto en lo judicial como en lo 
gubernativo, en las aguas de soberanía, en las 
zonas marítimo-militares, a bordo de los bu- 
ques de pesca y comercio y sobre el personal 
mercante. 

En materia disciplinaria, la Ley de 26 de 
diciembre de 1955 atribuye expresamente, en 
sus artículos 80 a 100, competencias al ca- 
pitán del buque, a los cónsules de España en 
puertos extranjeros, a las autoridades locales 
de Marina y al Ministro de Marina. 
B. En el aspecto laboral (punto b] de la 

proposición), la Marina Mercante se rige esen- 
cialmente por las siguientes normas : 

Ordenanza de Trabajo de 20 de mayo 
de 1969. 

Decreto de 16 de septiembre de 1976, 
sobre jornada y descansos. 

Convenio Colectivo de 16 de marzo de 1978. 
Ley de Relaciones Laborales de 8 de abril 

de 1976. 
Esta última, en su artículo 3.0, apartado d), 

considera al trabajo ,en el mar como gene- 
rador de relaciones laborales de carácter es- 
pecial. Y en su disposición adicional cuarta 
encomienda al Gobierno aprobar las disposi- 
ciones especiales a que hace referencia el ci- 
tado artículo 3.0; entre ellas las correspon- 
dientes a los trabajadores del mar. Dichas 
disposiciones especiales aún no han sido apro- 
badas. 

C. En el aspecto organizativo (punto c] 
de la proposición), las normas que rigen fun- 
damentalmente a la Marina Mercante son las 
siguientes : 

La Ley de 19 de febrero de 1942, por la 
que se crea la subsecretaría de la Marina 
Mercante. 

El Real Decreto 1558/77, de 4 de julio, que, 
al reestructurar determinados órganos de la 
Administración Central del Estado, crea en 
su artículo 11 el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones, del que se hace depender la 
Subsecretaría de la Marina Mercante. 

El Real Decreto 615/78, de 30 de marzo, 

de estructura orgánica del Ministerio de 
Transportes y Conunicaciones, cuyos artícu- 
los 8.0 al 10 regulan la Subsecretaría de Pesca 
y Marina Mercante. 

Debe hacerse notar, finalmente, que de los 
antecedentes expuestos se desprende con cla- 
ridad una conclusidn inicial: que la comple- 
jidad y número de las normas legales afec- 
tadas por la proposición que se examina y el 
juego del principio de jerarquía normativa 
hacen prácticamente imposible que el Gobier- 
no pueda cumplimentar, en el exiguo plazo de 
dos meses señalado en la proposición, los re- 
querimientos previstos en la misma. 

Sentado lo anterior pasamos a formular 
las siguientes consideraciones : 

Primera.-Se formula conjuntamente a las 
peticiones a) y d) de la proposición no de 
ley que se examina, en razón a la estrecha 
relación que entre ambas existe. 

En virtud de la primera de ellas se solicita 
del Gobierno ((establecer un Código de Con- 
ducta de la Marina Mercante que contemple 
con arreglo a la realidad actual los aspectos 
penales y disciplinarios que la especificidad 
de la vida en el mar exigen, derogando la 
actual Ley Penal y Disciplinaria de la Marina 
Mercante)). 

Por la petición d) se solicita «que en este 
terreno se lleve a la práctica el principio de 
unidad de jurisdicciones)). 

Para abordar estos temas hay que empezar 
por considerar que las relaciones que surgen 
?n la vida de a bordo son bien distintas de 
las propias de la vida en tierra. De un lado, 
la especial importancia de los intereses de 
:odo tipo (humanos, económicos, etc.) que se 
:omprometen en la expedición marítima, y, de 
itro, los múltiples y variados riesgos que la 
imenazan, dan lugar al nacimiento de unos 
ieberes específicos para todos los que están 
:omprometidos en llevarla a buen fin. Lo que, 
1 su vez, da lugar a la aparición, a lo largo del 
.iempo y como fruto de una abundante expe- 
kncia, de una serie de reglas jurídicas espe- 
:iales que consagran la existencia y la exi- 
Zencia de aquellos deberes. 

Así, pues, la vida a bordo estuvo, y aún lo 
!Sta hoy. sometida, en razón a estas caracte- 
Wicas de especialidad que posee, a un gran 
igor y disciplina ; de forma tal que su estruc- 
uraci6n se articula jerárquicamente, con gran 
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similitud al estilo castrense, en una pirámide 
cuyo vértice superior -el capitán- consti- 
tuye una auténtica cabeza de poder. 

Ello ha dado lugar, en España y en los 
países abiertos al mar, a una legislación espe- 
cífica, tanto sustantiva como procesalmente, 
y a que en numerosas ocasiones se encomien- 
de a la jurisdicción militar el conocimiento 
de las cuestiones que puedan surgir en ese 
mundo tan semejante al castrense como es 
el de un navío. 

En Francia está vigente el «Code pénal et 
disciplinaire de la Marine marchanden, de 
17 de diciembre de 1926, cuyas disposiciones 
han sido refundidas por Decreto de 7 de no- 
viembre de 1960. Sus disposiciones obligan a 
todas las personas, cualquiera que sea su na- 
cionalidad, presentes a bordo por cualquier 
causa. Y sobre ellas el capitán de todo navío 
posee la autoridad necesaria «para el mante- 
nimiento del orden, la seguridad del buque, 
la de las personas embarcadas y de la carga, 
y el buen fin de la expedición)). A cuyo efecto 
puede utilizar cualquier medio de coerción y 
requerir a las personas embarcadas a pres- 
tarle ayuda o asistencia. Y el conocimiento 
de los problemas que puedan plantearse se 
encomienda a una jurisdicción especial, la 
de los Tribunales Marítimos, que tienen por 
misión juzgar los delitos que afectan direc- 
tamente al orden a bordo y los asuntos pura- 
mente náuticos. Están presididos por un ad- 
ministrador de asuntos marítimos, un juez 
profesional, un inspector de navegación, un 
capitán mercante retirado y, según la condi- 
ción del acusado, un marinero o un contra- 
maestre. 

Disposiciones análogas existen en Italia, 
donde rige en estas materias el «Codice delle 
Leggi sulla Navigazionen, en cuya parte ter- 
cera se contienen las normas penales y disci- 
plinarias de la navegación marítima. 

Ello demuestra cómo en países de larga 
tradición democrática, como son Francia e 
Italia, existen leyes y tribunales especiales 
que regulan y conocen de los problemas de 
la Marina Mercante. 

Tampoco debe olvidarse, sin embargo, el 
precedente de aquellos otros países, como 
Inglaterra, en los que los asuntos marítimos 
son conocidos por la jurisdicción ordinaria. 
Así, en el Derecho inglés, la Merchant Ship- 

ping Act de 1894, revisada en 1970, sin per- 
juicio de atribuir amplios poderes al capitán, 
remite la decisión de las cuestiones susci- 
tadas al Tribunal Civil. 

En España, como hemos visto al principio 
de este informe, rige la Ley Penal y Discipli- 
naria de 26 de diciembre de 1955 y conoce de 
sus asuntos litigiosos la jurisdicción de Ma- 
rina, en virtud de lo dispuesto en el Código 
de Justicia Militar. 

Ambas se encuentran en fase de modifica- 
ción. Respecto de la primera ha actuado re- 
cientemente una Comisión especial encargada 
de su revisión, en cuyos trabajos se ha abor- 
dado, entre otras materias, las de procurar 
su adecuación a los acuerdos internacionales 
suscritos por España, actualizar la cuantía de 
las multas e incorporar a su texto una parte 
procesal en la que se introducen ciertas nor- 
mas de la legislación común que atribuyen 
una más amplia participación en el procedi- 
miento y unas máximas garantías a los per- 
judicados y a los terceros responsables civil- 
mente de los delitos. 

Dicho estudio se halla, no obstante, condi- 
cionado a la modificación del Código de Jus- 
ticia Militar, cuyo anteproyecto se encuentra 
en trámite de remisión por el Gobierno a las 
Cortes. En él se establece, como línea general, 
que cuando los hechos delictivos no lesionen 
a la soberanía española o no afecten a la se- 
guridad del Estado o de la navegación, ni a 
las obligaciones que las Normas Constitucio- 
nales impongan a las Fuerzas Armadas, actua- 
rá la jurisdicción ordinaria. 

Este principio implica que muchos de los 
delitos que en la actualidad vienen definidos 
y penados en la vigente Ley Penal y Disci- 
plinaria de la Marina Mercante, y, por con- 
secuencia, atribuidos a la competencia de la 
jurisdicción militar de Marina, dejen de ser 
conocidos por ella, ya que en tales supuestos 
la competencia queda atribuida a la jurisdic- 
ción ordinaria ; todo ello dentro del principio 
constitucional aprobado (art. 1 lo), según el 
cual : aEl principio de unidad jurisdiccional 
es la base de la organización y funcionamien- 
Lo de los Tribunales. La ley reguIará el ejer- 
:icio de la jurisdicción militar en el ámbito 
rstrictamente castrense y en los supuestos de 
rstado de sitio, de acuerdo con los principios 
de la Constitución». 
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Segunda.-Corresponde esta consideraciór 
al punto b) de la proposición no de ley que 
se examina, cuyo texto es el siguiente : «Equi. 
parar a los trabajadores del mar con el restc 
de los trabajadores, reconociéndoles, por con. 
siguiente, los mismos derechos y obligaciones 
y sin más singularidad que la que se deriva 
del medio y lugar en donde desarrolla su 
trabajo)). 

Esta petición, tal como aparece redactada, 
no tendría objeción sustancial que formulár- 
sele. La salvedad que establece su frase final 
es tan amplia que en ella cabe cualquier con- 
sideración derivada de «la singularidad del 
medio» o del «lugar en donde se desarrolla 
su trabajo)). 

Sin embargo, es forzoso ponerla en rela- 
ción con la parte del preámbulo o parte expo- 
sitiva de la proposición en la que se alude 
al desfase en el tiempo de la Ley de 26 de 
diciembre de 1955, porque «considera la huel- 
ga como un delito de sedición, tipifica la exis- 
tencia del delito de deserción para el marino 
que abandona el buque sin previo aviso, esta- 
blece unas amplísimas facultades disciplina- 
rias del capitán y autoridades de la Marina de 
Guerra que permiten considerar cualquier 
conducta reivindicativa como una falta con- 
tra la disciplina y el orden a bordo)). 
Y así puede parecer que la equiparación 

laboral propugnada en el apartado b) á lo 
que realmente va dirigida es a realizar una 
puesta al día de la Ley Penal y Disciplinaria 
de 1955, encaminada precisamente a hacer 
desaparecer de ella alguna de esas ((singulari- 
dades)) (consideración de la huelga y del aban- 
dono del puesto de trabajo como delito). 

Ya se ha visto, al formularse la considera- 
ción anterior, cómo la legislación francesa 
robustece la autoridad del capitán del buque, 
y vemos ahora cómo en el país vecino, la 
huelga a bordo es considerada por el artícu- 
lo 60 del acode Disciplinaire et pénal de la 
marine marchande)) como delito, incluso aun- 
que se lleve a cabo sin violencia, a condición 
de que el capitán haya requerido formalmente 
obediencia a la tripulacih. Asimismo se con- 
sidera penalmente punible, según el referido 
código, el abandono del puesto por el ma- 
rino. 

En España, como se dijo anteriormente, la 
Marina Mercante se rige fundamentalmente 

por la Ordenanza de Trabajo de 20 de mayo 
de 1969, por la Ley de Relaciones Laborales 
de 8 de abril de 1976 y por dos disposiciones 
especialísimas como son el Decreto de 16 de 
septiembre de 1976, que regula el régimen 
de jornada y descansos, y el Convenio Co- 
lectivo aue fija, entre otros aspectos, el ré- 
gimen de vacaciones de la Marina Mercante 
española, que puede clasificarse de uno de 
los más favorables entre hs Marinas occi- 
dentales. 

Todas estas disposiciones establecen para 
los trabajadores del mar un conjunto de de- 
rechos sensiblemente igual a los del resto de 
los trabajadores, aunque matizado por las 
peculiaridades del trabajo a bordo. 

En cualquier crlso, y volviendo al tema de 
la consideración de la huelga en este sector, 
parece preciso distinguir dos vertientes : una, 
la de la huelga a bordo, respecto a la que 
resulta difícil admitir tratamientos muy dis- 
pares a los actuales, ya que la especialísima 
comunidad de vida imperante en el buque y 
las exigencias de la seguridad de la navega- 
ción impidep menoscabar la autoridad esta- 
blecida, sin perjuicio del adecuado respeto 
de los derechos subjetivos de los tripulantes 
y pasajeros. Y, otra, la de la huelga en tierra, 
que puede admitir una equiparación de trata- 
miento con respecto al régimen ordinario, 
dentro de los principios constitucionales so- 
bre el derecho de huelga, 

Tercera.-El punto c) de la proposición no 
de ley que se informa dice lo siguiente: «Que 
la gestión y control de la Marina Mercante y 
Pesca, formalmente dependiente del Minis- 
terio de Transportes y Comunicaciones, deje 
de pesar sobre la Marina de Guerra, a través 
3e las Comandancias de Marina). 

No puede afirmarse con verdad que la ges- 
tión y control de la Marina Mercante sea 
lependiente, sólo formalmente, del Ministe- 
*io de, Transportes y Comunicaciones. 
E1 artículo 8.0 del Real Decreto 615/78, 

ie 30 de marzo, atribuye a la Subsecretaría 
ie la Marina Mercante y, por ende, al Minis- 
:erio de Transportes y Comunicaciones el 
:jercicio de las funciones relativas a la orde- 
iación del transporte marítimo y la gestión y 
ute€a de los bienes del dominio público ma- 
*ítimo, la seguridad de la vida en el mar, el 
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salvamento y la ordenación de las actividades 
pesqueras marítimas. 

Todo ello supone algo más que una depen- 
dencia meramente formal, pues constituye la 
atribución de unas amplias competencias so- 
bre los asuntos marítimos y pesqueros. 

En este punto puede señalarse, además, la 
atribución de competencias que el artículo 3." 
de la Ley de 19 de febrero de 1942 hace a la 
Subsecretaría de la Marina Metcante (tráfico 
y comunicaciones marítimas ; actividades de 
las empresas navieras ; abanderamiento, re- 
gistro, matrícula e inscripción de buques, et- 
cétera), que subsisten después de la integra- 
ción de ésta en el Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones. 

Por último, debe hacerse constar que en 
los actuales momentos se encuentra en estu- 
dio un proyecto de disposición que fije y des- 
linde las facultades de los Ministerios de De- 
fensa y Transportes y Comunicaciones en ma- 
teria de marina mercante, en forma análoga 
a lo ya efectuado, en materia de aviación 
civil, por el Real Decreto-ley 12/1978, de 27 
de abril («B. 0.)) de 28 de abril) ; lo que per- 
mitirá clarificar y racionalizar la actuación 
del Departamento en el sector marítimo y 
pesquero. Y asimismo se encuentra prepara- 
do, para su remisión al Consejo de Ministros, 
un proyecto de regulación de la estructura 
periférica del Departamento, en el que se per- 
filan (las relaciones entre las Comandancias 
de Marina y los Servicios del Ministerio .de 
Transportes y Comunicaciones. (Ocupa la Pre- 
sidencia el señor Presidente.) 

El señor PRESIDENTE: Conforme al ar- 
tículo 141, apartado 2, el proponente de la 
moción tiene derecho a réplica. 

El señor GONZALEZ VILA: Señor Presi- 
dente, señoras y señores Diputados, efecti- 
vamente, hay mucho de positivo en lo dicho 
por el señor Ministro en cuanto a la huelga 
en la mar. 

Referente a las observaciones formales for- 
muladas por el señor Ministro, el texto de la 
moción podría quedar de la siguiente manera, 
introduciendo las matizaciones que fuesen 
necesarias : 

«a) Establecer un Código de ia Marina 
Mercante que sustituya a la Ley Penal y 

Disciplinaria de la Marina Mercante, con- 
templando con arreglo a la realidad actual, 
los aspectos penales, procesales y disciplina- 
rios que la especificidad de la vida en la mar 
exige, adaptándola a los principios estable- 
cidos en la Constitución y a las necesidades 
de la defensa nacional. 

nb) Equiparar a los trabajadores de la 
mar con el resto de los trabajadores en cuan- 
to a derechos y obligaciones, con las adapta- 
ciones derivadas de la singularidad y del me- 
dio y lugar donde se desarrolla su trabajo. 

»c) Completar la estructuración del Mi- 
nisterio de Transportes y Comunicaciones de- 
limitando la facultad entre dicho Ministerio 
y el de Defensa en materia de pesca y marina 
mercante, manteniendo en todo caso las com- 
petencias derivadas de la necesidad de la de- 
fensa nacional)). 

El señor PRESIDENTE: El texto de la mo- 
ción tal como queda lo necesita la Mesa para 
poder tomar constancia del mismo y dar lec- 
tura a efectos de votación. (Denegaciones.) 

¿Se dan Sus Señorías por enterados? (Asen- 
timiento.) Vamos a proceder a la votación de 
la moción tal como queda una vez rectifi- 
cada. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente re- 
sultado: votos emitidos, 191; a favor, 189; en 
contra, uno; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE : Queda aprobada 
la proposición no de ley formulada por el 
Grupo Parlamentario Socialista del Congre- 
so sobre marina mercante. (Aplausos en la 
tribuna pública.) 

Ruego a los señores que ocupan la tribuna 
pública que moderen su entusiasmo y asistan 
con cortesía parlamentaria a la sesión de la 
Cámara, por muy agradable que les haya 
sido la aprobación de esta moción por el 
Pleno del Congreso. 

Antes de proceder a levantar la sesión, 
quisiera que se diera lectura por parte del 
señor Secretario a una serie de observacio- 
nes de la Cámara en relación con la suspen- 
sión de los plenarios de esta Cámara. 

El señor SECRETARIO (Ruiz-Navarro y 
Gimeno): «La necesidad de concluir las ta- 
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reas parlamentarias en curso ha hecho im- 
posible que el Pleno de la Cámara y sus Co- 
misiones legislativas pudieran dar por finali- 
zada el actual período de sesiones en el día de 
hoy, 24 de julio, como determinó la Resolu- 
ción de esta Presidencia del pasada 14 de ju- 
lio (((Boletín Oficial de las Cortes)), núme- 
ro 128 de 19 de julio). 

En consecuencia, y sin perjuicio de man- 
tener firme la interrupción en el cómputo de 
plazos ya decretada a partir del día 24 de 
julio, el corriente período de sesiones no se 
entenderá concluido hasta el próximo día 28 
de julio, iniciándose el próximo 12 de sep- 
tiembre. 

Durante el período de vacaciones que me- 
dia entre ambos períodos de sesiones no se 
celebrarán reuniones del Pleno ni de las Co- 
misiones del Congreso y la Diputación Per- 
manente de éste asumirá las funciones que le 
atribuye el artículo 4 1  del vigente Regla- 
mento. 

Palacio de las Cortes, 24 de julio de 1978. 
El Presidente del Congreso de los Diputados, 
Fernando Alvarez de Miranda)). 

Me permito recordar a SS. SS. que la Di- 
putación Permanente está compuesta por 
los señores Diputados siguientes : 

Presidente: 

D. Fernando Alvarez de Miranda y Torres. 

Vicepresidente í .O: 

D. Luis Gómez Llorente. 

Secretario 1": 

D. Luis de Grandes Pascual. 

Secretario 2": 

D. Pablo Castellano Cardalliaguet. 

Vocales: 
D. Francisco Javier Aguirre de la Hoz. 
D. Maciá Alavedra Moner 

D. José Luis Albiñana Olmos. 
D. Luis Apostúa Palos. 
D. Rafael Arias Salgado. 
D. Javier Arzalluz Antía. 
D. Emilio Attard Alonso. 
D. José Miguel Bravo de Laguna Bermúdez. 
D. José Luis Calvo Morales. 
D. Blas Camacho Zancada. 
D. Manuel María Chaves González. 
D. Miguel Durán Pastor. 
D. Rafael Escuredo Rodríguez. 
D. Manuel Fraga Iribarne. 
D. Modesto Fraile Poujade. 
D. Donato Fuejo Lago. 
D. Alfonso Guerra González. 
D. Alvaro de Lapuerta y Quintero. 
D. Manuel Marín González. 
D. Eduardo Martín Toval. 
D. Gervasio Martínez-Villaseñor García. 
D. José Luis Moreno García. 
D. Enrique Múgica Herzog. 
D. Gregorio Peces-Barba Martínez. 
D. José Pedro Pérez-Llorca Rodrigo. 
D. Francisco Ramos Molins. 
D. José Francisco Rodríguez Núñez. 
D. Jesús Sancho Rof. 
D. Javier Solana Madariaga. 
D. Josep Solé Barberá. 
D. Ramón Tamames Gómez. 
D. Luis Vega Escandón. 
D. Jesús María Viana Santacruz. 

Ruego a dichos señores Diputados, junto 
con los que componen las Comisiones Mixtas 
que esta mañana han sido ratificadas por el 
Pleno de esta Cámara, que tengan la amabili- 
dad de proporcionar en Secretaría General Le- 
trada su dirección y teléfono; en definitiva, 
sus señas, para poder ser localizados. 

El señor PRESIDENTE: Se levanta la se- 

Eran las ocho y treinta y cinco minutos de 
sión. 

la noche. 
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